
REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 288 

 

Marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023) 

 

REFERENCIA:  Exp. EJECUTIVO No. 11001-3335-007-2018-00430-00 

EJECUTANTE: ELVA MERY CHAVARRO ROMERO 

EJECUTADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

CUADERNO MEDIDAS CAUTELARES 

 

Previo a resolver lo que en derecho corresponda, se ordena por SECRETARÍA OFICIAR 
POR TERCERA VEZ a:  

FIDUCIARIA BANCOLOMBIA, a fin de que en el término de cinco (05) días, se sirvan 
informar si la: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, Nit. 899.999.001-7, y LA FIDUCIARIA 
LA PREVISORA S.A. con Nit 860525148-5 tienen dineros depositados en cuentas 
bancarias en dicha entidad, y que puedan ser objeto de embargo, indicándose la clase y 
los números de cuenta, o si por el contrario, dichos recursos son inembargables. 

Se deber advertir, que en caso de incumplimiento quedarán incursos en las 
sanciones establecidas en la Ley por desatender injustificadamente las órdenes 
judiciales, y PODRAN SER SANCIONADOS POR DESACATO A ORDEN JUDICIAL. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

 

DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 
 

AUTO INTERLOCUTORIO ORDINARIO Nº 243 
 

Treinta (30) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 110013335007-2018-00436-00 

DEMANDANTE:  JOHANNA PATRICIA ROCHA SEGURA 

DEMANDADO:  SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD CENTRO 

ORIENTE E.S.E. 

 

 

Consta en el expediente digital del proceso de la referencia, que el 06 de marzo de 
20231 fue proferida sentencia de primera instancia en la que se accedió 
parcialmente a las pretensiones de la demanda. La referida sentencia fue notificada2 
el 08 de marzo de 20233. 

La parte demandada formuló el 13 de marzo de 20234, recurso de apelación contra 

la providencia de la referencia. 

Previo a resolver lo pertinente, advierte el Despacho que el 30 de junio de 2022, se 

dictó la Ley 2220 de 2022 “Por medio de la cual se expidió el estatuto de conciliación 

y se dictan otras disposiciones”, y en el artículo 132, se modificó el numeral 2 del 

artículo 247 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 

2021, y se dispuso, a su turno, lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO 132. Modifíquese el numeral 2 del artículo 247 de la Ley 1437 de 
2011 modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el 
siguiente: 
 
ARTÍCULO 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso 
de apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará 
de acuerdo con el siguiente procedimiento: 
 
Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter condenatorio, total o 
parcialmente, y contra este se interponga el recurso de apelación, el juez o 
magistrado ponente citará a audiencia de conciliación que deberá celebrarse 
antes de resolverse sobre la concesión del recurso, cuando las partes de 
común acuerdo la soliciten y propongan fórmula conciliatoria, o a petición del 
agente del ministerio público, cuando el recurrente sea la entidad condenada.  
El agente del Ministerio Público deberá sustentar su petición en uno de los siguientes 
criterios: 1) la existencia de precedentes jurisprudenciales o sentencias de 
unificación que permitan anticipar la confirmación de la sentencia; 2) cuando a partir 

                                                           
1 Documento 44 del Expediente Digital 
2 Debe tenerse en cuenta el Artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, que dispone sobre la notificación por medios 

electrónicos, lo siguiente: 

“ARTÍCULO  52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 

ARTÍCULO  205. Notificación por medios electrónicos. La notificación electrónica de las providencias se 

someterá a las siguientes reglas: (…) 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes 

al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. (…)”  
3 Documento 46 del E.D. 
4 Documento 47 del E.D. 



 

del análisis de las pruebas aportadas al proceso y de las consideraciones contenidas 
en la sentencia condenatoria de primera instancia puede evidenciarse una alta 
probabilidad de condena. 
 
En el evento en que se solicite la celebración de la audiencia de conciliación por 
parte del agente del Ministerio Público, la entidad condenada en primera instancia 
deberá someter nuevamente a consideración del Comité de Conciliación el caso, 
para que este determine la procedencia o improcedencia de presentar fórmula 
conciliatoria. En caso de que no presentarse la fórmula conciliatoria, el apoderado 
de la entidad deberá allegar copia del acta del Comité en la que conste el estudio 
de los argumentos fácticos y normativos que justifican su decisión. 
 
En caso de que el agente del Ministerio Público esté en desacuerdo con la decisión 
adoptada por el Comité de Conciliación pese a las sentencias de unificación 
existentes; así como al precedente judicial y la alta probabilidad de condena, deberá 
dejar constancia de esta circunstancia en la audiencia de conciliación. (…)” 
(Negrillas fuera de texto). 

 

La referida Ley, en el artículo 145 establece que: “Esta ley rige íntegramente la 
materia de conciliación y entra en vigencia seis (6) meses después de su 
promulgación”, se tiene entonces que entró en vigencia el 1 de enero de 2023.  

Así entonces, se trata de una sentencia condenatoria proferida en primera 
instancia, contra la cual, fue presentado oportunamente recurso de apelación, 
escrito en el que se evidencia que el recurrente no solicita audiencia de 
conciliación, ni propone fórmula conciliatoria, como tampoco se observa 
petición del Agente del Ministerio Público sobre el particular, por lo tanto, debe este 
Despacho, conceder en el efecto suspensivo, ante el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda (Reparto), el recurso impetrado. 

No está de más señalar que a la fecha, ni las partes, ni el Agente del Ministerio 
Público, han realizado manifestación alguna, respecto de lo señalado en el inciso 
que antecede.  

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA,  

RESUELVE: 

PRIMERO: CONCEDER en el efecto suspensivo, y ante el H. Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca – Sección Segunda (Reparto), el recurso de apelación interpuesto 
por la parte demandada, contra la Sentencia de primera instancia de 6 de marzo de 
2023, que accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda. 
 
SEGUNDO: Por la Secretaría del Despacho, remítase el expediente al H. Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca -Sección Segunda (Reparto), a fin de que se surta 
el recurso de alzada. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

  

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 279 

 

Bogotá D.C., marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023) 

 

REFERENCIA:  Exp. N. R. 11001-3335-007-2019-00281-00 
DEMANDANTES: NORMA CONSTANZA RUIZ RODRÍGUEZ 

DEMANDADO:  SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 
E.S.E. 

 

Revisada la documental allegada al expediente, observa el Despacho, que resulta 

suficiente para proferir decisión de fondo, además, el periodo probatorio ya se 

encuentra vencido, no obstante y previo a proferir la correspondiente providencia 

que ordenará correr traslado para alegar de conclusión, de conformidad con los 

artículo 173 del Código General del Proceso, en armonía con  el artículo 110 ibídem, se 

pone en conocimiento de las partes las pruebas obrantes en el expediente, por el término 

de 3 días. 

Así entonces, se les remite el link del expediente, a fin de que puedan tener conocimiento 

de lo allegado, previo a correr traslado para alegar de conclusión, y proferir 

seguidamente la correspondiente sentencia. 

Link del expediente:  2019-281 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 
 

 
 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO  DE SUSTANCIACIÓN No. 280 

 

Marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023). 

 

EXPEDIENTE: 
DEMANDANTE: 

11001-33-35-007-2019-00384-00 
JESSICA ALEXANDRA RUBIANO RIVERA 

DEMANDADA: 
VINCULADA: 

NACIÓN–MINISTERIODETRABAJO 

COMISIÓNNACIONALDELSERVICIO CIVIL-CNSC 
 

 

 

Revisada la documental allegada al expediente, observa el Despacho, 

que resulta suficiente para proferir decisión de fondo, además, el 

periodo probatorio ya se encuentra vencido, no obstante y previo a 

proferir la correspondiente providencia que ordenará correr traslado 

para alegar de conclusión, de conformidad con los artículos 173 del Código 

General del Proceso, en armonía con  el artículo 110 ibídem, se pone en 

conocimiento de las partes las pruebas obrantes en el expediente, por el 

término de 3 días, en especial las allegadas por el Ministerio de Trabajo en 

atención al requerimiento realizado. 

 

Así entonces, se les remite el link del expediente, a fin de que puedan tener 

conocimiento de lo allegado, previo a correr traslado para alegar de 

conclusión, y proferir seguidamente la correspondiente sentencia. 

 

Link del expediente:  2019-384 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 
 

 
 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO SUSTANCIACIÓN No. 302 

 

Marzo Treinta  (30) de dos mil veintitrés (2023) 

 

REFERENCIA:  Exp. N. R. 11001-3335-007-2021-00093-00  

DEMANDANTE: IVÁN DARÍO RODRÍGUEZ CORTÉS  

DEMANDADO:  BOGOTÁ D.C. -SECRETARÍA DISTRITAL DE  

INTEGRACIÓN SOCIAL 

 

 

Previo a cerrar el debate probatorio, y correr traslado para alegar de conclusión, el 

Despacho considera necesario, poner en conocimiento de las partes toda la documental 

allegada obrante en el expediente digital, a fin que de que se sirvan realizar el 

pronunciamiento que consideren pertinente, en el término improrrogable de 3 días, de 

conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 173 del Código General del 

Proceso, en concordancia con el artículo 110 ibídem.  

 

Así entonces, se les remite el link del expediente, a fin de que puedan tener conocimiento 

de todo lo allegado, y manifestar lo pertinente, antes de cerrar el debate probatorio.  

 

Link: 11001333500720210009300 

 

De otra parte, de conformidad con los artículos 74 y 75 del C.G.P., se reconoce personería 

adjetiva a la abogada ANGÉLICA MARÍA RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ, identificada con 

cédula de ciudadanía No. 53.098.890 de Bogotá, D.C. y portadora de la Tarjeta 

Profesional No. 188.153 del C.S.J., en los términos y para los efectos del poder a ella 

conferido por el Dr. CARLOS JAVIER MUÑOZ SANCHEZ, en calidad de Jefe de la 

Oficina Jurídica de la Secretaría Distrital de Integración Social. 

 

En los términos del artículo 76 del C.G.P., esa designación, revoca el poder que venía 

ejerciendo la abogada Francy Nataly Velásquez Sastoque, razón por la cual, el Despacho 

no se pronunciará sobre la renuncia al poder por ella presentada.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

 
MMG 

 

https://etbcsj.sharepoint.com/:f:/s/JUZGADOSPTIMOADTIVOBOGOT/EsvOCmee9XhLlHRaOhYGHBUBaBCFZGuljOeivHjb8j18bA?e=reCxSB
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO ORDINARIO Nº 244 

 

Treinta (30) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 110013335007-2021-00175-00 

DEMANDANTE:  MIGUEL ARMANDO LÓPEZ  

DEMANDADO:  HOSPITAL SAN RAFAEL DE CÁQUEZA 

 

 

Consta en el expediente digital del proceso de la referencia, que el 06 de marzo de 
20231 fue proferida sentencia de primera instancia en la que se accedió 
parcialmente a las pretensiones de la demanda. La referida sentencia fue notificada2 
el 08 de marzo de 20233. 
 
La parte demandada formuló el 13 de marzo de 20234, recurso de apelación contra 
la providencia de la referencia y la parte demandante el 22 de marzo de 20235. 
 
Previo a resolver lo pertinente, advierte el Despacho que el 30 de junio de 2022, se 
dictó la Ley 2220 de 2022 “Por medio de la cual se expidió el estatuto de conciliación 
y se dictan otras disposiciones”, y en el artículo 132, se modificó el numeral 2 del 
artículo 247 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 
2021, y se dispuso, a su turno, lo siguiente: 
 

“ARTÍCULO 132. Modifíquese el numeral 2 del artículo 247 de la Ley 1437 de 
2011 modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es el 
siguiente: 
 
ARTÍCULO 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso 
de apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará 
de acuerdo con el siguiente procedimiento: 
 
Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter condenatorio, total o 
parcialmente, y contra este se interponga el recurso de apelación, el juez o 
magistrado ponente citará a audiencia de conciliación que deberá celebrarse 
antes de resolverse sobre la concesión del recurso, cuando las partes de 
común acuerdo la soliciten y propongan fórmula conciliatoria, o a petición del 
agente del ministerio público, cuando el recurrente sea la entidad condenada.  
El agente del Ministerio Público deberá sustentar su petición en uno de los siguientes 
criterios: 1) la existencia de precedentes jurisprudenciales o sentencias de 
unificación que permitan anticipar la confirmación de la sentencia; 2) cuando a partir 
del análisis de las pruebas aportadas al proceso y de las consideraciones contenidas 
en la sentencia condenatoria de primera instancia puede evidenciarse una alta 
probabilidad de condena. 

                                                           
1 Documento 38 del Expediente Digital 
2 Debe tenerse en cuenta el Artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, que dispone sobre la notificación por medios 

electrónicos, lo siguiente: 

“ARTÍCULO  52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 

ARTÍCULO  205. Notificación por medios electrónicos. La notificación electrónica de las providencias se 

someterá a las siguientes reglas: (…) 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes 

al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. (…)”  
3 Documento 39 del E.D. 
4 Documento 40 del E.D. 
5 Documento 41 del E.D. 



 

 
En el evento en que se solicite la celebración de la audiencia de conciliación por 
parte del agente del Ministerio Público, la entidad condenada en primera instancia 
deberá someter nuevamente a consideración del Comité de Conciliación el caso, 
para que este determine la procedencia o improcedencia de presentar fórmula 
conciliatoria. En caso de que no presentarse la fórmula conciliatoria, el apoderado 
de la entidad deberá allegar copia del acta del Comité en la que conste el estudio 
de los argumentos fácticos y normativos que justifican su decisión. 
 
En caso de que el agente del Ministerio Público esté en desacuerdo con la decisión 
adoptada por el Comité de Conciliación pese a las sentencias de unificación 
existentes; así como al precedente judicial y la alta probabilidad de condena, deberá 
dejar constancia de esta circunstancia en la audiencia de conciliación. (…)” 
(Negrillas fuera de texto). 

 

La referida Ley, en el artículo 145 establece que: “Esta ley rige íntegramente la 
materia de conciliación y entra en vigencia seis (6) meses después de su 
promulgación”, se tiene entonces que entró en vigencia el 1 de enero de 2023.  
 
Así entonces, al tratarse de una sentencia condenatoria proferida en primera 
instancia, contra la cual, fueron presentados oportunamente recursos de 
apelación, escritos en los que se evidencia que los recurrentes no solicitan 
audiencia de conciliación, ni proponen fórmula conciliatoria, como tampoco se 
observa petición del Agente del Ministerio Público sobre el particular, debe este 
Despacho, conceder en el efecto suspensivo, ante el H. Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda (Reparto), los recursos impetrados. 
 
No está de más señalar que a la fecha, ni las partes, ni el Agente del Ministerio 
Público, han realizado manifestación alguna, respecto de lo señalado en el inciso 
que antecede.  
 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONCEDER en el efecto suspensivo, y ante el H. Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca – Sección Segunda (Reparto), los recursos de apelación 
interpuestos por las partes demandada y demandante, contra la Sentencia de 
primera instancia de 06 de marzo de 2023, que accedió parcialmente a las 
pretensiones de la demanda. 
 
SEGUNDO: Por la Secretaría del Despacho, remítase el expediente al H. Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca -Sección Segunda (Reparto), a fin de que se surtan 
los recursos de alzada. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

PATZ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 301 

 

Marzo Treinta  (30) de dos mil veintitrés (2023) 

 

REFERENCIA:  Exp. N. R. 11001-33-35-007-2021-00236-00 

DEMANDANTE: LIANA ROCÍO DÍAZ BUITRAGO 

DEMANDADO:  

 
 

NACIÒN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- 

EJÉRCITO NACIONAL 

 

Revisado el expediente, se advierte que en la Audiencia Inicial llevada a cabo el pasado 

2 de marzo, el Despacho no aceptó la renuncia al poder presentada por la abogada   

ADRIANA G. SÁNCHEZ GONZÁLEZ, identificada con cédula de ciudadanía No. 

52.695.813 de Bogotá, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 126.700 del C. S. de la 

J.,  quien se encuentra reconocida en el expediente como apoderada de la entidad 

demandada, debido a que no acreditó el cumplimiento de la exigencia establecida en el 

artículo 76 del C.G.P. 

 

En la misma diligencia, se puso de presente a la profesional del derecho que debía 

justificar su inasistencia a  la audiencia, dentro de los tres días siguientes, tal y como lo 

dispone la norma (Art. 180-3º), so pena de hacerse acreedora a  las sanciones previstas 

en el numeral 4º del artículo 180 del CPACA. 

 

Se constata que el 6 de marzo de 2023, se remitió copia del acta correspondiente a la 

audiencia en comento, al correo electrónico suministrado por la abogada ADRIANA G. 

SÁNCHEZ GONZÁLEZ, es decir, la decisión acogida en esa oportunidad, es de su 

conocimiento.  

 

No obstante lo anterior, antes de pronunciarse sobre el particular, y en aras de ampliar 

las garantías de la profesional, quien como se indició puede llegar a ser objeto de sanción, 

en razón a su inasistencia a la diligencia, hasta ahora injustificada, se requerirá a la 

abogada, para que suministre a esta instancia judicial, la documentación que tenga en su 

poder, y que acredite haber cumplido oportunamente con el requisito señalado en el 

artículo 76 del C.G.P. 

 

Por Secretaría líbrese la comunicación correspondiente.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - 

SECCIÓN SEGUNDA  

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 287 

 

Marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  Exp. EJECUTIVO No. 11001-3335-007-2021-00250-00 

EJECUTANTE: ZENAIDA RUIZ SIERRA 

EJECUTADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

CUADERNO MEDIDAS CAUTELARES 

 

Revisado el expediente, el Despacho observa que por auto de 26 de enero de 2023, 
requirió al BANCO ITAU CORPBANCA, con el fin de que enviara determinada 
información,  sin embarago, cumplido el término, se observa que no ha sido allegada 
respuesta. 

Por lo anterior, se ordena por SECRETARÍA, OFICIAR NUEVAMENTE al BANCO ITAU 
CORPBANCA, a fin de que en el término de cinco (05) días, se sirvan informar si la 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, Nit. 899.999.001-7, tiene dineros depositados en cuentas 
bancarias en dicha entidad, y que puedan ser objeto de embargo, indicándose la clase y 
los números de cuenta, o si por el contrario, dichos recursos son inembargables. 

Se deber advertir, que en caso de incumplimiento quedarán incursos en las 
sanciones establecidas en la Ley, por desatender injustificadamente las órdenes 
judiciales,y PODRAN SER SANCIONADOS POR DESACATO A ORDEN JUDICIAL. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

 

 

 

DCRE 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  
SECCIÓN SEGUNDA 

 
AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO No. 257 

 
Marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023) 
 

REFERENCIA:  Exp. N. R. No. 11001-3335-007-2021-00365-00 
DEMANDANTE: LEONEL MEDINA BAQUERO 
DEMANDADO:  ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES 
 
 
Por reunir los requisitos legales, y al subsanarse dentro del término dispuesto para 
ello, ADMÍTASE la anterior demanda, instaurada en ejercicio del Medio de Control 
de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, por el señor LEONEL MEDINA 
BAQUERO, a través de apoderado judicial. 
 
En consecuencia, se, 
 

RESUELVE 
 
 
PRIMERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al Presidente de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, o sus 
delegados, conforme a lo establecido en el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado  
por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021.  
 
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Agente del Ministerio 
Público Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 
198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 
25 de enero de 2021. 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, de conformidad con el inciso final del artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021.  
 
CUARTO:  Surtidas las notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles siguientes al envío del mensaje, conforme a lo dispuesto en el inciso 
4 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 de 2021, CORRERÁ EL TÉRMINO DE TRASLADO DE 30 DÍAS, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 
 
QUINTO: La entidad demandada,  deberá allegar junto con la contestación de la 
demanda y dentro del término de traslado de la misma, conforme a lo establecido 
en el numeral 4º y el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,   todas las pruebas que tenga 
en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, así como EL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la 
actuación que se demanda, los cuales deberán ser enviados al correo 
electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte 
demandante, atendiendo lo ordenado en el artículo  186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones . 
 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


SEXTO: Atendiendo lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones -, las partes deberán 
suministrar a la autoridad judicial y a todos los sujetos procesales, los canales 
digitales elegidos para los fines del proceso. Además, deberán remitir los 
memoriales, incluida la contestación de la demanda, solicitudes y demás 
requerimientos con destino al expediente, al siguiente correo electrónico, 
dispuesto para tal fin, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual 
forma al correo electrónico aportado por la parte demandante. 
 
SÉPTIMO:  Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se ordenarán 
gastos procesales, por no considerarse necesarios para el trámite procesal. 
 
OCTAVO: Se reconoce personería adjetiva al abogado ÓSCAR RICARDO 
LLORENTE PÉREZ identificado con C.C. No. 80.124.188 y portador de la T.P. No. 
272.651 del C.S.J., de conformidad con el artículo 75 del C.G.P., para actuar como 
apoderado de la parte demandante, conforme el poder visible en el archivo 3 del 
expediente digital.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

 
DCRE 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 
 

AUTO INTERLOCUTORIO ORDINARIO Nº 238 
 
Treinta (30) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 110013335007-2022-00177-00 
DEMANDANTE:  GLADYS BARRERA BAEZ 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO y BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

 

 

Consta en el expediente digital del proceso de la referencia, que el 03 de marzo de 
20231 fue proferida sentencia de primera instancia en la que se negaron las 
pretensiones de la demanda. La referida sentencia fue notificada2 el 07 de marzo 
de 20233. 

La parte demandante formuló el 13 de marzo de 20234, recurso de apelación contra 
la providencia de la referencia. 

CONSIDERACIONES 

El artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo – CPACA, modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 25 de enero 
de 20215, dispone: 

 

“Artículo 62. Modifíquese el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  

 Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera 
instancia y los siguientes autos proferidos en la misma instancia: (…).” 
(Negrillas del despacho). 

Por su parte, en relación con su trámite, el artículo 247 de la normatividad referida 
también modificado por el artículo 67 de la Ley en mención, dispone:  

“Artículo 67. Modifíquese el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  

 

                                                           
1 Documento 20 del Expediente Digital 
2 Debe tenerse en cuenta el Artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, que dispone sobre la notificación por medios 

electrónicos, lo siguiente: 

“ARTÍCULO  52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 

ARTÍCULO  205. Notificación por medios electrónicos. La notificación electrónica de las providencias se 

someterá a las siguientes reglas: (…) 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes 

al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. (…)”  
3 Documento 21 del E.D. 
4 Documento 22 del E.D. 
5 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN 

ANTE LA JURISDICCIÓN” 



 

Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso 
de apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará 
de acuerdo con el siguiente procedimiento:   

 1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que 
profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación.  Este término también aplica para las sentencias dictadas en 
audiencia.   

(…) 

3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el superior, este 
decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los requisitos.   

(…)”  (Resaltado del Despacho). 

 

Según se observa, en el presente caso el recurso de apelación presentado es 
procedente y el mismo fue interpuesto y sustentado dentro del término legal por la 
apoderada de la parte demandante; de conformidad con lo preceptuado en los 
artículos 243 y 247 de la Ley 1437 de 2011, modificados por los artículos 62 y 67 de 
la Ley 2080 de 2021, por lo que se concederá remitiéndose el expediente de la 
referencia al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda 
(reparto), para lo de su competencia.  

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA,  

RESUELVE: 

PRIMERO: CONCEDER en el efecto suspensivo, y ante el H. Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca – Sección Segunda (reparto), el recurso de apelación interpuesto 
por la parte demandante, contra la Sentencia de primera instancia de 03 de marzo de 
2023. 
 
SEGUNDO: REMITIR el proceso al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
Sección Segunda (reparto), para lo de su competencia. 
 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

PATZ 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 
 

AUTO INTERLOCUTORIO ORDINARIO Nº 239 
 
Treinta (30) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 110013335007-2022-00180-00 
DEMANDANTE:  DIANA CAROLINA RÍOS GUZMÁN 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO y BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

 

 

Consta en el expediente digital del proceso de la referencia, que el 03 de marzo de 
20231 fue proferida sentencia de primera instancia en la que se negaron las 
pretensiones de la demanda. La referida sentencia fue notificada2 el 07 de marzo 
de 20233. 

La parte demandante formuló el 13 de marzo de 20234, recurso de apelación contra 
la providencia de la referencia. 

CONSIDERACIONES 

El artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo – CPACA, modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 25 de enero 
de 20215, dispone: 

“Artículo 62. Modifíquese el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  

 Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera 
instancia y los siguientes autos proferidos en la misma instancia: (…).” 
(Negrillas del despacho). 

Por su parte, en relación con su trámite, el artículo 247 de la normatividad referida 
también modificado por el artículo 67 de la Ley en mención, dispone:  

“Artículo 67. Modifíquese el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  

Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso 
de apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará 
de acuerdo con el siguiente procedimiento:   

                                                           
1 Documento 20 del Expediente Digital 
2 Debe tenerse en cuenta el Artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, que dispone sobre la notificación por medios 

electrónicos, lo siguiente: 

“ARTÍCULO  52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 

ARTÍCULO  205. Notificación por medios electrónicos. La notificación electrónica de las providencias se 

someterá a las siguientes reglas: (…) 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes 

al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. (…)”  
3 Documento 21 del E.D. 
4 Documento 22 del E.D. 
5 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN 

ANTE LA JURISDICCIÓN” 



 

 1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que 
profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación.  Este término también aplica para las sentencias dictadas en 
audiencia.   

 (…) 

 3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 

requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el superior, este 
decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los requisitos.   

 (…)”  (Resaltado del Despacho). 

Según se observa, en el presente caso el recurso de apelación presentado es 
procedente y el mismo fue interpuesto y sustentado dentro del término legal por la 
apoderada de la parte demandante; de conformidad con lo preceptuado en los 
artículos 243 y 247 de la Ley 1437 de 2011, modificados por los artículos 62 y 67 de 
la Ley 2080 de 2021, por lo que se concederá remitiéndose el expediente de la 
referencia al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda 
(reparto), para lo de su competencia.  

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA,  

RESUELVE: 

PRIMERO: CONCEDER en el efecto suspensivo, y ante el H. Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca – Sección Segunda (reparto), el recurso de apelación interpuesto 
por la parte demandante, contra la Sentencia de primera instancia de 03 de marzo de 
2023. 
 
SEGUNDO: REMITIR el proceso al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
Sección Segunda (reparto), para lo de su competencia. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

PATZ 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 
 

AUTO INTERLOCUTORIO ORDINARIO Nº 240 
 
Treinta (30) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 110013335007-2022-00181-00 
DEMANDANTE:  YOLANDA SUÁREZ MEDINA 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO y BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

 

 

Consta en el expediente digital del proceso de la referencia, que el 03 de marzo de 
20231 fue proferida sentencia de primera instancia en la que se negaron las 
pretensiones de la demanda. La referida sentencia fue notificada2 el 08 de marzo 
de 20233. 

La parte demandante formuló el 13 de marzo de 20234, recurso de apelación contra 
la providencia de la referencia. 

CONSIDERACIONES 

El artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo – CPACA, modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 25 de enero 
de 20215, dispone: 

 

“Artículo 62. Modifíquese el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  

 Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera 
instancia y los siguientes autos proferidos en la misma instancia: (…).” 
(Negrillas del despacho). 

 

Por su parte, en relación con su trámite, el artículo 247 de la normatividad referida 
también modificado por el artículo 67 de la Ley en mención, dispone:  

 

                                                           
1 Documento 20 del Expediente Digital 
2 Debe tenerse en cuenta el Artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, que dispone sobre la notificación por medios 

electrónicos, lo siguiente: 

“ARTÍCULO  52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 

ARTÍCULO  205. Notificación por medios electrónicos. La notificación electrónica de las providencias se 

someterá a las siguientes reglas: (…) 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes 

al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. (…)”  
3 Documento 21 del E.D. 
4 Documento 22 del E.D. 
5 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN 

ANTE LA JURISDICCIÓN” 



 

“Artículo 67. Modifíquese el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  

Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso 
de apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará 
de acuerdo con el siguiente procedimiento:   

 1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que 
profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación.  Este término también aplica para las sentencias dictadas en 
audiencia.   

(…) 

3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el superior, este 
decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los requisitos.   

(…)”  (Resaltado del Despacho). 

Según se observa, en el presente caso el recurso de apelación presentado es 
procedente y el mismo fue interpuesto y sustentado dentro del término legal por la 
apoderada de la parte demandante; de conformidad con lo preceptuado en los 
artículos 243 y 247 de la Ley 1437 de 2011, modificados por los artículos 62 y 67 de 
la Ley 2080 de 2021, por lo que se concederá remitiéndose el expediente de la 
referencia al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda 
(reparto), para lo de su competencia.  

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

PRIMERO: CONCEDER en el efecto suspensivo, y ante el H. Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca – Sección Segunda (reparto), el recurso de apelación interpuesto 
por la parte demandante, contra la Sentencia de primera instancia de 03 de marzo de 
2023. 
 
SEGUNDO: REMITIR el proceso al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
Sección Segunda (reparto), para lo de su competencia. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

PATZ 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO ORDINARIO Nº 233 

 

Treinta (30) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 110013335007-2022-00182-00 

DEMANDANTE:  IVAN FERNANDO HERNÁNDEZ ORDÓÑEZ  

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO y BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

 

 
Consta en el expediente digital del proceso de la referencia, que el 03 de marzo de 
20231 fue proferida sentencia de primera instancia en la que se negaron las 
pretensiones de la demanda. La referida sentencia fue notificada2 el 08 de marzo 
de 20233. 
 
La parte demandante formuló el 13 de marzo de 20234, recurso de apelación contra 
la providencia de la referencia. 
 

CONSIDERACIONES 
 

El artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo – CPACA, modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 25 de enero 

de 20215, dispone: 

 
“Artículo 62. Modifíquese el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  
  
Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera instancia 
y los siguientes autos proferidos en la misma instancia: (…).” (Negrillas del 
despacho). 

 
Por su parte, en relación con su trámite, el artículo 247 de la normatividad referida 
también modificado por el artículo 67 de la Ley en mención, dispone:  

 
“Artículo 67. Modifíquese el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  

                                                           
1 Documento 20 del Expediente Digital 
2 Debe tenerse en cuenta el Artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, que dispone sobre la notificación por medios 

electrónicos, lo siguiente: 

“ARTÍCULO  52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 

ARTÍCULO  205. Notificación por medios electrónicos. La notificación electrónica de las providencias se 

someterá a las siguientes reglas: (…) 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes 

al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. (…)”  
3 Documento 21 del E.D. 
4 Documento 22 del E.D. 
5 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN 

ANTE LA JURISDICCIÓN” 



 

 
Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso 
de apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará 
de acuerdo con el siguiente procedimiento:   
  
1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que 
profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación.  Este término también aplica para las sentencias dictadas en 
audiencia.   
  
(…) 

  
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el superior, este 
decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los requisitos.   
  
(…)”  (Resaltado del Despacho). 

 
Según se observa, en el presente caso el recurso de apelación presentado es 

procedente y el mismo fue interpuesto y sustentado dentro del término legal por la 

apoderada de la parte demandante; de conformidad con lo preceptuado en los 

artículos 243 y 247 de la Ley 1437 de 2011, modificados por los artículos 62 y 67 de 

la Ley 2080 de 2021, por lo que se concederá remitiéndose el expediente de la 

referencia al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda 

(reparto), para lo de su competencia.  

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONCEDER en el efecto suspensivo, y ante el H. Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca – Sección Segunda (reparto), el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante, contra la Sentencia de primera instancia de 03 de marzo de 

2023. 

 

SEGUNDO: REMITIR el proceso al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

Sección Segunda (reparto), para lo de su competencia. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

PATZ 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO ORDINARIO Nº 235 

 

Treinta (30) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 110013335007-2022-00184-00 

DEMANDANTE:  MERCEDES ESPINOSA BAEZ  

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO y BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

 

 
Consta en el expediente digital del proceso de la referencia, que el 03 de marzo de 
20231 fue proferida sentencia de primera instancia en la que se negaron las 
pretensiones de la demanda. La referida sentencia fue notificada2 el 08 de marzo 
de 20233. 
 
La parte demandante formuló el 13 de marzo de 20234, recurso de apelación contra 
la providencia de la referencia. 
 

CONSIDERACIONES 
 

El artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo – CPACA, modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 25 de enero 

de 20215, dispone: 

 
“Artículo 62. Modifíquese el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  
  
Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera instancia 
y los siguientes autos proferidos en la misma instancia: (…).” (Negrillas del 
despacho). 

 
Por su parte, en relación con su trámite, el artículo 247 de la normatividad referida 
también modificado por el artículo 67 de la Ley en mención, dispone:  

 
“Artículo 67. Modifíquese el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  

                                                           
1 Documento 20 del Expediente Digital 
2 Debe tenerse en cuenta el Artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, que dispone sobre la notificación por medios 

electrónicos, lo siguiente: 

“ARTÍCULO  52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 

ARTÍCULO  205. Notificación por medios electrónicos. La notificación electrónica de las providencias se 

someterá a las siguientes reglas: (…) 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes 

al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. (…)”  
3 Documento 21 del E.D. 
4 Documento 22 del E.D. 
5 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN 

ANTE LA JURISDICCIÓN” 



 

 
Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso 
de apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará 
de acuerdo con el siguiente procedimiento:   
  
1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que 
profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación.  Este término también aplica para las sentencias dictadas en 
audiencia.   
  
(…) 

  
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el superior, este 
decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los requisitos.   
  
(…)”  (Resaltado del Despacho). 

 
Según se observa, en el presente caso el recurso de apelación presentado es 

procedente y el mismo fue interpuesto y sustentado dentro del término legal por la 

apoderada de la parte demandante; de conformidad con lo preceptuado en los 

artículos 243 y 247 de la Ley 1437 de 2011, modificados por los artículos 62 y 67 de 

la Ley 2080 de 2021, por lo que se concederá remitiéndose el expediente de la 

referencia al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda 

(reparto), para lo de su competencia.  

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONCEDER en el efecto suspensivo, y ante el H. Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca – Sección Segunda (reparto), el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante, contra la Sentencia de primera instancia de 03 de marzo de 

2023. 

 

SEGUNDO: REMITIR el proceso al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

Sección Segunda (reparto), para lo de su competencia. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

PATZ 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO ORDINARIO Nº 236 

 

Treinta (30) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 110013335007-2022-00185-00 

DEMANDANTE:  WENDY JOHANA MORENO MORENO 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO y BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

 

 
Consta en el expediente digital del proceso de la referencia, que el 03 de marzo de 
20231 fue proferida sentencia de primera instancia en la que se negaron las 
pretensiones de la demanda. La referida sentencia fue notificada2 el 08 de marzo 
de 20233. 
 
La parte demandante formuló el 13 de marzo de 20234, recurso de apelación contra 
la providencia de la referencia. 
 

CONSIDERACIONES 
 

El artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo – CPACA, modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 25 de enero 

de 20215, dispone: 

 
“Artículo 62. Modifíquese el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  
  
Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera instancia 
y los siguientes autos proferidos en la misma instancia: (…).” (Negrillas del 
despacho). 

 
Por su parte, en relación con su trámite, el artículo 247 de la normatividad referida 
también modificado por el artículo 67 de la Ley en mención, dispone:  

 
“Artículo 67. Modifíquese el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  

                                                           
1 Documento 20 del Expediente Digital 
2 Debe tenerse en cuenta el Artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, que dispone sobre la notificación por medios 

electrónicos, lo siguiente: 

“ARTÍCULO  52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 

ARTÍCULO  205. Notificación por medios electrónicos. La notificación electrónica de las providencias se 

someterá a las siguientes reglas: (…) 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes 

al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. (…)”  
3 Documento 21 del E.D. 
4 Documento 22 del E.D. 
5 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN 

ANTE LA JURISDICCIÓN” 



 

 
Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso 
de apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará 
de acuerdo con el siguiente procedimiento:   
  
1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que 
profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación.  Este término también aplica para las sentencias dictadas en 
audiencia.   
  
(…) 

  
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el superior, este 
decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los requisitos.   
  
(…)”  (Resaltado del Despacho). 

 
Según se observa, en el presente caso el recurso de apelación presentado es 

procedente y el mismo fue interpuesto y sustentado dentro del término legal por la 

apoderada de la parte demandante; de conformidad con lo preceptuado en los 

artículos 243 y 247 de la Ley 1437 de 2011, modificados por los artículos 62 y 67 de 

la Ley 2080 de 2021, por lo que se concederá remitiéndose el expediente de la 

referencia al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda 

(reparto), para lo de su competencia.  

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONCEDER en el efecto suspensivo, y ante el H. Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca – Sección Segunda (reparto), el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante, contra la Sentencia de primera instancia de 03 de marzo de 

2023. 

 

SEGUNDO: REMITIR el proceso al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

Sección Segunda (reparto), para lo de su competencia. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

PATZ 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

JUZGADO 
7 

ADMINISTRATIVO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE BOGOTÁ 

POR ANOTACIÓN EN ESTADO ELECTRÓNICO NO. 017 
DE FECHA: 31 DE MARZO DE 2023 
SE NOTIFICA A LAS PARTES, LA PROVIDENCIA ANTERIOR 

LA SECRETARIA   



Firmado Por:

Guerti  Martinez Olaya

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 007 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: fc35cb495b4435ba9640e7562ceb6b541839946d13ab2140ea9ca15e7d426fbf

Documento generado en 30/03/2023 07:53:47 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO ORDINARIO Nº 237 

 

Treinta (30) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 110013335007-2022-00187-00 

DEMANDANTE:  ELVER ARNULFO MARIN OVALLE 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO y BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

 

 
Consta en el expediente digital del proceso de la referencia, que el 03 de marzo de 
20231 fue proferida sentencia de primera instancia en la que se negaron las 
pretensiones de la demanda. La referida sentencia fue notificada2 el 08 de marzo 
de 20233. 
 
La parte demandante formuló el 13 de marzo de 20234, recurso de apelación contra 
la providencia de la referencia. 
 

CONSIDERACIONES 
 

El artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo – CPACA, modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 25 de enero 

de 20215, dispone: 

 
“Artículo 62. Modifíquese el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  
  
Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera instancia 
y los siguientes autos proferidos en la misma instancia: (…).” (Negrillas del 
despacho). 

 
Por su parte, en relación con su trámite, el artículo 247 de la normatividad referida 
también modificado por el artículo 67 de la Ley en mención, dispone:  

 
“Artículo 67. Modifíquese el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  

                                                           
1 Documento 21 del Expediente Digital 
2 Debe tenerse en cuenta el Artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, que dispone sobre la notificación por medios 

electrónicos, lo siguiente: 

“ARTÍCULO  52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 

ARTÍCULO  205. Notificación por medios electrónicos. La notificación electrónica de las providencias se 

someterá a las siguientes reglas: (…) 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes 

al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. (…)”  
3 Documento 22 del E.D. 
4 Documento 25 del E.D. 
5 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN 

ANTE LA JURISDICCIÓN” 



 

 
Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso 
de apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará 
de acuerdo con el siguiente procedimiento:   
  
1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que 
profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación.  Este término también aplica para las sentencias dictadas en 
audiencia.   
  
(…) 

  
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el superior, este 
decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los requisitos.   
  
(…)”  (Resaltado del Despacho). 

 
Según se observa, en el presente caso el recurso de apelación presentado es 

procedente y el mismo fue interpuesto y sustentado dentro del término legal por la 

apoderada de la parte demandante; de conformidad con lo preceptuado en los 

artículos 243 y 247 de la Ley 1437 de 2011, modificados por los artículos 62 y 67 de 

la Ley 2080 de 2021, por lo que se concederá remitiéndose el expediente de la 

referencia al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda 

(reparto), para lo de su competencia.  

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONCEDER en el efecto suspensivo, y ante el H. Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca – Sección Segunda (reparto), el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante, contra la Sentencia de primera instancia de 03 de marzo de 

2023. 

 

SEGUNDO: REMITIR el proceso al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

Sección Segunda (reparto), para lo de su competencia. 

TERCERO: De conformidad con el escrito radicado el 7 de marzo de 2023 (archivo 

23 del expediente digital), se ACEPTA LA RENUNCIA AL PODER, allegada por el 

Doctor Juan Camilo Jiménez Triana y la Doctora Viviana Carolina Rodríguez Prieto, 

quiénes fungieron como apoderados judiciales principal y sustituto (en su orden) de 

la entidad demandada Distrito Capital – Secretaría de Educación,  y a quienes se 

les había reconocido personería en auto de 9 de febrero de 2023, por cumplir con 

los presupuestos del artículo 76 del C.G.P. . 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
PATZ 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO ORDINARIO Nº 240 

 

Treinta (30) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 110013335007-2022-00190-00 

DEMANDANTE:  BLANCA MARINA CRUZ MORENO 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO y BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

 

Consta en el expediente digital del proceso de la referencia, que el 03 de marzo de 

20231 fue proferida sentencia de primera instancia en la que se negaron las 

pretensiones de la demanda. La referida sentencia fue notificada2 el 08 de marzo 

de 20233. 

La parte demandante formuló el 13 de marzo de 20234, recurso de apelación contra 

la providencia de la referencia. 

CONSIDERACIONES 

El artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo – CPACA, modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 25 de enero 

de 20215, dispone: 

“Artículo 62. Modifíquese el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, el cual 

quedará así:  

 Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera 

instancia y los siguientes autos proferidos en la misma instancia: (…).” 

(Negrillas del despacho). 

Por su parte, en relación con su trámite, el artículo 247 de la normatividad referida 

también modificado por el artículo 67 de la Ley en mención, dispone:  

“Artículo 67. Modifíquese el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, el cual 

quedará así:  

                                                           
1 Documento 21 del Expediente Digital 
2 Debe tenerse en cuenta el Artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, que dispone sobre la notificación por medios 

electrónicos, lo siguiente: 

“ARTÍCULO  52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 

ARTÍCULO  205. Notificación por medios electrónicos. La notificación electrónica de las providencias se 

someterá a las siguientes reglas: (…) 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes 

al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. (…)”  
3 Documento 24 del E.D. 
4 Documento 25 del E.D. 
5 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN 

ANTE LA JURISDICCIÓN” 



 

Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso 

de apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará 

de acuerdo con el siguiente procedimiento:   

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que 

profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 

notificación.  Este término también aplica para las sentencias dictadas en 

audiencia.   

(…) 

3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 

requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 

remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el superior, este 

decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los requisitos.  (…)”  

(Resaltado del Despacho). 

Según se observa, en el presente caso el recurso de apelación presentado es 

procedente y el mismo fue interpuesto y sustentado dentro del término legal por la 

apoderada de la parte demandante; de conformidad con lo preceptuado en los 

artículos 243 y 247 de la Ley 1437 de 2011, modificados por los artículos 62 y 67 de 

la Ley 2080 de 2021, por lo que se concederá remitiéndose el expediente de la 

referencia al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda 

(reparto), para lo de su competencia.  

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

PRIMERO: CONCEDER en el efecto suspensivo, y ante el H. Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca – Sección Segunda (reparto), el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante, contra la Sentencia de primera instancia de 03 de marzo de 

2023. 
 

SEGUNDO: REMITIR el proceso al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

Sección Segunda (reparto), para lo de su competencia. 

TERCERO: De conformidad con el escrito radicado el 7 de marzo de 2023 (archivo 

22 del expediente digital), se ACEPTA LA RENUNCIA AL PODER, allegada por el 

Doctor Juan Camilo Jiménez Triana y la Doctora Viviana Carolina Rodríguez Prieto, 

quiénes fungieron como apoderados judiciales principal y sustituto (en su orden) de 

la entidad demandada Distrito Capital – Secretaría de Educación, y a quienes se 

les había reconocido personería en auto de 9 de febrero de 2023, por cumplir con 

los presupuestos del artículo 76 del C.G.P. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

PATZ 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO ORDINARIO Nº 241 

 

Treinta (30) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 110013335007-2022-00191-00 

DEMANDANTE:  LUZ MERY SEGURA ALFARO 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO y BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

 

 

Consta en el expediente digital del proceso de la referencia, que el 03 de marzo de 

20231 fue proferida sentencia de primera instancia en la que se negaron las 

pretensiones de la demanda. La referida sentencia fue notificada2 el 08 de marzo 

de 20233. 

La parte demandante formuló el 21 de marzo de 20234, recurso de apelación contra 

la providencia de la referencia. 

CONSIDERACIONES 

El artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo – CPACA, modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 25 de enero 

de 20215, dispone: 

“Artículo 62. Modifíquese el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, el cual 

quedará así:  

Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera instancia 

y los siguientes autos proferidos en la misma instancia: (…).” (Negrillas del 

despacho). 

 

                                                           
1 Documento 21 del Expediente Digital 
2 Debe tenerse en cuenta el Artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, que dispone sobre la notificación por medios 

electrónicos, lo siguiente: 

“ARTÍCULO  52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 

ARTÍCULO  205. Notificación por medios electrónicos. La notificación electrónica de las providencias se 

someterá a las siguientes reglas: (…) 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes 

al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. (…)”  
3 Documento 24 del E.D. 
4 Documento 25 del E.D. 
5 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN 

ANTE LA JURISDICCIÓN” 



 

Por su parte, en relación con su trámite, el artículo 247 de la normatividad referida 

también modificado por el artículo 67 de la Ley en mención, dispone:  

“Artículo 67. Modifíquese el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, el cual 

quedará así:  

Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso 

de apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará 

de acuerdo con el siguiente procedimiento:   

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que 

profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 

notificación.  Este término también aplica para las sentencias dictadas en 

audiencia.  (…) 

3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 

requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 

remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el superior, este 

decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los requisitos.  (…)”  

(Resaltado del Despacho). 

Según se observa, en el presente caso el recurso de apelación presentado es 

procedente y el mismo fue interpuesto y sustentado dentro del término legal por la 

apoderada de la parte demandante; de conformidad con lo preceptuado en los 

artículos 243 y 247 de la Ley 1437 de 2011, modificados por los artículos 62 y 67 de 

la Ley 2080 de 2021, por lo que se concederá remitiéndose el expediente de la 

referencia al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda 

(reparto), para lo de su competencia.  

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA,  

RESUELVE: 

PRIMERO: CONCEDER en el efecto suspensivo, y ante el H. Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca – Sección Segunda (reparto), el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante, contra la Sentencia de primera instancia de 03 de marzo de 

2023. 

 

SEGUNDO: REMITIR el proceso al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

Sección Segunda (reparto), para lo de su competencia. 

TERCERO: De conformidad con el escrito radicado el 7 de marzo de 2023 (archivo 

22 del expediente digital), se ACEPTA LA RENUNCIA AL PODER, allegada por el 

Doctor Juan Camilo Jiménez Triana y la Doctora Viviana Carolina Rodríguez Prieto, 

quiénes fungieron como apoderados judiciales principal y sustituto (en su orden) de 

la entidad demandada Distrito Capital – Secretaría de Educación y a quienes se 

les había reconocido personería en auto de 9 de febrero de 2023, por cumplir con 

los presupuestos del artículo 76 del C.G.P. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

PATZ 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SECCIÓN SEGUNDA 
 

AUTO INTERLOCUTORIO ORDINARIO Nº 242 
 
Treinta (30) de marzo de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  Exp.  N.R. No. 110013335007-2022-00195-00 
DEMANDANTE:  OMAIRA SOTO ZÚÑIGA 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO y BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

 

 

Consta en el expediente digital del proceso de la referencia, que el 03 de marzo de 
20231 fue proferida sentencia de primera instancia en la que se negaron las 
pretensiones de la demanda. La referida sentencia fue notificada2 el 08 de marzo 
de 20233. 

La parte demandante formuló el 21 de marzo de 20234, recurso de apelación contra 
la providencia de la referencia. 

CONSIDERACIONES 

El artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo – CPACA, modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 25 de enero 
de 20215, dispone: 

“Artículo 62. Modifíquese el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  

 Artículo 243. Apelación. Son apelables las sentencias de primera 
instancia y los siguientes autos proferidos en la misma instancia: (…).” 
(Negrillas del despacho). 

Por su parte, en relación con su trámite, el artículo 247 de la normatividad referida 
también modificado por el artículo 67 de la Ley en mención, dispone:  

“Artículo 67. Modifíquese el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
quedará así:  

Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso 
de apelación contra las sentencias proferidas en primera instancia se tramitará 
de acuerdo con el siguiente procedimiento:   

                                                           
1 Documento 21 del Expediente Digital 
2 Debe tenerse en cuenta el Artículo 52 de la Ley 2080 de 2021, que dispone sobre la notificación por medios 

electrónicos, lo siguiente: 

“ARTÍCULO  52. Modifíquese el artículo 205 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: 

ARTÍCULO  205. Notificación por medios electrónicos. La notificación electrónica de las providencias se 

someterá a las siguientes reglas: (…) 

2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes 

al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. (…)”  
3 Documento 24 del E.D. 
4 Documento 25 del E.D. 
5 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011- Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES EN MATERIA DE DESCONGESTIÓN EN LOS PROCESOS QUE SE TRAMITAN 

ANTE LA JURISDICCIÓN” 



 

 1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que 
profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación.  Este término también aplica para las sentencias dictadas en 
audiencia.  (…) 

3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el superior, este 
decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los requisitos.  (…)”  
(Resaltado del Despacho). 

 

Según se observa, en el presente caso el recurso de apelación presentado es 
procedente y el mismo fue interpuesto y sustentado dentro del término legal por la 
apoderada de la parte demandante; de conformidad con lo preceptuado en los 
artículos 243 y 247 de la Ley 1437 de 2011, modificados por los artículos 62 y 67 de 
la Ley 2080 de 2021, por lo que se concederá remitiéndose el expediente de la 
referencia al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda 
(reparto), para lo de su competencia.  

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

PRIMERO: CONCEDER en el efecto suspensivo, y ante el H. Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca – Sección Segunda (reparto), el recurso de apelación interpuesto 
por la parte demandante, contra la Sentencia de primera instancia de 03 de marzo de 
2023. 
 
SEGUNDO: REMITIR el proceso al H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
Sección Segunda (reparto), para lo de su competencia. 

TERCERO: De conformidad con el escrito radicado el 7 de marzo de 2023 (archivo 
22 del expediente digital), se ACEPTA LA RENUNCIA AL PODER, allegada por el 
Doctor Juan Camilo Jiménez Triana y la Doctora Viviana Carolina Rodríguez Prieto, 
quiénes fungieron como apoderados judiciales principal y sustituto (en su orden) de 
la entidad demandada Distrito Capital – Secretaría de Educación y a quienes se 
les había reconocido personería en auto de 9 de febrero de 2023, por cumplir con 
los presupuestos del artículo 76 del C.G.P. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

PATZ 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 250 

 

Marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  EXP. N. R. 11001-33-35-007-2022-00223-00 

DEMANDANTE: MARTHA MILENA MORALES RODRÍGUEZ 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO - –DISTRITO    CAPITAL –SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTA 

 
El parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  faculta al Juez de lo Contencioso Administrativo, para decidir las 
excepciones previas, según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso.  
 
La norma en cita, además dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 
extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 
previstos en el numeral 3º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011. 
 
A su vez, el numeral 1º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, adicionado por la ley 
2080 de 2021, exige que cuando se verifique el cumplimiento de los requisitos necesarios 
para dictar sentencia anticipada, mediante auto motivado se resolverán las excepciones 
previas, fijará el litigio u objeto de la controversia y habrá un pronunciamiento sobre las 
pruebas, cuando a ello hubiere lugar, para finalmente descorrer traslado para alegar de 
conclusión. 

 
ANTECEDENTES 

 
Integrada la litis, se observa que La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, 
contestó oportunamente la demanda, como consta en el archivo digital 
“12.ContestacionDemandaMineducacion.pdf” y propuso las excepciones de , “FALTA DE 
LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA”,  “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN Y 
COBRO DE LO NO DEBIDO”,  PRESCRIPCIÓN, “CADUCIDAD”, “PROCEDENCIA DE 
LA CONDENA EN COSTAS EN CONTRA DEL DEMANDANTE”, y  “GENÉRICA”.. 
 
Por su parte, BOGOTÁ D.C.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, contestó 
oportunamente la demanda, como consta en el archivo digital 
“13.ContestacionDemandaSecretariaDeEducacion.pdf” y propuso las excepciones que 
denominó, “NO COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES 
NECESARIOS”,”FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA”, 
INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, Y “GENÉRICA O INNOMINADA”.  
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Conforme al parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 
38 de la Ley 2080 de 2021, el 1 de marzo de 2023 
(“14.ConstanciaTrasladoExcepciones.pdf”), se corrió traslado por Secretaría, a la parte 
actora de dichas excepciones.  
 
Ahora bien, es del caso señalar, que con ocasión de los cambios introducidos por la Ley 
2080 de 2021, al CPACA, particularmente en materia de excepciones, el H. Consejo de 
Estado1, manifestó lo siguiente:  
 

“(…) En primer lugar, es necesario precisar que las excepciones previas se caracterizan 
por su propósito de controvertir el procedimiento, es decir, atacan aquellos elementos que 
constituyen aspectos de forma respecto del trámite procesal, los cuales en el evento de ser 
subsanados en el término de traslado, tal como lo regula en numeral 1.° del artículo 101 
del CGP, permitirán consecuentemente y en la etapa procesal procedente, proferir una 
decisión de fondo (…) 
 
Por su parte, las excepciones perentorias tienen relación directa con las pretensiones 
de la demanda, comoquiera que constituyen herramientas de defensa que atacan 
específicamente la solicitud judicial que propone la parte demandante de la litis y, en esa 
medida controvierten de fondo la reclamación perseguida en el medio de control. Estas 
se clasifican en nominadas e innominadas, las primeras tienen la capacidad de 
poner fin al proceso, aunque no ataquen el derecho propiamente dicho y 
corresponden a cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, según el parágrafo 2.° del artículo 175 del 
CPACA. (…) 
 
Pues bien, antes de la vigencia de la Ley 2080 de 2021, la Ley 1437 consagraba en el 
numeral 6.º del artículo 180 que vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el juez o magistrado ponente convocaría a una audiencia que 
se sujetaría, entre otras reglas, a la decisión de excepciones previas y mixtas. Señalaba 
textualmente: «El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición de parte, resolverá 
sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, 
falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva» 
 
No obstante, tal posibilidad, esto es, la de pronunciarse sobre las excepciones 
previas y las antes llamadas mixtas, presentó una modificación con la Ley 2080 
de la siguiente manera: «[…] Vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una audiencia que 
se sujetará a las siguientes reglas: […] 6. Decisión de excepciones previas 
pendientes de resolver. El juez o magistrado ponente practicará las pruebas 
decretadas en el auto de citación a audiencia y decidirá las excepciones previas 
pendientes de resolver […]». (…) 
 
Así las cosas, se tiene que el parágrafo 2.º del artículo 175 del CPACA, por indicación 
expresa, determinó que los únicos medios exceptivos que se resuelven antes y 
durante el desarrollo de la audiencia inicial son las excepciones previas, al señalar 
que se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso. (…) 
 
En ese orden de ideas, la resolución de defensa materializada en las excepciones 
perentorias nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes de la 
audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino que solo se declararán 
fundadas por medio de sentencia anticipada, acorde con los lineamientos 
precisados en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA o, de lo contrario, 
esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o demostradas, el juzgador 
tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria que defina de fondo las 
pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187 del CPACA. (…)” (Negrillas 
y subrayas fuera de texto). 

 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A CONSEJERO PONENTE: 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ Bogotá D.C., dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) - Referencia: NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Radicación: 05001-23-33-000-2019-02462-01 (2648-2021) Demandante: MÉLIDA MARINA VILLA 
RENDÓN Demandado: MUNICIPIO DE MEDELLÍN Y OTROS. Tema: Improcedencia de la resolución de la excepción de caducidad en la 
audiencia inicial. Ley 2080 de 2021. 
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En efecto, el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  señala: 
 

«Artículo 175. Contestación de la demanda. […] Parágrafo 2o. De las excepciones 
presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 201A por el término de 
tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las 
excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación 
con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. Las excepciones previas se 
formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General 
del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo 
del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto 
que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las 
excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión. Antes de la 
audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las excepciones previas, se declarará 
la terminación del proceso cuando se advierta el incumplimiento de requisitos de 
procedibilidad. 
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.» (Negrillas fuera de texto). 

 
Así entonces,  teniendo en cuenta el marco normativo y jurisprudencial expuesto, procede 
el Despacho a pronunciarse sobre los medios exceptivos formulados por las 
demandadas.  
 
1.- NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
 
1.1.- Formuló la excepción de “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR 
PASIVA”,  la cual no tiene el carácter de previa, al no encontrarse enlistada en el artículo 
100 del C.G.P., sino que es considerara una excepción perentoria nominada, por tener 
relación directa con las pretensiones de la demanda, porque de alguna manera 
controvierte de fondo la reclamación perseguida en el medio de control.  
 
Recuérdese, que la legitimidad o titularidad para accionar o ser accionado en un proceso, 
es presupuesto o requisito indispensable para la prosperidad de las pretensiones, y como 
tal, su ausencia no impide decidir de fondo el asunto, porque la decisión, precisamente 
será absolutoria si quien carece de interés para actuar es la parte demandada.  
 
Para tener legitimación en la causa, es suficiente con ser vinculado a un juicio, por lo 
tanto, para establecer si entre las partes existe una relación jurídica sustancial, que 
legitime para accionar o ser accionado, debe estudiarse de fondo el restablecimiento del 
derecho pretendido y determinar la configuración de la acción instaurada. 
 
En consideración de lo anterior, sobre la excepción de Falta de Legitimación en la causa 
por Pasiva, no se pronunciará el Despacho en esta oportunidad, sino en la sentencia que 
ponga fin a la discusión planteada, por lo que teniendo en cuenta que la demanda se 
instauró en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, se continuará el 
proceso con la referida entidad, para  definir  finalmente en la sentencia, si le corresponde 
o no responder por el derecho que se reclama, circunstancia que obliga a mantener su 
vinculación procesal, toda vez que, no existen los elementos de juicio necesarios para 
declarar probada  dicha excepción, y terminar el proceso por sentencia anticipada.  
 
1.2.- Frente a la excepción de CADUCIDAD, señaló el apoderado de la parte demandada, 
Nación-Ministerio de Educación -FOMAG, que la demanda de nulidad y restablecimiento 
del derecho, debió interponerse dentro de los 4 meses siguientes a la notificación del acto 
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expreso que debió demandarse, y que negó el reconocimiento de la sanción pretendida 
por la parte actora. 
 
Al respecto, recuerda el Despacho, que conforme a la jurisprudencia expuesta, la 
excepción de caducidad, es catalogada como excepción perentoria nominada, que se 
declara fundada a través de sentencia anticipada en los términos previstos en el numeral 
tercero del artículo 182A, no obstante lo anterior, el Despacho avizora que en este 
momento procesal no existe fundamento para declarar vocación de prosperidad de la 
referida excepción, toda vez que la parte demandante pretende la declaración de nulidad 
de un acto ficto o presunto por silencio administrativo negativo, por lo que su estudio se 
realizará en la sentencia que defina de fondo las pretensiones de la demanda.  
 
1.3.-  Las demás excepciones que denominó, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN Y 
COBRO DE LO NO DEBIDO”, “ PRESCRIPCIÓN”, “PROCEDENCIA DE LA 
CONDENA EN COSTAS EN CONTRA DEL DEMANDANTE” y “GENÉRICA”, son de 
mérito, y en consecuencia, de conformidad con la sustentación de las mismas, éstas 
tienen relación directa con el fondo del asunto planteado y hacen parte de los argumentos 
de defensa de la entidad demandada, por lo tanto, no impiden que la controversia se 
resuelva de fondo, razón por la cual al decidir el mérito del proceso, quedarán de paso 
decididas. 
 
2.- BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL 
 
2.1.- Sobre la FALTA DE LEGITIMACIÓN  EN  LA  CAUSA  POR  PASIVA”, así como 
se indicó líneas atrás, para resolver la propuesta por la NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO,  frente a ella no se pronunciará el Despacho en esta oportunidad, sino en 
la sentencia que ponga fin a la discusión planteada, teniendo en cuenta que no tiene el 
carácter de previa, porque no se encuentra enlistada en el artículo 100 del C.G.P., y  es 
considerara una excepción perentoria nominada. 
 
Nótese, que los argumentos presentados por la demandada no se refieren a la 
legitimación en la causa de hecho o procesal, esta es la capacidad para intervenir en el 
proceso y ejercer los derechos de defensa y de contradicción, sino a la legitimación 
material en la causa, esto es sobre la relación jurídica sustancial y la determinación de la 
obligación legal de responder por las pretensiones de la demandada, y por lo tanto al 
fondo del asunto, lo que se resolverá en la sentencia, agotadas las etapas previas del 
proceso, ya que  en este momento no existen los elementos de juicio necesarios para 
declarar probada  dicha excepción y terminar el proceso por sentencia anticipada. 
 
2.2.- La entidad encartada también propuso la excepción de, “NO COMPRENDER LA 
DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, por considerar que la 
demanda se debió dirigir contra la Fiduciaria La Previsora S.A., en su calidad de 
administradora de los recursos del Fondo, toda vez que, en virtud del Decreto 2831 de 
2005, por autorización de la Ley 91 de 1989, es quien debe pagar las prestaciones 
sociales reconocidas a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, atendiendo al contrato de fiducia celebrado entre dicha entidad fiduciaria 
y el Ministerio de Educación. 
 
Cita además el comunicado No 008 de fecha 11-02-2020, expedido por Fiduprevisora 
S.A, según el cual,  se precisa que a la luz del acuerdo No 39 de 1998, las Secretarías 
de Educación de la mano del área nominadora, deben liquidar los reportes de las 
cesantías e ingresar la información necesaria para llevar a cabo el proceso 
correspondiente a través de aplicativo Humano, para luego, generar el reporte respectivo, 
el cual debe ser remitido directamente a Fiduprevisora S.A, en las fechas previamente 
establecidas, con el fin de incluir a los docentes en nómina oportunamente.  
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En aras de resolver la excepción formulada, es menester traer a colación lo señalado en 
la Ley 91 de 1989 (modificada parcialmente por la ley 812 de 2003), mediante la cual, se 
creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta 
especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 
personería jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 
economía mixta (art. 3)2. Dicho estatuto, en su artículo 5, señaló como uno de los 
objetivos del FOMAG, expresamente: “1.- Efectuar el pago de las prestaciones 
sociales del personal afiliado”; y a su vez, en su artículo 9, dispuso: “Las 
prestaciones sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del 
Magisterio, serán reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional, función que delegará de tal manera que realice en las entidades territoriales 
“(…)”. 
 
También es necesario señalar que el artículo 56 de la ley 962 de 20053, asignó a las 
secretarías de educación de las entidades territoriales la competencia para expedir los 
actos administrativos a través de los cuales se reconozcan las prestaciones a los 
docentes vinculados a sus plantas de personal; y que en virtud del artículo 9º de la ley 29 
de 19894, en esas entidades se depositó la facultad nominadora. 
 
Por otra parte, el Decreto 2831 de 2005, estableció el procedimiento para reconocer las 
prestaciones económicas a cargo del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, cuyas normas fueron recopiladas por el Decreto 1075 de 
2015, especialmente en los artículos 2.4.4.2.3.2.1, 2.4.4.2.3.2.2, 2.4.4.2.3.2.3 y 
2.4.4.2.3.2.4. 
 
Ahora bien, en virtud de lo señalado en el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, la Nación, 
Ministerio de Educación y la Fiduciaria la Previsora Ltda, mediante escritura pública No. 
0083 de 21 de junio de 1990, suscribieron contrato  de fiducia mercantil con el objeto de: 
“constituir una fiducia mercantil sobre los recursos que integran el Fondo Nacional del 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de que la Fiduciaria los administre, 
invierta y destine al cumplimento de los objetivos previstos para el fondo, conforme a las 
instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo.” 
 
Lo anterior, para efectos de concluir que, la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional tiene a su cargo el reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes, 
las que son pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Para 
tales efectos, las Secretarías de Educación de los entes territoriales en las que el docente 
prestó sus servicios, tienen a su cargo la elaboración y suscripción de la resolución de 

                                                 
2  “Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o 

de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el 

correspondiente contrado (sic) de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de 

la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una 

suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional”. 

 
3 “ARTÍCULO 56. RACIONALIZACION DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el 

cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre 

vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de 

Educación de la entidad territorial “(…)”. 

 
4 “Artículo 9º.- El artículo 54 quedará así: Se asigna al Alcalde Mayor del Distrito Especial de Bogotá, y a los alcaldes 

municipales, las funciones de nombrar, trasladar, remover, controlar y, en general administrar el personal docente y 

administrativo de los establecimientos educativos nacionales o nacionalizados, plazas oficiales de colegios cooperativos, 

privados, jornadas adicionales, teniendo en cuenta las normas del Estatuto Docente y la Carrera Administrativa vigentes y que 

expidan en adelante el Congreso y el Gobierno Nacional, ajustándose a los cargos vacantes de las plantas de personal que 

apruebe el Gobierno Nacional y las disponibilidades presupuestales correspondientes. 
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reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, previa aprobación de la sociedad 
fiduciaria que administra el patrimonio del FONPREMAG5. 
 
No obstante lo anterior, es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a 
quien le corresponde finalmente definir el reconocimiento y pago de los derechos 
prestacionales de los docentes afiliados, de acuerdo con el procedimiento que para tal 
efecto ha dispuesto el legislador y las normas reglamentarias, con posterioridad a la 
expedición de la Ley 91 de 1989. De lo anterior, se colige, que la entidad responsable de 
la financiación del emolumento objeto de controversia es la Nación – Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio a través 
de Fiduciaria La Previsora S.A. , sin perjuicio de lo señalado en el parágrafo 1º del artículo 
57 de la Ley 1955 de 2019, que en materia de la sanción moratoria, expresamente 
determinó la responsabilidad de las entidades territoriales, cuando el pago extemporáneo 
se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías a su cargo6. 
 
Bajo este supuesto, en ningún caso la Fiduciaria la Previsora S.A., en su condición de 
administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, está llamada a responder por el reconocimiento de una prestación pensional 
en cabeza de un docente oficial, dado que su naturaleza es la de una sociedad de 
economía mixta del orden nacional, sometida al régimen de empresa industrial y 
comercial del estado, cuyo objeto no es el de definir la situación prestacional de un 
servidor público7. 
 
Al respecto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección 
C, con ponencia del Dr. Samuel Rodríguez Poveda, en sentencia del 1º de septiembre 
de 20218, precisó: 
 

                                                 
5 “(“…”) Decreto 2831 de 2005. Artículo 3º. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 3º de la ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones 
sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales, o la dependencia que haga sus veces.  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 
docente, deberá: 
(“…”) 4.- Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del 
Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que adicionen o 
modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos 
en la ley. (“…”)” 
6 ARTÍCULO 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 

de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaria de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 

mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el 

Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 

administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de 

la entidad territorial. 

Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con 

el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos 

provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales - FONPET. En todo caso, el Fondo debe priorizar el 

pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 

Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio sólo podrán destinarse para garantizar el pago de las 

prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el 

pago de indemnizaciones económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. 

PARÁGRAFO . La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos 

eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 

radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable 

únicamente del pago de las cesantías. 

(…)”. 
7 Sobre el particular, consultar SENTENCIA DE 18 DE AGOSTO DE 2011. CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN SEGUNDA, 

SUBSECCIÓN B, CON PONENCIA DEL CONSEJERO DR. GERARDO ARENAS MONSALVE. PROCESO CON RADICADO NO. 

6800-1231-5000-2004-02094-01(1887-08). 

 
8 Proceso con radicado No. 11001-33-35-012-2018-00560-01. DEMANDANTE: ALEJANDRA PATRICIA PEREIRA OSORIO. 
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“De las disposiciones precitadas y la jurisprudencia reciente del órgano de cierre de esta 
jurisdicción, se colige que aunque en la Ley 244 de 1995 en su artículo 2° parágrafo establece 
que el pago de las sanción por mora del pago tardío de las cesantías reconocidas al beneficiario 
se debe realizar por la entidad con recursos propios, no lo es menos que la obligación de 
reconocer y pagar dichos beneficios económicos, tales como las cesantías y la sanción moratoria 
respectiva a favor de los docentes oficiales, recae como tal en el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con cargo a los recursos del 
FOMAG actuando la Fiduciaria La Previsora como administradora de los mismos. 
 
De otra parte, se debe anotar que en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, por primera vez se 
consagra la responsabilidad del ente territorial del pago de la sanción por mora en el pago de las 
cesantías, en los eventos en que el pago extemporáneo se dé por el incumplimiento de los plazos 
para radicación o entrega de la solicitud por parte de las Secretarías de Educación. Sobre esto 
se debe decir que, como esta normativa entró en vigor el 25 de mayo de 2019, no es posible su 
aplicación retroactiva, sobre todo si se tiene en cuenta que la sanción moratoria en el caso 
concreto corrió en el periodo comprendido entre el 21 de septiembre de 2016 al 23 de abril de 
2017, motivo por el que no puede ser usada en este caso para endilgar responsabilidad alguna 
en las resultas del proceso a la Secretaría de Educación de Bogotá D.C.  
 
En virtud de lo expuesto, queda completamente claro que la competencia para el reconocimiento 
y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías a los docentes oficiales recae 
de manera exclusiva en la Nación – Ministerio de Educación – FOMAG. Siendo esto así, se 
declarará la falta de legitimación en la causa por pasiva de la Secretaría de Educación de Bogotá.  
 
No sucede lo mismo en el caso de la Fiduprevisora S.A., ya que la Nación– Ministerio de 
Educación Nacional paga la sanción objeto de estudio con cargo a los recursos del FOMAG, 
procedimiento en el que actúa la referida Fiduciaria como administradora de los mismo 
(…)(Subraya el Despacho). 

 
La misma tesis reiteró la H. Corporación, en sentencia del 26 de enero de 2022, con 
ponencia de la Dra. Amparo Oviedo Pinto9, en la que señaló: 
 

“Así entonces, si bien es cierto las secretarías de educación de los entes territoriales proyectan y 
suscriben la resolución de reconocimiento de las prestaciones sociales, no lo es menos que, esta 
función la ejercen única y exclusivamente en nombre y representación de la Nación – Ministerio 
de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio17 y con ella 
no comprometen la responsabilidad de la entidad territorial a la que representan.  
 
Con esta precisión reiteramos que en la pasiva de este tipo de procesos no puede estar ausente 
la Nación quien debe garantizar los recursos para esos pagos y la vinculación de las secretarías 
de educación se entiende a lugar como agentes del Fondo.  
 
De conformidad con lo expuesto en la norma transcrita, la entidad responsable de la financiación 
de este emolumento es la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio a través de Fiduciaria La Previsora S.A. 
 
Lo anterior, fue ratificado por el H. Consejo de Estado18, en sentencia del 1º de febrero de 2018, 
con ponencia del Dr. William Hernández, en la que señaló: (…) 
 
De conformidad con lo expuesto, se colige que la obligación de reconocer y pagar las cesantías 
y la sanción moratoria respectiva a favor de los docentes oficiales recae como tal en el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con 
cargo a sus recursos actuando la Fiduciaria La Previsora S.A. como administradora de estos” 
(Subraya el Despacho). 

 
Bajo las anteriores consideraciones, se concluye, que la excepción propuesta por la 
apoderada de Bogotá - Secretaría de Educación Distrital, denominada “NO 
COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, no 
está llamada a prosperar.  
 
2.3.- Las demás excepciones que denominó, “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, y 
“GENÉRICA O INNOMINADA”, considera el Despacho, que son de mérito, y en 
consecuencia, al tener relación directa con el fondo del asunto planteado y hacer parte 

                                                 
9 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN C. RADICADO NO. 11001-33-42-046-2019-
00235-01. DEMANDANTE: KARINA DEL PILAR SÁNCHEZ ARDILA. 
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de los argumentos de defensa de la entidad demandada, quedarán decididas en la 
sentencia que ponga fin a esta instancia.  
 
Ahora bien, precisado lo anterior, considera el Despacho, que en el presente asunto 
resulta procedente dictar Sentencia Anticipada, conforme a las previsiones del artículo 
182A de la Ley 1437 de 2011, previa fijación del litigio, incorporación de las pruebas 
aportadas, decisión sobre las pruebas pedidas y traslado para alegar, al concurrir las 
causales previstas en los literales a) y d) del numeral 1º de la norma en cita, que 
establecen la posibilidad de dictar sentencia anticipada, a) “Cuando se trate de asuntos 
de puro derecho”, d) “Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 
inconducentes o inútiles”. 
 
Advierte el Despacho, que la parte demandante y la demandada Nación-Ministerio de 
Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitaron 
pruebas documentales, como se evidencia  en los escritos de demanda y contestación 
visibles en los archivos 03.Demanda.pdf y 12.ContestaciónDemandaMinEducación. La 
Secretaría de Educación Distrital, por su parte, no solicitó la práctica de pruebas, y allegó 
el expediente administrativo correspondiente a la demandante, archivo 
13.ContestaciónDemandaSecretaríaEducación. 
 
No obstante lo anterior,  se evidencia , que  las documentales allegadas con la demanda 
y las contestaciones dentro de las que se encuentra el expediente administrativo, y a  las 
que se les dará el valor legal que les corresponda, son suficientes para adoptar de 
manera anticipada la decisión que a esta instancia corresponda, por lo que el recaudo de 
las pruebas solicitadas no resulta necesario. Además, porque como se indicó en 
precedencia, el litigio versa sobre un asunto de puro derecho que no es otro que definir 
si los docentes tienen derecho a que las demandadas en forma solidaria le reconozcan y 
paguen la sanción por mora en la consignación de las cesantías, conforme al artículo 99 
de la Ley 50 de 1990, y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 
cesantías, conforme a lo previsto en el artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 
y Decreto Nacional 1176 de 1991, y como ya se expuso, las pruebas allegadas con la 
demanda y las contestaciones permiten tomar una decisión de fondo. 
 
Así entonces, procede el Despacho a Fijar el Litigio, el cual se circunscribe a determinar 
lo siguiente: 
 
 Problemas Jurídicos.   
 
- ¿Se presentan los supuestos fácticos y jurídicos para declarar la existencia del silencio 
administrativo negativo y la consecuente nulidad del acto ficto o presunto derivado de la 
petición presentada por la demandante señora MARTHA MILENA MORALES 
RODRÍGUEZ, ante la Secretaría de Educación de Bogotá, el 30 de agosto de 2021, 
relativa al reconocimiento y pago de la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la 
Ley 50 de 1990,  por la no consignación oportuna de las cesantías del 2020, desde el 15 
de febrero de 2021 hasta el momento en que se acredite el pago en la cuenta individual 
del docente, y a la indemnización por pago tardío de los intereses a las cesantías, 
conforme al artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 
de 1991?  

 

- ¿Le asiste derecho a la demandante, señora MARTHA MILENA MORALES 
RODRÍGUEZ a que las entidades demandadas,  NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO Y BOGOTÁ D.C.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, le 
reconozcan, liquiden y paguen la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 
50 de 1990, equivalente a un día de salario por cada día de retardo desde el 15 de febrero 
de 2021,  por la no consignación oportuna de las cesantías del año 2020, y la 
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indemnización por el pago tardío de los intereses  a las cesantías, causados durante el 
año 2020, establecidos en el artículo1o de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto 
1176 de 1991? 

Deberá determinarse igualmente, de resultar favorables las pretensiones, si le asiste 
derecho al reconocimiento de intereses moratorios, indexación y condena en costas. 
 
Conforme a lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, SECCIÓN SEGUNDA,  

 

 

RESUELVE: 

 

Primero: Declarar no probada la excepción de, “NO COMPRENDER LA DEMANDA A 

TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, propuesta por la entidad demandada, 

BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, de acuerdo a las razones 

expuestas en esta providencia. 

 

Segundo: Diferir para el fallo la decisión de las excepciones, de “CADUCIDAD y 

“FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA”, formuladas por  la NACIÓN 

– MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y ésta última además por BOGOTA 

D.C.-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRIATAL, por las razones expuestas en la 

parte motiva de esta providencia. 

 

Tercero: Las demás excepciones formuladas por las demandadas, al ser de mérito o de 
fondo, quedarán resueltas con la sentencia que ponga fin esta instancia, como se indicó 
en la parte motiva de esta providencia. 
 
Cuarto: Fijar el Litigio, en los términos señalados en la parte considerativa de esta 
providencia.  
 
Quinto: Incorporar al proceso, las pruebas aportadas por las partes con la demanda y 
las contestaciones. 
 
Sexto: Negar las pruebas documentales solicitadas por la parte demandante y por la 
Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, conforme a lo expuesto en la parte motiva. 
 
Séptimo: Ordenar  a las partes, presentar sus alegatos de conclusión, dentro del término 
de diez (10) días, siguientes a la notificación de este auto,  y al Ministerio Público, a fin 
de que se sirva rendir concepto si a bien lo tiene, dentro del mismo término. 
  

Octavo: Se reconoce personería a la abogada AIDE JOHANNA GALINDO ACERO, 

identificada con cédula de ciudadanía No. 52.863.417 y portadora de la Tarjeta 

Profesional No. 258.462 del C. S. de la J., en calidad de apoderada general de la 

demandada NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y al abogado,  

MANUEL ALEJANDRO LÓPEZ CARRANZA, identificado con cédula de ciudadanía No. 

1.014.258.294, y portador de la Tarjeta Profesional No. 358.945 del C. S. de la J., como 

apoderado sustituto de la referida entidad, de conformidad con los artículos 74 y 75 del 

C.G.P., en armonía con el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011, conforme a la documental 

allegada al proceso para tal fin. 
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Noveno: Se reconoce personería al abogado JUAN CARLOS JIMÉNEZ TRIANA, 

identificado con cédula de ciudadanía 1.015.407.639 y portador de la Tarjeta Profesional 

No. 213.500 del C. S. de la J., representante legal de la firma JIMÉNEZ Y CALDERÓN 

ABOGADOS S.A.S., y/o JOSÉ GABRIEL CALDERÓN GARCÍA, en calidad de apoderado 

general de la demandada  BOGOTA D.C. -SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, 

y a la abogada VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO, identificada con cédula de 

ciudadanía No. 1.032.471.577 de Bogotá, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 

342.450 del C. S. de la J., como apoderada sustituta de la referida entidad, conforme a 

la documental allegada al proceso, de conformidad con los artículos 74 y 75 del C.G.P., 

en armonía con el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011. De igual forma, y teniendo en 

cuenta que presentan renuncia al poder conferido, y que ésta cumple con los 

presupuestos exigidos en el artículo 76 del C.G.P., se acepta la misma (archivos15-16 

renuncia). 

 
Link proceso: 11001333500720220022300  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO DE SUSTANCIACIÓN No. 303 

 

Marzo Treinta (30) de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  EXP. N. R. 11001-33-35-007-2022-00235-00 

DEMANDANTE: KAREN ANDREA RODRÍGUEZ QUINTERO 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO -  

FIDUPREVISORA S.A. - DEPARTAMENTO  DE  CUNDINAMARCA – 

SECRETARIA DE EDUCACION 

 

 

Encontrándose el expediente al Despacho para decidir sobre las excepciones formuladas 

por las entidades encartadas, se advierte que según el informe Secretarial que precede, 

por error involuntario de la Secretaría del Juzgado, no se incorporó al expediente digital 

el memorial presentado por la Apoderada de la entidad territorial demandada, 

Departamento de Cundinamarca – Secretaría de Educación de Bogotá-, quien allegó 

varios correos electrónicos, con diferentes anexos, dentro del término otorgado para dar 

contestación al libelo introductorio. 

 

En virtud de lo anterior, se ordena a la Secretaría del Despacho, de manera inmediata, 

incorporar los documentos faltantes al expediente digital, y una vez se integre en debida 

forma, de conformidad con lo señalado en el artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por 

el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, córrase traslado de las excepciones presentadas 

por la referida entidad, a fin de que la parte demandante si a bien lo tiene, se pronuncie 

al respecto. 

 

Agotado el trámite anterior, de inmediato ingrésese al Despacho para decidir lo que 

en derecho corresponde.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 
MMG 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No.246 

 

Marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  EXP. N. R. 11001-33-35-007-2022-00353-00 

DEMANDANTE: JOSE SILVINO OSORIO MARÍN 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO - –DISTRITO    CAPITAL –SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTA 

 
El parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  faculta al Juez de lo Contencioso Administrativo, para decidir las 
excepciones previas, según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso.  
 
La norma en cita, además dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 
extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 
previstos en el numeral 3º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011. 
 
A su vez, el numeral 1º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, adicionado por la ley 
2080 de 2021, exige que cuando se verifique el cumplimiento de los requisitos necesarios 
para dictar sentencia anticipada, mediante auto motivado se resolverán las excepciones 
previas, fijará el litigio u objeto de la controversia y habrá un pronunciamiento sobre las 
pruebas, cuando a ello hubiere lugar, para finalmente descorrer traslado para alegar de 
conclusión. 

 
ANTECEDENTES 

 
Integrada la litis, se observa que la demandada, BOGOTÁ D.C.- SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DISTRITAL, contestó oportunamente la demanda, como consta en el 
archivo digital “11.ContestacionDemandaSecretariaDeEducacion.pdf” y propuso las 
excepciones que denominó, “NO COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS 
LITISCONSORTES NECESARIOS”,”FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR 
PASIVA”, INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, Y “GENÉRICA O INNOMINADA”.  
 
Por su parte, La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, presentó escrito de 
contestación de la demanda en forma extemporánea, toda vez que ésta fue notificada el 
17 de enero de 2023 y el referido escrito fue presentado el 10 de marzo del mismo año 
(archivo digital 10.NotificaciónEntidadesDemandadas, 14.ContestacionDemanda). 
 
Conforme al parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 
38 de la Ley 2080 de 2021, el 15 de marzo de 2023 
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(“15.ConstanciaTrasladoExcepciones.pdf”), se corrió traslado por Secretaría, a la parte 
actora de dichas excepciones. 
 
Ahora bien, es del caso señalar, que con ocasión de los cambios introducidos por la Ley 
2080 de 2021, al CPACA, particularmente en materia de excepciones, el H. Consejo de 
Estado1, manifestó lo siguiente:  
 

“(…) En primer lugar, es necesario precisar que las excepciones previas se caracterizan 
por su propósito de controvertir el procedimiento, es decir, atacan aquellos elementos que 
constituyen aspectos de forma respecto del trámite procesal, los cuales en el evento de ser 
subsanados en el término de traslado, tal como lo regula en numeral 1.° del artículo 101 
del CGP, permitirán consecuentemente y en la etapa procesal procedente, proferir una 
decisión de fondo (…) 
 
Por su parte, las excepciones perentorias tienen relación directa con las pretensiones 
de la demanda, comoquiera que constituyen herramientas de defensa que atacan 
específicamente la solicitud judicial que propone la parte demandante de la litis y, en esa 
medida controvierten de fondo la reclamación perseguida en el medio de control. Estas 
se clasifican en nominadas e innominadas, las primeras tienen la capacidad de 
poner fin al proceso, aunque no ataquen el derecho propiamente dicho y 
corresponden a cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, según el parágrafo 2.° del artículo 175 del 
CPACA. (…) 
 
Pues bien, antes de la vigencia de la Ley 2080 de 2021, la Ley 1437 consagraba en el 
numeral 6.º del artículo 180 que vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el juez o magistrado ponente convocaría a una audiencia que 
se sujetaría, entre otras reglas, a la decisión de excepciones previas y mixtas. Señalaba 
textualmente: «El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición de parte, resolverá 
sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, 
falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva» 
 
No obstante, tal posibilidad, esto es, la de pronunciarse sobre las excepciones 
previas y las antes llamadas mixtas, presentó una modificación con la Ley 2080 
de la siguiente manera: «[…] Vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una audiencia que 
se sujetará a las siguientes reglas: […] 6. Decisión de excepciones previas 
pendientes de resolver. El juez o magistrado ponente practicará las pruebas 
decretadas en el auto de citación a audiencia y decidirá las excepciones previas 
pendientes de resolver […]». (…) 
 
Así las cosas, se tiene que el parágrafo 2.º del artículo 175 del CPACA, por indicación 
expresa, determinó que los únicos medios exceptivos que se resuelven antes y 
durante el desarrollo de la audiencia inicial son las excepciones previas, al señalar 
que se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso. (…) 
 
En ese orden de ideas, la resolución de defensa materializada en las excepciones 
perentorias nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes de la 
audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino que solo se declararán 
fundadas por medio de sentencia anticipada, acorde con los lineamientos 
precisados en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA o, de lo contrario, 
esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o demostradas, el juzgador 
tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria que defina de fondo las 
pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187 del CPACA. (…)” (Negrillas 
y subrayas fuera de texto). 

 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A CONSEJERO PONENTE: 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ Bogotá D.C., dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) - Referencia: NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Radicación: 05001-23-33-000-2019-02462-01 (2648-2021) Demandante: MÉLIDA MARINA VILLA 
RENDÓN Demandado: MUNICIPIO DE MEDELLÍN Y OTROS. Tema: Improcedencia de la resolución de la excepción de caducidad en la 
audiencia inicial. Ley 2080 de 2021. 
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En efecto, el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  señala: 
 

«Artículo 175. Contestación de la demanda. […] Parágrafo 2o. De las excepciones 
presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 201A por el término de 
tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las 
excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación 
con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. Las excepciones previas se 
formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General 
del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo 
del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto 
que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las 
excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión. Antes de la 
audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las excepciones previas, se declarará 
la terminación del proceso cuando se advierta el incumplimiento de requisitos de 
procedibilidad. 
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.» (Negrillas fuera de texto). 

 

Así entonces,  teniendo en cuenta el marco normativo y jurisprudencial expuesto, procede 
el Despacho a pronunciarse sobre los medios exceptivos formulados por la demandada 
Bogotá-Secretaría de Educación Distrital.  
 
1.- 2.- BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL 
 
2.1.- Formuló la excepción de la FALTA DE LEGITIMACIÓN  EN  LA  CAUSA  POR  
PASIVA”, por lo que precisa el Despacho, que la misma no tiene el carácter de previa, al 
no encontrarse enlistada en el artículo 100 del C.G.P., sino que es considerara una 
excepción perentoria nominada, por tener relación directa con las pretensiones de la 
demanda, porque de alguna manera controvierte de fondo la reclamación perseguida en 
el medio de control.  
 
Recuérdese, que la legitimidad o titularidad para accionar o ser accionado en un proceso, 
es presupuesto o requisito indispensable para la prosperidad de las pretensiones, y como 
tal, su ausencia no impide decidir de fondo el asunto, porque la decisión, precisamente 
será absolutoria si quien carece de interés para actuar es la parte demandada.  
 
Para tener legitimación en la causa, es suficiente con ser vinculado a un juicio, por lo 
tanto, para establecer si entre las partes existe una relación jurídica sustancial, que 
legitime para accionar o ser accionado, debe estudiarse de fondo el restablecimiento del 
derecho pretendido y determinar la configuración de la acción instaurada. 
 
Nótese, que los argumentos presentados por la demandada no se refieren a la 
legitimación en la causa de hecho o procesal, esta es la capacidad para intervenir en el 
proceso y ejercer los derechos de defensa y de contradicción, sino a la legitimación 
material en la causa, esto es sobre la relación jurídica sustancial y la determinación de la 
obligación legal de responder por las pretensiones de la demandada, y por lo tanto al 
fondo del asunto 
 
En consideración de lo anterior, sobre la excepción de Falta de Legitimación en la causa 
por Pasiva, no se pronunciará el Despacho en esta oportunidad, sino en la sentencia que 
ponga fin a la discusión planteada, por lo que teniendo en cuenta que la demanda se 
instauró también en contra de BOGOTA-SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, se 
continuará el proceso con la referida entidad, para  definir  finalmente en la sentencia, si 
le corresponde o no responder por el derecho que se reclama, circunstancia que obliga 
a mantener su vinculación procesal, toda vez que, no existen los elementos de juicio 
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necesarios para declarar probada  dicha excepción, y terminar el proceso por sentencia 
anticipada 
 
2.2.- La entidad encartada también propuso la excepción de, “NO COMPRENDER LA 
DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, por considerar que la 
demanda se debió dirigir contra la Fiduciaria La Previsora S.A., en su calidad de 
administradora de los recursos del Fondo, toda vez que, en virtud del Decreto 2831 de 
2005, por autorización de la Ley 91 de 1989, es quien debe pagar las prestaciones 
sociales reconocidas a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, atendiendo al contrato de fiducia celebrado entre dicha entidad fiduciaria 
y el Ministerio de Educación. 
 
Cita además el comunicado No 008 de fecha 11-02-2020, expedido por Fiduprevisora 
S.A, según el cual,  se precisa que a la luz del acuerdo No 39 de 1998, las Secretarías 
de Educación de la mano del área nominadora, deben liquidar los reportes de las 
cesantías e ingresar la información necesaria para llevar a cabo el proceso 
correspondiente a través de aplicativo Humano, para luego, generar el reporte respectivo, 
el cual debe ser remitido directamente a Fiduprevisora S.A, en las fechas previamente 
establecidas, con el fin de incluir a los docentes en nómina oportunamente.  
 
En aras de resolver la excepción formulada, es menester traer a colación lo señalado en 
la Ley 91 de 1989 (modificada parcialmente por la ley 812 de 2003), mediante la cual, se 
creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta 
especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 
personería jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 
economía mixta (art. 3)2. Dicho estatuto, en su artículo 5, señaló como uno de los 
objetivos del FOMAG, expresamente: “1.- Efectuar el pago de las prestaciones 
sociales del personal afiliado”; y a su vez, en su artículo 9, dispuso: “Las 
prestaciones sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del 
Magisterio, serán reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional, función que delegará de tal manera que realice en las entidades territoriales 
“(…)”. 
 
También es necesario señalar que el artículo 56 de la ley 962 de 20053, asignó a las 
secretarías de educación de las entidades territoriales la competencia para expedir los 
actos administrativos a través de los cuales se reconozcan las prestaciones a los 
docentes vinculados a sus plantas de personal; y que en virtud del artículo 9º de la ley 29 
de 19894, en esas entidades se depositó la facultad nominadora. 
 

                                                 
2  “Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o 

de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el 

correspondiente contrado (sic) de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de 

la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una 

suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional”. 

 
3 “ARTÍCULO 56. RACIONALIZACION DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el 

cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre 

vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de 

Educación de la entidad territorial “(…)”. 

 
4 “Artículo 9º.- El artículo 54 quedará así: Se asigna al Alcalde Mayor del Distrito Especial de Bogotá, y a los alcaldes 

municipales, las funciones de nombrar, trasladar, remover, controlar y, en general administrar el personal docente y 

administrativo de los establecimientos educativos nacionales o nacionalizados, plazas oficiales de colegios cooperativos, 

privados, jornadas adicionales, teniendo en cuenta las normas del Estatuto Docente y la Carrera Administrativa vigentes y que 

expidan en adelante el Congreso y el Gobierno Nacional, ajustándose a los cargos vacantes de las plantas de personal que 

apruebe el Gobierno Nacional y las disponibilidades presupuestales correspondientes. 
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Por otra parte, el Decreto 2831 de 2005, estableció el procedimiento para reconocer las 
prestaciones económicas a cargo del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, cuyas normas fueron recopiladas por el Decreto 1075 de 
2015, especialmente en los artículos 2.4.4.2.3.2.1, 2.4.4.2.3.2.2, 2.4.4.2.3.2.3 y 
2.4.4.2.3.2.4. 
 
Ahora bien, en virtud de lo señalado en el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, la Nación, 
Ministerio de Educación y la Fiduciaria la Previsora Ltda, mediante escritura pública No. 
0083 de 21 de junio de 1990, suscribieron contrato  de fiducia mercantil con el objeto de: 
“constituir una fiducia mercantil sobre los recursos que integran el Fondo Nacional del 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de que la Fiduciaria los administre, 
invierta y destine al cumplimento de los objetivos previstos para el fondo, conforme a las 
instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo.” 
 
Lo anterior, para efectos de concluir que, la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional tiene a su cargo el reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes, 
las que son pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Para 
tales efectos, las Secretarías de Educación de los entes territoriales en las que el docente 
prestó sus servicios, tienen a su cargo la elaboración y suscripción de la resolución de 
reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, previa aprobación de la sociedad 
fiduciaria que administra el patrimonio del FONPREMAG5. 
 
No obstante lo anterior, es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a 
quien le corresponde finalmente definir el reconocimiento y pago de los derechos 
prestacionales de los docentes afiliados, de acuerdo con el procedimiento que para tal 
efecto ha dispuesto el legislador y las normas reglamentarias, con posterioridad a la 
expedición de la Ley 91 de 1989. De lo anterior, se colige, que la entidad responsable de 
la financiación del emolumento objeto de controversia es la Nación – Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio a través 
de Fiduciaria La Previsora S.A. , sin perjuicio de lo señalado en el parágrafo 1º del artículo 
57 de la Ley 1955 de 2019, que en materia de la sanción moratoria, expresamente 
determinó la responsabilidad de las entidades territoriales, cuando el pago extemporáneo 
se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías a su cargo6. 

                                                 
5 “(“…”) Decreto 2831 de 2005. Artículo 3º. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 3º de la ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones 
sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales, o la dependencia que haga sus veces.  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 
docente, deberá: 
(“…”) 4.- Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del 
Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que adicionen o 
modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos 
en la ley. (“…”)” 
6 ARTÍCULO 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 

de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaria de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 

mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el 

Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 

administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de 

la entidad territorial. 

Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con 

el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos 

provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales - FONPET. En todo caso, el Fondo debe priorizar el 

pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 

Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio sólo podrán destinarse para garantizar el pago de las 

prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el 

pago de indemnizaciones económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. 

PARÁGRAFO . La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos 

eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 

radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de 
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Bajo este supuesto, en ningún caso la Fiduciaria la Previsora S.A., en su condición de 
administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, está llamada a responder por el reconocimiento de una prestación pensional 
en cabeza de un docente oficial, dado que su naturaleza es la de una sociedad de 
economía mixta del orden nacional, sometida al régimen de empresa industrial y 
comercial del estado, cuyo objeto no es el de definir la situación prestacional de un 
servidor público7. 
 
Al respecto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección 
C, con ponencia del Dr. Samuel Rodríguez Poveda, en sentencia del 1º de septiembre 
de 20218, precisó: 
 

“De las disposiciones precitadas y la jurisprudencia reciente del órgano de cierre de esta 
jurisdicción, se colige que aunque en la Ley 244 de 1995 en su artículo 2° parágrafo establece 
que el pago de las sanción por mora del pago tardío de las cesantías reconocidas al beneficiario 
se debe realizar por la entidad con recursos propios, no lo es menos que la obligación de 
reconocer y pagar dichos beneficios económicos, tales como las cesantías y la sanción moratoria 
respectiva a favor de los docentes oficiales, recae como tal en el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con cargo a los recursos del 
FOMAG actuando la Fiduciaria La Previsora como administradora de los mismos. 
 
De otra parte, se debe anotar que en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, por primera vez se 
consagra la responsabilidad del ente territorial del pago de la sanción por mora en el pago de las 
cesantías, en los eventos en que el pago extemporáneo se dé por el incumplimiento de los plazos 
para radicación o entrega de la solicitud por parte de las Secretarías de Educación. Sobre esto 
se debe decir que, como esta normativa entró en vigor el 25 de mayo de 2019, no es posible su 
aplicación retroactiva, sobre todo si se tiene en cuenta que la sanción moratoria en el caso 
concreto corrió en el periodo comprendido entre el 21 de septiembre de 2016 al 23 de abril de 
2017, motivo por el que no puede ser usada en este caso para endilgar responsabilidad alguna 
en las resultas del proceso a la Secretaría de Educación de Bogotá D.C.  
 
En virtud de lo expuesto, queda completamente claro que la competencia para el reconocimiento 
y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías a los docentes oficiales recae 
de manera exclusiva en la Nación – Ministerio de Educación – FOMAG. Siendo esto así, se 
declarará la falta de legitimación en la causa por pasiva de la Secretaría de Educación de Bogotá.  
 
No sucede lo mismo en el caso de la Fiduprevisora S.A., ya que la Nación– Ministerio de 
Educación Nacional paga la sanción objeto de estudio con cargo a los recursos del FOMAG, 
procedimiento en el que actúa la referida Fiduciaria como administradora de los mismo 
(…)(Subraya el Despacho). 

 
La misma tesis reiteró la H. Corporación, en sentencia del 26 de enero de 2022, con 
ponencia de la Dra. Amparo Oviedo Pinto9, en la que señaló: 
 

“Así entonces, si bien es cierto las secretarías de educación de los entes territoriales proyectan y 
suscriben la resolución de reconocimiento de las prestaciones sociales, no lo es menos que, esta 
función la ejercen única y exclusivamente en nombre y representación de la Nación – Ministerio 
de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio17 y con ella 
no comprometen la responsabilidad de la entidad territorial a la que representan.  
 
Con esta precisión reiteramos que en la pasiva de este tipo de procesos no puede estar ausente 
la Nación quien debe garantizar los recursos para esos pagos y la vinculación de las secretarías 
de educación se entiende a lugar como agentes del Fondo.  
 

                                                 
Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable 

únicamente del pago de las cesantías. 

(…)”. 
7 Sobre el particular, consultar SENTENCIA DE 18 DE AGOSTO DE 2011. CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN SEGUNDA, 

SUBSECCIÓN B, CON PONENCIA DEL CONSEJERO DR. GERARDO ARENAS MONSALVE. PROCESO CON RADICADO NO. 

6800-1231-5000-2004-02094-01(1887-08). 

 
8 Proceso con radicado No. 11001-33-35-012-2018-00560-01. DEMANDANTE: ALEJANDRA PATRICIA PEREIRA OSORIO. 
9 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN C. RADICADO NO. 11001-33-42-046-2019-
00235-01. DEMANDANTE: KARINA DEL PILAR SÁNCHEZ ARDILA. 
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De conformidad con lo expuesto en la norma transcrita, la entidad responsable de la financiación 
de este emolumento es la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio a través de Fiduciaria La Previsora S.A. 
 
Lo anterior, fue ratificado por el H. Consejo de Estado18, en sentencia del 1º de febrero de 2018, 
con ponencia del Dr. William Hernández, en la que señaló: (…) 
 
De conformidad con lo expuesto, se colige que la obligación de reconocer y pagar las cesantías 
y la sanción moratoria respectiva a favor de los docentes oficiales recae como tal en el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con 
cargo a sus recursos actuando la Fiduciaria La Previsora S.A. como administradora de estos” 
(Subraya el Despacho). 

 
Bajo las anteriores consideraciones, se concluye, que la excepción propuesta por la 
apoderada de Bogotá  - Secretaría de Educación Distrital, denominada, “NO 
COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, no 
está llamada a prosperar.  
 
2.3.- Las demás excepciones que denominó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, y 
“GENÉRICA O INNOMINADA”, considera el Despacho, que son de mérito, y en 
consecuencia, al tener relación directa con el fondo del asunto planteado y hacer parte 
de los argumentos de defensa de la entidad demandada, quedarán decididas en la 
sentencia que ponga fin a esta instancia.  
 
2. La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como se expuso en precedencia, 
presentó escrito de contestación de la demanda en forma extemporánea. 
 
Ahora bien, precisado lo anterior, considera el Despacho, que en el presente asunto 
resulta procedente dictar Sentencia Anticipada, conforme a las previsiones del artículo 
182A de la Ley 1437 de 2011, previa fijación del litigio, incorporación de las pruebas 
aportadas, decisión sobre las pruebas pedidas y traslado para alegar, al concurrir las 
causales previstas en los literales a) y d) del numeral 1º de la norma en cita, que 
establecen la posibilidad de dictar sentencia anticipada, a) “Cuando se trate de asuntos 
de puro derecho”, d) “Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 
inconducentes o inútiles”. 
 
Advierte el Despacho, que la parte demandante, solicitó pruebas documentales, como se 
evidencia  en su escrito de demanda archivos 03.Demanda.pdf. La Secretaría de 
Educación Distrital, por su parte, no solicitó la práctica de pruebas, y allegó el expediente 
administrativo correspondiente a la parte actora, archivo 
11.ContestaciónDemandaSecretaríaEducación. 
 
No obstante lo anterior,  se evidencia , que  las documentales allegadas con la demanda 
y su contestación dentro de las que se encuentra el expediente administrativo, y a  las 
que se les dará el valor legal que les corresponda, son suficientes para adoptar de 
manera anticipada la decisión que a esta instancia corresponda, por lo que el recaudo de 
las pruebas solicitadas no resulta necesario. Además, porque como se indicó en 
precedencia, el litigio versa sobre un asunto de puro derecho que no es otro que definir 
si  la parte actora tiene derecho a que las demandadas en forma solidaria le reconozcan 
y paguen la sanción por mora en la consignación de las cesantías, conforme al artículo 
99 de la Ley 50 de 1990, y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 
cesantías, conforme a lo previsto en el artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 
y Decreto Nacional 1176 de 1991, y como ya se expuso, las pruebas allegadas con la 
demanda y las contestaciones permiten tomar una decisión de fondo. 
 
Así entonces, procede el Despacho a Fijar el Litigio, el cual se circunscribe a determinar 
lo siguiente: 
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Problemas Jurídicos.   
 
- ¿Se presentan los supuestos fácticos y jurídicos para declarar la existencia del silencio 
administrativo negativo y la consecuente nulidad del acto ficto o presunto derivado de la 
petición presentada por el demandante señor JOSÉ SILVINO OSORIO MARÍN ante la 
Secretaría de Educación de Bogotá, el 1º de septiembre de 2021, relativa al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 
1990,  por la no consignación oportuna de las cesantías del 2020, desde el 15 de febrero 
de 2021 hasta el momento en que se acredite el pago en la cuenta individual del docente, 
y a la indemnización por pago tardío de los intereses a las cesantías, conforme al artículo 
1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991?    

 

- ¿Le asiste derecho a la demandante, señor JOSÉ SILVINO OSORIO MARÍN, a que 
las entidades demandadas,  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y BOGOTÁ 
D.C.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, le reconozcan, liquiden y paguen la 
sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, equivalente a un día 
de salario por cada día de retardo desde el 15 de febrero de 2021,  por la no consignación 
oportuna de las cesantías del año 2020, y la indemnización por el pago tardío de los 
intereses  a las cesantías, causados durante el año 2020, establecidos en el artículo1o 
de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991? 

Deberá determinarse igualmente, de resultar favorables las pretensiones, si le asiste 
derecho al reconocimiento de intereses moratorios, indexación y condena en costas. 
 
Conforme a lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

 

Primero: Declarar no probada la excepción de, “NO COMPRENDER LA DEMANDA A 

TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, propuesta por la entidad demandada, 

BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, de acuerdo a las 

razones expuestas en esta providencia. 

 

Segundo: Diferir para el fallo la decisión de la excepción “FALTA DE LEGITIMACIÓN 

EN LA CAUSA POR PASIVA”, propuesta por BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN D E BOGOTA, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 
Tercero: Las demás excepciones formuladas por la demandada, al ser de mérito o de 
fondo, quedarán resueltas con la sentencia que ponga fin a  esta instancia, como se indicó 
en la parte motiva de esta providencia 
 
Cuarto: Fijar el Litigio, en los términos señalados en la parte considerativa de esta 
providencia.  
 
Quinto: Incorporar al proceso, las pruebas aportadas por las partes con la demanda y la 
contestación. 
 
Sexto: Negar las pruebas documentales solicitadas por la parte demandante, conforme 
a lo expuesto en la parte motiva. 
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Séptimo: Ordenar  a las partes, presentar sus alegatos de conclusión, dentro del término 
de diez (10) días, siguientes a la notificación de este auto,  y al Ministerio Público, a fin 
de que se sirva rendir concepto si a bien lo tiene, dentro del mismo término. 
  

Octavo: Se reconoce personería a la abogada CATALINA CELEMIN CARDOSO, 

identificada con cédula de ciudadanía No. 1.110.453.991 y portadora de la Tarjeta 

Profesional No. 201.409 del C. S. de la J., en calidad de apoderada general de la 

demandada NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y al abogado YEISON 

LEONARDO GARZÓN GÓMEZ, identificado con cédula de ciudadanía No. 80.912.758 

de Bogotá, y portador de la Tarjeta Profesional No. 218.185 del C. S. de la J., como 

apoderado sustituto de la referida entidad, de conformidad con los artículos 74 y 75 del 

C.G.P., en armonía con el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011, conforme a la documental 

allegada al proceso para tal fin. 

 

Noveno: Se reconoce personería al abogado JUAN CARLOS JIMÉNEZ TRIANA, 

identificado con cédula de ciudadanía 1.015.407.639 y portador de la Tarjeta Profesional 

No. 213.500 del C. S. de la J., representante legal de la firma JIMÉNEZ Y CALDERÓN 

ABOGADOS S.A.S., y/o JOSÉ GABRIEL CALDERÓN GARCÍA, en calidad de apoderado 

general de la demandada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, y a la abogada 

VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO, identificada con cédula de ciudadanía No. 

1.032.471.577 de Bogotá, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 342.450 del C. S. de 

la J., como apoderada sustituta de la referida entidad, conforme a la documental allegada 

al proceso, de conformidad con los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con el artículo 

160 de la Ley 1437 de 2011. De igual forma, y teniendo en cuenta que presentan renuncia 

al poder conferido, y que ésta cumple con los presupuestos exigidos en el artículo 76 del 

C.G.P., se acepta la misma (archivos12,13.renuncia). 

 
Link proceso: 11001333500720220035300  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No.247 

 

Marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  EXP. N. R. 11001-33-35-007-2022-00387-00 

DEMANDANTE: MARTHA CECILIA VIZCAINO CASTAÑEDA 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO - –DISTRITO    CAPITAL –SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTA 

 
El parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  faculta al Juez de lo Contencioso Administrativo, para decidir las 
excepciones previas, según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso.  
 
La norma en cita, además dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 
extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 
previstos en el numeral 3º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011. 
 
A su vez, el numeral 1º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, adicionado por la ley 
2080 de 2021, exige que cuando se verifique el cumplimiento de los requisitos necesarios 
para dictar sentencia anticipada, mediante auto motivado se resolverán las excepciones 
previas, fijará el litigio u objeto de la controversia y habrá un pronunciamiento sobre las 
pruebas, cuando a ello hubiere lugar, para finalmente descorrer traslado para alegar de 
conclusión. 

 
ANTECEDENTES 

 
Integrada la litis, se observa que la demandada, BOGOTÁ D.C.- SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DISTRITAL, contestó oportunamente la demanda, como consta en el 
archivo digital “09.ContestacionDemandaSecretariaDeEducacion.pdf” y propuso las 
excepciones que denominó, “NO COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS 
LITISCONSORTES NECESARIOS”,”FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR 
PASIVA”, INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, Y “GENÉRICA O INNOMINADA”.  
 
Por su parte, La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, presentó escrito de 
contestación de la demanda en forma extemporánea, toda vez que ésta fue notificada el 
17 de enero de 2023 y el referido escrito fue presentado el 10 de marzo del mismo año 
(archivo digital 08.NotificaciónEntidadesDemandadas, 12.ContestacionDemanda). 
 
Conforme al parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 
38 de la Ley 2080 de 2021, el 15 de marzo de 2023 
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(“13.ConstanciaTrasladoExcepciones.pdf”), se corrió traslado por Secretaría, a la parte 
actora de dichas excepciones. 
 
Ahora bien, es del caso señalar, que con ocasión de los cambios introducidos por la Ley 
2080 de 2021, al CPACA, particularmente en materia de excepciones, el H. Consejo de 
Estado1, manifestó lo siguiente:  
 

“(…) En primer lugar, es necesario precisar que las excepciones previas se caracterizan 
por su propósito de controvertir el procedimiento, es decir, atacan aquellos elementos que 
constituyen aspectos de forma respecto del trámite procesal, los cuales en el evento de ser 
subsanados en el término de traslado, tal como lo regula en numeral 1.° del artículo 101 
del CGP, permitirán consecuentemente y en la etapa procesal procedente, proferir una 
decisión de fondo (…) 
 
Por su parte, las excepciones perentorias tienen relación directa con las pretensiones 
de la demanda, comoquiera que constituyen herramientas de defensa que atacan 
específicamente la solicitud judicial que propone la parte demandante de la litis y, en esa 
medida controvierten de fondo la reclamación perseguida en el medio de control. Estas 
se clasifican en nominadas e innominadas, las primeras tienen la capacidad de 
poner fin al proceso, aunque no ataquen el derecho propiamente dicho y 
corresponden a cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, según el parágrafo 2.° del artículo 175 del 
CPACA. (…) 
 
Pues bien, antes de la vigencia de la Ley 2080 de 2021, la Ley 1437 consagraba en el 
numeral 6.º del artículo 180 que vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el juez o magistrado ponente convocaría a una audiencia que 
se sujetaría, entre otras reglas, a la decisión de excepciones previas y mixtas. Señalaba 
textualmente: «El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición de parte, resolverá 
sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, 
falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva» 
 
No obstante, tal posibilidad, esto es, la de pronunciarse sobre las excepciones 
previas y las antes llamadas mixtas, presentó una modificación con la Ley 2080 
de la siguiente manera: «[…] Vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una audiencia que 
se sujetará a las siguientes reglas: […] 6. Decisión de excepciones previas 
pendientes de resolver. El juez o magistrado ponente practicará las pruebas 
decretadas en el auto de citación a audiencia y decidirá las excepciones previas 
pendientes de resolver […]». (…) 
 
Así las cosas, se tiene que el parágrafo 2.º del artículo 175 del CPACA, por indicación 
expresa, determinó que los únicos medios exceptivos que se resuelven antes y 
durante el desarrollo de la audiencia inicial son las excepciones previas, al señalar 
que se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso. (…) 
 
En ese orden de ideas, la resolución de defensa materializada en las excepciones 
perentorias nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes de la 
audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino que solo se declararán 
fundadas por medio de sentencia anticipada, acorde con los lineamientos 
precisados en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA o, de lo contrario, 
esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o demostradas, el juzgador 
tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria que defina de fondo las 
pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187 del CPACA. (…)” (Negrillas 
y subrayas fuera de texto). 

 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A CONSEJERO PONENTE: 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ Bogotá D.C., dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) - Referencia: NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Radicación: 05001-23-33-000-2019-02462-01 (2648-2021) Demandante: MÉLIDA MARINA VILLA 
RENDÓN Demandado: MUNICIPIO DE MEDELLÍN Y OTROS. Tema: Improcedencia de la resolución de la excepción de caducidad en la 
audiencia inicial. Ley 2080 de 2021. 
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En efecto, el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  señala: 
 

«Artículo 175. Contestación de la demanda. […] Parágrafo 2o. De las excepciones 
presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 201A por el término de 
tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las 
excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación 
con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. Las excepciones previas se 
formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General 
del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo 
del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto 
que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las 
excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión. Antes de la 
audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las excepciones previas, se declarará 
la terminación del proceso cuando se advierta el incumplimiento de requisitos de 
procedibilidad. 
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.» (Negrillas fuera de texto). 

 

Así entonces,  teniendo en cuenta el marco normativo y jurisprudencial expuesto, procede 
el Despacho a pronunciarse sobre los medios exceptivos formulados por la demandada 
Bogotá-Secretaría de Educación Distrital.  
 
1.- 2.- BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL 
 
2.1.- Formuló la excepción de la FALTA DE LEGITIMACIÓN  EN  LA  CAUSA  POR  
PASIVA”, por lo que precisa el Despacho, que la misma no tiene el carácter de previa, al 
no encontrarse enlistada en el artículo 100 del C.G.P., sino que es considerara una 
excepción perentoria nominada, por tener relación directa con las pretensiones de la 
demanda, porque de alguna manera controvierte de fondo la reclamación perseguida en 
el medio de control.  
 
Recuérdese, que la legitimidad o titularidad para accionar o ser accionado en un proceso, 
es presupuesto o requisito indispensable para la prosperidad de las pretensiones, y como 
tal, su ausencia no impide decidir de fondo el asunto, porque la decisión, precisamente 
será absolutoria si quien carece de interés para actuar es la parte demandada.  
 
Para tener legitimación en la causa, es suficiente con ser vinculado a un juicio, por lo 
tanto, para establecer si entre las partes existe una relación jurídica sustancial, que 
legitime para accionar o ser accionado, debe estudiarse de fondo el restablecimiento del 
derecho pretendido y determinar la configuración de la acción instaurada. 
 
Nótese, que los argumentos presentados por la demandada no se refieren a la 
legitimación en la causa de hecho o procesal, esta es la capacidad para intervenir en el 
proceso y ejercer los derechos de defensa y de contradicción, sino a la legitimación 
material en la causa, esto es sobre la relación jurídica sustancial y la determinación de la 
obligación legal de responder por las pretensiones de la demandada, y por lo tanto al 
fondo del asunto 
 
En consideración de lo anterior, sobre la excepción de Falta de Legitimación en la causa 
por Pasiva, no se pronunciará el Despacho en esta oportunidad, sino en la sentencia que 
ponga fin a la discusión planteada, por lo que teniendo en cuenta que la demanda se 
instauró también en contra de BOGOTA-SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, se 
continuará el proceso con la referida entidad, para  definir  finalmente en la sentencia, si 
le corresponde o no responder por el derecho que se reclama, circunstancia que obliga 
a mantener su vinculación procesal, toda vez que, no existen los elementos de juicio 
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necesarios para declarar probada  dicha excepción, y terminar el proceso por sentencia 
anticipada 
 
2.2.- La entidad encartada también propuso la excepción de, “NO COMPRENDER LA 
DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, por considerar que la 
demanda se debió dirigir contra la Fiduciaria La Previsora S.A., en su calidad de 
administradora de los recursos del Fondo, toda vez que, en virtud del Decreto 2831 de 
2005, por autorización de la Ley 91 de 1989, es quien debe pagar las prestaciones 
sociales reconocidas a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, atendiendo al contrato de fiducia celebrado entre dicha entidad fiduciaria 
y el Ministerio de Educación. 
 
Cita además el comunicado No 008 de fecha 11-02-2020, expedido por Fiduprevisora 
S.A, según el cual,  se precisa que a la luz del acuerdo No 39 de 1998, las Secretarías 
de Educación de la mano del área nominadora, deben liquidar los reportes de las 
cesantías e ingresar la información necesaria para llevar a cabo el proceso 
correspondiente a través de aplicativo Humano, para luego, generar el reporte respectivo, 
el cual debe ser remitido directamente a Fiduprevisora S.A, en las fechas previamente 
establecidas, con el fin de incluir a los docentes en nómina oportunamente.  
 
En aras de resolver la excepción formulada, es menester traer a colación lo señalado en 
la Ley 91 de 1989 (modificada parcialmente por la ley 812 de 2003), mediante la cual, se 
creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta 
especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 
personería jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 
economía mixta (art. 3)2. Dicho estatuto, en su artículo 5, señaló como uno de los 
objetivos del FOMAG, expresamente: “1.- Efectuar el pago de las prestaciones 
sociales del personal afiliado”; y a su vez, en su artículo 9, dispuso: “Las 
prestaciones sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del 
Magisterio, serán reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional, función que delegará de tal manera que realice en las entidades territoriales 
“(…)”. 
 
También es necesario señalar que el artículo 56 de la ley 962 de 20053, asignó a las 
secretarías de educación de las entidades territoriales la competencia para expedir los 
actos administrativos a través de los cuales se reconozcan las prestaciones a los 
docentes vinculados a sus plantas de personal; y que en virtud del artículo 9º de la ley 29 
de 19894, en esas entidades se depositó la facultad nominadora. 
 

                                                 
2  “Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o 

de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el 

correspondiente contrado (sic) de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de 

la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una 

suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional”. 

 
3 “ARTÍCULO 56. RACIONALIZACION DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el 

cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre 

vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de 

Educación de la entidad territorial “(…)”. 

 
4 “Artículo 9º.- El artículo 54 quedará así: Se asigna al Alcalde Mayor del Distrito Especial de Bogotá, y a los alcaldes 

municipales, las funciones de nombrar, trasladar, remover, controlar y, en general administrar el personal docente y 

administrativo de los establecimientos educativos nacionales o nacionalizados, plazas oficiales de colegios cooperativos, 

privados, jornadas adicionales, teniendo en cuenta las normas del Estatuto Docente y la Carrera Administrativa vigentes y que 

expidan en adelante el Congreso y el Gobierno Nacional, ajustándose a los cargos vacantes de las plantas de personal que 

apruebe el Gobierno Nacional y las disponibilidades presupuestales correspondientes. 
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Por otra parte, el Decreto 2831 de 2005, estableció el procedimiento para reconocer las 
prestaciones económicas a cargo del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, cuyas normas fueron recopiladas por el Decreto 1075 de 
2015, especialmente en los artículos 2.4.4.2.3.2.1, 2.4.4.2.3.2.2, 2.4.4.2.3.2.3 y 
2.4.4.2.3.2.4. 
 
Ahora bien, en virtud de lo señalado en el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, la Nación, 
Ministerio de Educación y la Fiduciaria la Previsora Ltda, mediante escritura pública No. 
0083 de 21 de junio de 1990, suscribieron contrato  de fiducia mercantil con el objeto de: 
“constituir una fiducia mercantil sobre los recursos que integran el Fondo Nacional del 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de que la Fiduciaria los administre, 
invierta y destine al cumplimento de los objetivos previstos para el fondo, conforme a las 
instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo.” 
 
Lo anterior, para efectos de concluir que, la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional tiene a su cargo el reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes, 
las que son pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Para 
tales efectos, las Secretarías de Educación de los entes territoriales en las que el docente 
prestó sus servicios, tienen a su cargo la elaboración y suscripción de la resolución de 
reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, previa aprobación de la sociedad 
fiduciaria que administra el patrimonio del FONPREMAG5. 
 
No obstante lo anterior, es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a 
quien le corresponde finalmente definir el reconocimiento y pago de los derechos 
prestacionales de los docentes afiliados, de acuerdo con el procedimiento que para tal 
efecto ha dispuesto el legislador y las normas reglamentarias, con posterioridad a la 
expedición de la Ley 91 de 1989. De lo anterior, se colige, que la entidad responsable de 
la financiación del emolumento objeto de controversia es la Nación – Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio a través 
de Fiduciaria La Previsora S.A. , sin perjuicio de lo señalado en el parágrafo 1º del artículo 
57 de la Ley 1955 de 2019, que en materia de la sanción moratoria, expresamente 
determinó la responsabilidad de las entidades territoriales, cuando el pago extemporáneo 
se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías a su cargo6. 

                                                 
5 “(“…”) Decreto 2831 de 2005. Artículo 3º. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 3º de la ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones 
sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales, o la dependencia que haga sus veces.  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 
docente, deberá: 
(“…”) 4.- Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del 
Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que adicionen o 
modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos 
en la ley. (“…”)” 
6 ARTÍCULO 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 

de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaria de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 

mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el 

Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 

administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de 

la entidad territorial. 

Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con 

el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos 

provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales - FONPET. En todo caso, el Fondo debe priorizar el 

pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 

Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio sólo podrán destinarse para garantizar el pago de las 

prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el 

pago de indemnizaciones económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. 

PARÁGRAFO . La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos 

eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 

radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de 



 

6 

 

 
Bajo este supuesto, en ningún caso la Fiduciaria la Previsora S.A., en su condición de 
administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, está llamada a responder por el reconocimiento de una prestación pensional 
en cabeza de un docente oficial, dado que su naturaleza es la de una sociedad de 
economía mixta del orden nacional, sometida al régimen de empresa industrial y 
comercial del estado, cuyo objeto no es el de definir la situación prestacional de un 
servidor público7. 
 
Al respecto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección 
C, con ponencia del Dr. Samuel Rodríguez Poveda, en sentencia del 1º de septiembre 
de 20218, precisó: 
 

“De las disposiciones precitadas y la jurisprudencia reciente del órgano de cierre de esta 
jurisdicción, se colige que aunque en la Ley 244 de 1995 en su artículo 2° parágrafo establece 
que el pago de las sanción por mora del pago tardío de las cesantías reconocidas al beneficiario 
se debe realizar por la entidad con recursos propios, no lo es menos que la obligación de 
reconocer y pagar dichos beneficios económicos, tales como las cesantías y la sanción moratoria 
respectiva a favor de los docentes oficiales, recae como tal en el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con cargo a los recursos del 
FOMAG actuando la Fiduciaria La Previsora como administradora de los mismos. 
 
De otra parte, se debe anotar que en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, por primera vez se 
consagra la responsabilidad del ente territorial del pago de la sanción por mora en el pago de las 
cesantías, en los eventos en que el pago extemporáneo se dé por el incumplimiento de los plazos 
para radicación o entrega de la solicitud por parte de las Secretarías de Educación. Sobre esto 
se debe decir que, como esta normativa entró en vigor el 25 de mayo de 2019, no es posible su 
aplicación retroactiva, sobre todo si se tiene en cuenta que la sanción moratoria en el caso 
concreto corrió en el periodo comprendido entre el 21 de septiembre de 2016 al 23 de abril de 
2017, motivo por el que no puede ser usada en este caso para endilgar responsabilidad alguna 
en las resultas del proceso a la Secretaría de Educación de Bogotá D.C.  
 
En virtud de lo expuesto, queda completamente claro que la competencia para el reconocimiento 
y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías a los docentes oficiales recae 
de manera exclusiva en la Nación – Ministerio de Educación – FOMAG. Siendo esto así, se 
declarará la falta de legitimación en la causa por pasiva de la Secretaría de Educación de Bogotá.  
 
No sucede lo mismo en el caso de la Fiduprevisora S.A., ya que la Nación– Ministerio de 
Educación Nacional paga la sanción objeto de estudio con cargo a los recursos del FOMAG, 
procedimiento en el que actúa la referida Fiduciaria como administradora de los mismo 
(…)(Subraya el Despacho). 

 
La misma tesis reiteró la H. Corporación, en sentencia del 26 de enero de 2022, con 
ponencia de la Dra. Amparo Oviedo Pinto9, en la que señaló: 
 

“Así entonces, si bien es cierto las secretarías de educación de los entes territoriales proyectan y 
suscriben la resolución de reconocimiento de las prestaciones sociales, no lo es menos que, esta 
función la ejercen única y exclusivamente en nombre y representación de la Nación – Ministerio 
de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio17 y con ella 
no comprometen la responsabilidad de la entidad territorial a la que representan.  
 
Con esta precisión reiteramos que en la pasiva de este tipo de procesos no puede estar ausente 
la Nación quien debe garantizar los recursos para esos pagos y la vinculación de las secretarías 
de educación se entiende a lugar como agentes del Fondo.  
 

                                                 
Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable 

únicamente del pago de las cesantías. 

(…)”. 
7 Sobre el particular, consultar SENTENCIA DE 18 DE AGOSTO DE 2011. CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN SEGUNDA, 

SUBSECCIÓN B, CON PONENCIA DEL CONSEJERO DR. GERARDO ARENAS MONSALVE. PROCESO CON RADICADO NO. 

6800-1231-5000-2004-02094-01(1887-08). 

 
8 Proceso con radicado No. 11001-33-35-012-2018-00560-01. DEMANDANTE: ALEJANDRA PATRICIA PEREIRA OSORIO. 
9 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN C. RADICADO NO. 11001-33-42-046-2019-
00235-01. DEMANDANTE: KARINA DEL PILAR SÁNCHEZ ARDILA. 
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De conformidad con lo expuesto en la norma transcrita, la entidad responsable de la financiación 
de este emolumento es la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio a través de Fiduciaria La Previsora S.A. 
 
Lo anterior, fue ratificado por el H. Consejo de Estado18, en sentencia del 1º de febrero de 2018, 
con ponencia del Dr. William Hernández, en la que señaló: (…) 
 
De conformidad con lo expuesto, se colige que la obligación de reconocer y pagar las cesantías 
y la sanción moratoria respectiva a favor de los docentes oficiales recae como tal en el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con 
cargo a sus recursos actuando la Fiduciaria La Previsora S.A. como administradora de estos” 
(Subraya el Despacho). 

 
Bajo las anteriores consideraciones, se concluye, que la excepción propuesta por la 
apoderada de Bogotá  - Secretaría de Educación Distrital, denominada, “NO 
COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, no 
está llamada a prosperar.  
 
2.3.- Las demás excepciones que denominó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, y 
“GENÉRICA O INNOMINADA”, considera el Despacho, que son de mérito, y en 
consecuencia, al tener relación directa con el fondo del asunto planteado y hacer parte 
de los argumentos de defensa de la entidad demandada, quedarán decididas en la 
sentencia que ponga fin a esta instancia.  
 
2. La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como se expuso en precedencia, 
presentó escrito de contestación de la demanda en forma extemporánea. 
 
Ahora bien, precisado lo anterior, considera el Despacho, que en el presente asunto 
resulta procedente dictar Sentencia Anticipada, conforme a las previsiones del artículo 
182A de la Ley 1437 de 2011, previa fijación del litigio, incorporación de las pruebas 
aportadas, decisión sobre las pruebas pedidas y traslado para alegar, al concurrir las 
causales previstas en los literales a) y d) del numeral 1º de la norma en cita, que 
establecen la posibilidad de dictar sentencia anticipada, a) “Cuando se trate de asuntos 
de puro derecho”, d) “Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 
inconducentes o inútiles”. 
 
Advierte el Despacho, que la parte demandante, solicitó pruebas documentales, como se 
evidencia  en su escrito de demanda archivos 03.Demanda.pdf. La Secretaría de 
Educación Distrital, por su parte, no solicitó la práctica de pruebas, y allegó el expediente 
administrativo correspondiente a la parte actora, archivo 
09.ContestaciónDemandaSecretaríaEducación. 
 
No obstante lo anterior,  se evidencia , que  las documentales allegadas con la demanda 
y su contestación dentro de las que se encuentra el expediente administrativo, y a  las 
que se les dará el valor legal que les corresponda, son suficientes para adoptar de 
manera anticipada la decisión que a esta instancia corresponda, por lo que el recaudo de 
las pruebas solicitadas no resulta necesario. Además, porque como se indicó en 
precedencia, el litigio versa sobre un asunto de puro derecho que no es otro que definir 
si  la parte actora tiene derecho a que las demandadas en forma solidaria le reconozcan 
y paguen la sanción por mora en la consignación de las cesantías, conforme al artículo 
99 de la Ley 50 de 1990, y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 
cesantías, conforme a lo previsto en el artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 
y Decreto Nacional 1176 de 1991, y como ya se expuso, las pruebas allegadas con la 
demanda y las contestaciones permiten tomar una decisión de fondo. 
 
Así entonces, procede el Despacho a Fijar el Litigio, el cual se circunscribe a determinar 
lo siguiente: 
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Problemas Jurídicos.   
 
- ¿Se presentan los supuestos fácticos y jurídicos para declarar la existencia del silencio 
administrativo negativo y la consecuente nulidad del acto ficto o presunto derivado de la 
petición presentada por la demandante señora MARTHA CECILIA VIZCAINO 
CASTAÑEDA ante la Secretaría de Educación de Bogotá, el  27 de septiembre de 2021, 
relativa al reconocimiento y pago de la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la 
Ley 50 de 1990,  por la no consignación oportuna de las cesantías del 2020, desde el 15 
de febrero de 2021 hasta el momento en que se acredite el pago en la cuenta individual 
del docente, y a la indemnización por pago tardío de los intereses a las cesantías, 
conforme al artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 
de 1991?    

 

- ¿Le asiste derecho a la demandante,  señora MARTHA CECILIA VIZCAINO 
CASTAÑEDA, a que las entidades demandadas,  NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO Y BOGOTÁ D.C.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, le 
reconozcan, liquiden y paguen la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 
50 de 1990, equivalente a un día de salario por cada día de retardo desde el 15 de febrero 
de 2021,  por la no consignación oportuna de las cesantías del año 2020, y la 
indemnización por el pago tardío de los intereses  a las cesantías, causados durante el 
año 2020, establecidos en el artículo1o de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto 
1176 de 1991? 

Deberá determinarse igualmente, de resultar favorables las pretensiones, si le asiste 
derecho al reconocimiento de intereses moratorios, indexación y condena en costas. 
 
Conforme a lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

 

Primero: Declarar no probada la excepción de, “NO COMPRENDER LA DEMANDA A 

TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, propuesta por la entidad demandada, 

BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, de acuerdo a las 

razones expuestas en esta providencia. 

 

Segundo: Diferir para el fallo la decisión de la excepción “FALTA DE LEGITIMACIÓN 

EN LA CAUSA POR PASIVA”, propuesta por BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN D E BOGOTA, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 
Tercero: Las demás excepciones formuladas por la demandada, al ser de mérito o de 
fondo, quedarán resueltas con la sentencia que ponga fin a  esta instancia, como se indicó 
en la parte motiva de esta providencia 
 
Cuarto: Fijar el Litigio, en los términos señalados en la parte considerativa de esta 
providencia.  
 
Quinto: Incorporar al proceso, las pruebas aportadas por las partes con la demanda y la 
contestación. 
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Sexto: Negar las pruebas documentales solicitadas por la parte demandante, conforme 
a lo expuesto en la parte motiva. 
 
Séptimo: Ordenar  a las partes, presentar sus alegatos de conclusión, dentro del término 
de diez (10) días, siguientes a la notificación de este auto,  y al Ministerio Público, a fin 
de que se sirva rendir concepto si a bien lo tiene, dentro del mismo término. 
  

Octavo: Se reconoce personería a la abogada CATALINA CELEMIN CARDOSO, 

identificada con cédula de ciudadanía No. 1.110.453.991 y portadora de la Tarjeta 

Profesional No. 201.409 del C. S. de la J., en calidad de apoderada general de la 

demandada NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y al abogado YEISON 

LEONARDO GARZÓN GÓMEZ, identificado con cédula de ciudadanía No. 80.912.758 

de Bogotá, y portador de la Tarjeta Profesional No. 218.185 del C. S. de la J., como 

apoderado sustituto de la referida entidad, de conformidad con los artículos 74 y 75 del 

C.G.P., en armonía con el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011, conforme a la documental 

allegada al proceso para tal fin. 

 

Noveno: Se reconoce personería al abogado JUAN CARLOS JIMÉNEZ TRIANA, 

identificado con cédula de ciudadanía 1.015.407.639 y portador de la Tarjeta Profesional 

No. 213.500 del C. S. de la J., representante legal de la firma JIMÉNEZ Y CALDERÓN 

ABOGADOS S.A.S., y/o JOSÉ GABRIEL CALDERÓN GARCÍA, en calidad de apoderado 

general de la demandada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, y a la abogada 

VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO, identificada con cédula de ciudadanía No. 

1.032.471.577 de Bogotá, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 342.450 del C. S. de 

la J., como apoderada sustituta de la referida entidad, conforme a la documental allegada 

al proceso, de conformidad con los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con el artículo 

160 de la Ley 1437 de 2011. De igual forma, y teniendo en cuenta que presentan renuncia 

al poder conferido, y que ésta cumple con los presupuestos exigidos en el artículo 76 del 

C.G.P., se acepta la misma (archivo11.renuncia). 

 
 
Link proceso: 11001333500720220038700  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 249 

 

Marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  EXP. N. R. 11001-33-35-007-2022-00396-00 

DEMANDANTE: CLARA REBECA CASTRO DE CORREA 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO - –DISTRITO    CAPITAL –SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTA 

 
El parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  faculta al Juez de lo Contencioso Administrativo, para decidir las 
excepciones previas, según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso.  
 
La norma en cita, además dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 
extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 
previstos en el numeral 3º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011. 
 
A su vez, el numeral 1º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, adicionado por la ley 
2080 de 2021, exige que cuando se verifique el cumplimiento de los requisitos necesarios 
para dictar sentencia anticipada, mediante auto motivado se resolverán las excepciones 
previas, fijará el litigio u objeto de la controversia y habrá un pronunciamiento sobre las 
pruebas, cuando a ello hubiere lugar, para finalmente descorrer traslado para alegar de 
conclusión. 

 
ANTECEDENTES 

 
Integrada la litis, se observa que la demandada, BOGOTÁ D.C.- SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DISTRITAL, contestó oportunamente la demanda, como consta en el 
archivo digital “09.ContestacionDemandaSecretariaDeEducacion.pdf” y propuso las 
excepciones que denominó, “NO COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS 
LITISCONSORTES NECESARIOS”,”FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR 
PASIVA”, INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, Y “GENÉRICA O INNOMINADA”.  
 
Por su parte, La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, no contestó la 
demanda, no obstante que fue notificado oportunamente (archivo digital 
08.NotificaciónEntidadesDemandadas). 
 
Conforme al parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 
38 de la Ley 2080 de 2021, el 15 de marzo de 2023 
(“12.ConstanciaTrasladoExcepciones.pdf”), se corrió traslado por Secretaría, a la parte 
actora de dichas excepciones. 
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Ahora bien, es del caso señalar, que con ocasión de los cambios introducidos por la Ley 
2080 de 2021, al CPACA, particularmente en materia de excepciones, el H. Consejo de 
Estado1, manifestó lo siguiente:  
 

“(…) En primer lugar, es necesario precisar que las excepciones previas se caracterizan 
por su propósito de controvertir el procedimiento, es decir, atacan aquellos elementos que 
constituyen aspectos de forma respecto del trámite procesal, los cuales en el evento de ser 
subsanados en el término de traslado, tal como lo regula en numeral 1.° del artículo 101 
del CGP, permitirán consecuentemente y en la etapa procesal procedente, proferir una 
decisión de fondo (…) 
 
Por su parte, las excepciones perentorias tienen relación directa con las pretensiones 
de la demanda, comoquiera que constituyen herramientas de defensa que atacan 
específicamente la solicitud judicial que propone la parte demandante de la litis y, en esa 
medida controvierten de fondo la reclamación perseguida en el medio de control. Estas 
se clasifican en nominadas e innominadas, las primeras tienen la capacidad de 
poner fin al proceso, aunque no ataquen el derecho propiamente dicho y 
corresponden a cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, según el parágrafo 2.° del artículo 175 del 
CPACA. (…) 
 
Pues bien, antes de la vigencia de la Ley 2080 de 2021, la Ley 1437 consagraba en el 
numeral 6.º del artículo 180 que vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el juez o magistrado ponente convocaría a una audiencia que 
se sujetaría, entre otras reglas, a la decisión de excepciones previas y mixtas. Señalaba 
textualmente: «El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición de parte, resolverá 
sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, 
falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva» 
 
No obstante, tal posibilidad, esto es, la de pronunciarse sobre las excepciones 
previas y las antes llamadas mixtas, presentó una modificación con la Ley 2080 
de la siguiente manera: «[…] Vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una audiencia que 
se sujetará a las siguientes reglas: […] 6. Decisión de excepciones previas 
pendientes de resolver. El juez o magistrado ponente practicará las pruebas 
decretadas en el auto de citación a audiencia y decidirá las excepciones previas 
pendientes de resolver […]». (…) 
 
Así las cosas, se tiene que el parágrafo 2.º del artículo 175 del CPACA, por indicación 
expresa, determinó que los únicos medios exceptivos que se resuelven antes y 
durante el desarrollo de la audiencia inicial son las excepciones previas, al señalar 
que se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso. (…) 
 
En ese orden de ideas, la resolución de defensa materializada en las excepciones 
perentorias nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes de la 
audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino que solo se declararán 
fundadas por medio de sentencia anticipada, acorde con los lineamientos 
precisados en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA o, de lo contrario, 
esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o demostradas, el juzgador 
tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria que defina de fondo las 
pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187 del CPACA. (…)” (Negrillas 
y subrayas fuera de texto). 

 

En efecto, el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  señala: 
 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A CONSEJERO PONENTE: 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ Bogotá D.C., dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) - Referencia: NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Radicación: 05001-23-33-000-2019-02462-01 (2648-2021) Demandante: MÉLIDA MARINA VILLA 
RENDÓN Demandado: MUNICIPIO DE MEDELLÍN Y OTROS. Tema: Improcedencia de la resolución de la excepción de caducidad en la 
audiencia inicial. Ley 2080 de 2021. 
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«Artículo 175. Contestación de la demanda. […] Parágrafo 2o. De las excepciones 
presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 201A por el término de 
tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las 
excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación 
con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. Las excepciones previas se 
formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General 
del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo 
del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto 
que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las 
excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión. Antes de la 
audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las excepciones previas, se declarará 
la terminación del proceso cuando se advierta el incumplimiento de requisitos de 
procedibilidad. 
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.» (Negrillas fuera de texto). 

 

Así entonces,  teniendo en cuenta el marco normativo y jurisprudencial expuesto, procede 
el Despacho a pronunciarse sobre los medios exceptivos formulados por la demandada 
Bogotá-Secretaría de Educación Distrital.  
 
1.- 2.- BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL 
 
2.1.- Formuló la excepción de la FALTA DE LEGITIMACIÓN  EN  LA  CAUSA  POR  
PASIVA”, por lo que precisa el Despacho, que la misma no tiene el carácter de previa, al 
no encontrarse enlistada en el artículo 100 del C.G.P., sino que es considerara una 
excepción perentoria nominada, por tener relación directa con las pretensiones de la 
demanda, porque de alguna manera controvierte de fondo la reclamación perseguida en 
el medio de control.  
 
Recuérdese, que la legitimidad o titularidad para accionar o ser accionado en un proceso, 
es presupuesto o requisito indispensable para la prosperidad de las pretensiones, y como 
tal, su ausencia no impide decidir de fondo el asunto, porque la decisión, precisamente 
será absolutoria si quien carece de interés para actuar es la parte demandada.  
 
Para tener legitimación en la causa, es suficiente con ser vinculado a un juicio, por lo 
tanto, para establecer si entre las partes existe una relación jurídica sustancial, que 
legitime para accionar o ser accionado, debe estudiarse de fondo el restablecimiento del 
derecho pretendido y determinar la configuración de la acción instaurada. 
 
Nótese, que los argumentos presentados por la demandada no se refieren a la 
legitimación en la causa de hecho o procesal, esta es la capacidad para intervenir en el 
proceso y ejercer los derechos de defensa y de contradicción, sino a la legitimación 
material en la causa, esto es sobre la relación jurídica sustancial y la determinación de la 
obligación legal de responder por las pretensiones de la demandada, y por lo tanto al 
fondo del asunto 
 
En consideración de lo anterior, sobre la excepción de Falta de Legitimación en la causa 
por Pasiva, no se pronunciará el Despacho en esta oportunidad, sino en la sentencia que 
ponga fin a la discusión planteada, por lo que teniendo en cuenta que la demanda se 
instauró también en contra de BOGOTA-SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, se 
continuará el proceso con la referida entidad, para  definir  finalmente en la sentencia, si 
le corresponde o no responder por el derecho que se reclama, circunstancia que obliga 
a mantener su vinculación procesal, toda vez que, no existen los elementos de juicio 
necesarios para declarar probada  dicha excepción, y terminar el proceso por sentencia 
anticipada 
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2.2.- La entidad encartada también propuso la excepción de, “NO COMPRENDER LA 
DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, por considerar que la 
demanda se debió dirigir contra la Fiduciaria La Previsora S.A., en su calidad de 
administradora de los recursos del Fondo, toda vez que, en virtud del Decreto 2831 de 
2005, por autorización de la Ley 91 de 1989, es quien debe pagar las prestaciones 
sociales reconocidas a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, atendiendo al contrato de fiducia celebrado entre dicha entidad fiduciaria 
y el Ministerio de Educación. 
 
Cita además el comunicado No 008 de fecha 11-02-2020, expedido por Fiduprevisora 
S.A, según el cual,  se precisa que a la luz del acuerdo No 39 de 1998, las Secretarías 
de Educación de la mano del área nominadora, deben liquidar los reportes de las 
cesantías e ingresar la información necesaria para llevar a cabo el proceso 
correspondiente a través de aplicativo Humano, para luego, generar el reporte respectivo, 
el cual debe ser remitido directamente a Fiduprevisora S.A, en las fechas previamente 
establecidas, con el fin de incluir a los docentes en nómina oportunamente.  
 
En aras de resolver la excepción formulada, es menester traer a colación lo señalado en 
la Ley 91 de 1989 (modificada parcialmente por la ley 812 de 2003), mediante la cual, se 
creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta 
especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 
personería jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 
economía mixta (art. 3)2. Dicho estatuto, en su artículo 5, señaló como uno de los 
objetivos del FOMAG, expresamente: “1.- Efectuar el pago de las prestaciones 
sociales del personal afiliado”; y a su vez, en su artículo 9, dispuso: “Las 
prestaciones sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del 
Magisterio, serán reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional, función que delegará de tal manera que realice en las entidades territoriales 
“(…)”. 
 
También es necesario señalar que el artículo 56 de la ley 962 de 20053, asignó a las 
secretarías de educación de las entidades territoriales la competencia para expedir los 
actos administrativos a través de los cuales se reconozcan las prestaciones a los 
docentes vinculados a sus plantas de personal; y que en virtud del artículo 9º de la ley 29 
de 19894, en esas entidades se depositó la facultad nominadora. 
 
Por otra parte, el Decreto 2831 de 2005, estableció el procedimiento para reconocer las 
prestaciones económicas a cargo del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, cuyas normas fueron recopiladas por el Decreto 1075 de 

                                                 
2  “Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o 

de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el 

correspondiente contrado (sic) de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de 

la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una 

suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional”. 

 
3 “ARTÍCULO 56. RACIONALIZACION DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el 

cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre 

vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de 

Educación de la entidad territorial “(…)”. 

 
4 “Artículo 9º.- El artículo 54 quedará así: Se asigna al Alcalde Mayor del Distrito Especial de Bogotá, y a los alcaldes 

municipales, las funciones de nombrar, trasladar, remover, controlar y, en general administrar el personal docente y 

administrativo de los establecimientos educativos nacionales o nacionalizados, plazas oficiales de colegios cooperativos, 

privados, jornadas adicionales, teniendo en cuenta las normas del Estatuto Docente y la Carrera Administrativa vigentes y que 

expidan en adelante el Congreso y el Gobierno Nacional, ajustándose a los cargos vacantes de las plantas de personal que 

apruebe el Gobierno Nacional y las disponibilidades presupuestales correspondientes. 
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2015, especialmente en los artículos 2.4.4.2.3.2.1, 2.4.4.2.3.2.2, 2.4.4.2.3.2.3 y 
2.4.4.2.3.2.4. 
 
Ahora bien, en virtud de lo señalado en el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, la Nación, 
Ministerio de Educación y la Fiduciaria la Previsora Ltda, mediante escritura pública No. 
0083 de 21 de junio de 1990, suscribieron contrato  de fiducia mercantil con el objeto de: 
“constituir una fiducia mercantil sobre los recursos que integran el Fondo Nacional del 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de que la Fiduciaria los administre, 
invierta y destine al cumplimento de los objetivos previstos para el fondo, conforme a las 
instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo.” 
 
Lo anterior, para efectos de concluir que, la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional tiene a su cargo el reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes, 
las que son pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Para 
tales efectos, las Secretarías de Educación de los entes territoriales en las que el docente 
prestó sus servicios, tienen a su cargo la elaboración y suscripción de la resolución de 
reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, previa aprobación de la sociedad 
fiduciaria que administra el patrimonio del FONPREMAG5. 
 
No obstante lo anterior, es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a 
quien le corresponde finalmente definir el reconocimiento y pago de los derechos 
prestacionales de los docentes afiliados, de acuerdo con el procedimiento que para tal 
efecto ha dispuesto el legislador y las normas reglamentarias, con posterioridad a la 
expedición de la Ley 91 de 1989. De lo anterior, se colige, que la entidad responsable de 
la financiación del emolumento objeto de controversia es la Nación – Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio a través 
de Fiduciaria La Previsora S.A. , sin perjuicio de lo señalado en el parágrafo 1º del artículo 
57 de la Ley 1955 de 2019, que en materia de la sanción moratoria, expresamente 
determinó la responsabilidad de las entidades territoriales, cuando el pago extemporáneo 
se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías a su cargo6. 

                                                 
5 “(“…”) Decreto 2831 de 2005. Artículo 3º. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 3º de la ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones 
sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales, o la dependencia que haga sus veces.  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 
docente, deberá: 
(“…”) 4.- Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del 
Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que adicionen o 
modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos 
en la ley. (“…”)” 
6 ARTÍCULO 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 

de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaria de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 

mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el 

Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 

administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de 

la entidad territorial. 

Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con 

el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos 

provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales - FONPET. En todo caso, el Fondo debe priorizar el 

pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 

Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio sólo podrán destinarse para garantizar el pago de las 

prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el 

pago de indemnizaciones económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. 

PARÁGRAFO . La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos 

eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 

radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable 

únicamente del pago de las cesantías. 

(…)”. 
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Bajo este supuesto, en ningún caso la Fiduciaria la Previsora S.A., en su condición de 
administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, está llamada a responder por el reconocimiento de una prestación pensional 
en cabeza de un docente oficial, dado que su naturaleza es la de una sociedad de 
economía mixta del orden nacional, sometida al régimen de empresa industrial y 
comercial del estado, cuyo objeto no es el de definir la situación prestacional de un 
servidor público7. 
 
Al respecto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección 
C, con ponencia del Dr. Samuel Rodríguez Poveda, en sentencia del 1º de septiembre 
de 20218, precisó: 
 

“De las disposiciones precitadas y la jurisprudencia reciente del órgano de cierre de esta 
jurisdicción, se colige que aunque en la Ley 244 de 1995 en su artículo 2° parágrafo establece 
que el pago de las sanción por mora del pago tardío de las cesantías reconocidas al beneficiario 
se debe realizar por la entidad con recursos propios, no lo es menos que la obligación de 
reconocer y pagar dichos beneficios económicos, tales como las cesantías y la sanción moratoria 
respectiva a favor de los docentes oficiales, recae como tal en el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con cargo a los recursos del 
FOMAG actuando la Fiduciaria La Previsora como administradora de los mismos. 
 
De otra parte, se debe anotar que en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, por primera vez se 
consagra la responsabilidad del ente territorial del pago de la sanción por mora en el pago de las 
cesantías, en los eventos en que el pago extemporáneo se dé por el incumplimiento de los plazos 
para radicación o entrega de la solicitud por parte de las Secretarías de Educación. Sobre esto 
se debe decir que, como esta normativa entró en vigor el 25 de mayo de 2019, no es posible su 
aplicación retroactiva, sobre todo si se tiene en cuenta que la sanción moratoria en el caso 
concreto corrió en el periodo comprendido entre el 21 de septiembre de 2016 al 23 de abril de 
2017, motivo por el que no puede ser usada en este caso para endilgar responsabilidad alguna 
en las resultas del proceso a la Secretaría de Educación de Bogotá D.C.  
 
En virtud de lo expuesto, queda completamente claro que la competencia para el reconocimiento 
y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías a los docentes oficiales recae 
de manera exclusiva en la Nación – Ministerio de Educación – FOMAG. Siendo esto así, se 
declarará la falta de legitimación en la causa por pasiva de la Secretaría de Educación de Bogotá.  
 
No sucede lo mismo en el caso de la Fiduprevisora S.A., ya que la Nación– Ministerio de 
Educación Nacional paga la sanción objeto de estudio con cargo a los recursos del FOMAG, 
procedimiento en el que actúa la referida Fiduciaria como administradora de los mismo 
(…)(Subraya el Despacho). 

 
La misma tesis reiteró la H. Corporación, en sentencia del 26 de enero de 2022, con 
ponencia de la Dra. Amparo Oviedo Pinto9, en la que señaló: 
 

“Así entonces, si bien es cierto las secretarías de educación de los entes territoriales proyectan y 
suscriben la resolución de reconocimiento de las prestaciones sociales, no lo es menos que, esta 
función la ejercen única y exclusivamente en nombre y representación de la Nación – Ministerio 
de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio17 y con ella 
no comprometen la responsabilidad de la entidad territorial a la que representan.  
 
Con esta precisión reiteramos que en la pasiva de este tipo de procesos no puede estar ausente 
la Nación quien debe garantizar los recursos para esos pagos y la vinculación de las secretarías 
de educación se entiende a lugar como agentes del Fondo.  
 
De conformidad con lo expuesto en la norma transcrita, la entidad responsable de la financiación 
de este emolumento es la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio a través de Fiduciaria La Previsora S.A. 

                                                 
7 Sobre el particular, consultar SENTENCIA DE 18 DE AGOSTO DE 2011. CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN SEGUNDA, 

SUBSECCIÓN B, CON PONENCIA DEL CONSEJERO DR. GERARDO ARENAS MONSALVE. PROCESO CON RADICADO NO. 

6800-1231-5000-2004-02094-01(1887-08). 

 
8 Proceso con radicado No. 11001-33-35-012-2018-00560-01. DEMANDANTE: ALEJANDRA PATRICIA PEREIRA OSORIO. 
9 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN C. RADICADO NO. 11001-33-42-046-2019-
00235-01. DEMANDANTE: KARINA DEL PILAR SÁNCHEZ ARDILA. 
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Lo anterior, fue ratificado por el H. Consejo de Estado18, en sentencia del 1º de febrero de 2018, 
con ponencia del Dr. William Hernández, en la que señaló: (…) 
 
De conformidad con lo expuesto, se colige que la obligación de reconocer y pagar las cesantías 
y la sanción moratoria respectiva a favor de los docentes oficiales recae como tal en el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con 
cargo a sus recursos actuando la Fiduciaria La Previsora S.A. como administradora de estos” 
(Subraya el Despacho). 

 
Bajo las anteriores consideraciones, se concluye, que la excepción propuesta por la 
apoderada de Bogotá  - Secretaría de Educación Distrital, denominada, “NO 
COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, no 
está llamada a prosperar.  
 
2.3.- Las demás excepciones que denominó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, y 
“GENÉRICA O INNOMINADA”, considera el Despacho, que son de mérito, y en 
consecuencia, al tener relación directa con el fondo del asunto planteado y hacer parte 
de los argumentos de defensa de la entidad demandada, quedarán decididas en la 
sentencia que ponga fin a esta instancia.  
 
2. La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como se expuso en precedencia, no 
presentó escrito de contestación de la demanda, no obstante fue debidamente notificado. 
 
Ahora bien, precisado lo anterior, considera el Despacho, que en el presente asunto 
resulta procedente dictar Sentencia Anticipada, conforme a las previsiones del artículo 
182A de la Ley 1437 de 2011, previa fijación del litigio, incorporación de las pruebas 
aportadas, decisión sobre las pruebas pedidas y traslado para alegar, al concurrir las 
causales previstas en los literales a) y d) del numeral 1º de la norma en cita, que 
establecen la posibilidad de dictar sentencia anticipada, a) “Cuando se trate de asuntos 
de puro derecho”, d) “Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 
inconducentes o inútiles”. 
 
Advierte el Despacho, que la parte demandante, solicitó pruebas documentales, como se 
evidencia  en su escrito de demanda archivos 03.Demanda.pdf. La Secretaría de 
Educación Distrital, por su parte, no solicitó la práctica de pruebas, y allegó el expediente 
administrativo correspondiente a la parte actora, archivo 
09.ContestaciónDemandaSecretaríaEducación. 
 
No obstante lo anterior,  se evidencia , que  las documentales allegadas con la demanda 
y su contestación dentro de las que se encuentra el expediente administrativo, y a  las 
que se les dará el valor legal que les corresponda, son suficientes para adoptar de 
manera anticipada la decisión que a esta instancia corresponda, por lo que el recaudo de 
las pruebas solicitadas no resulta necesario. Además, porque como se indicó en 
precedencia, el litigio versa sobre un asunto de puro derecho que no es otro que definir 
si  la parte actora tiene derecho a que las demandadas en forma solidaria le reconozcan 
y paguen la sanción por mora en la consignación de las cesantías, conforme al artículo 
99 de la Ley 50 de 1990, y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 
cesantías, conforme a lo previsto en el artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 
y Decreto Nacional 1176 de 1991, y como ya se expuso, las pruebas allegadas con la 
demanda y las contestaciones permiten tomar una decisión de fondo. 
 
Así entonces, procede el Despacho a Fijar el Litigio, el cual se circunscribe a determinar 
lo siguiente: 
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Problemas Jurídicos.   
 
- ¿Se presentan los supuestos fácticos y jurídicos para declarar la existencia del silencio 
administrativo negativo y la consecuente nulidad del acto ficto o presunto derivado de la 
petición presentada por la demandante señora CLARA REBECA CASTRO DE CORREA 
ante la Secretaría de Educación de Bogotá, el 13 de octubre de 2021, relativa al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 
1990,  por la no consignación oportuna de las cesantías del 2020, desde el 15 de febrero 
de 2021 hasta el momento en que se acredite el pago en la cuenta individual del docente, 
y a la indemnización por pago tardío de los intereses a las cesantías, conforme al artículo 
1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991?    

 

- ¿Le asiste derecho a la demandante, señora CLARA REBECA CASTRO DE 
CORREA, a que las entidades demandadas,  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
Y BOGOTÁ D.C.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, le reconozcan, liquiden 
y paguen la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, equivalente 
a un día de salario por cada día de retardo desde el 15 de febrero de 2021,  por la no 
consignación oportuna de las cesantías del año 2020, y la indemnización por el pago 
tardío de los intereses  a las cesantías, causados durante el año 2020, establecidos en 
el artículo1o de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991? 

Deberá determinarse igualmente, de resultar favorables las pretensiones, si le asiste 
derecho al reconocimiento de intereses moratorios, indexación y condena en costas. 
 
Conforme a lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

 

Primero: Declarar no probada la excepción de, “NO COMPRENDER LA DEMANDA A 

TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, propuesta por la entidad demandada, 

BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, de acuerdo a las 

razones expuestas en esta providencia. 

 

Segundo: Diferir para el fallo la decisión de la excepción “FALTA DE LEGITIMACIÓN 

EN LA CAUSA POR PASIVA”, propuesta por BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN D E BOGOTA, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 
Tercero: Las demás excepciones formuladas por la demandada, al ser de mérito o de 
fondo, quedarán resueltas con la sentencia que ponga fin a  esta instancia, como se indicó 
en la parte motiva de esta providencia 
 
Cuarto: Fijar el Litigio, en los términos señalados en la parte considerativa de esta 
providencia.  
 
Quinto: Incorporar al proceso, las pruebas aportadas por las partes con la demanda y la 
contestación. 
 
Sexto: Negar las pruebas documentales solicitadas por la parte demandante, conforme 
a lo expuesto en la parte motiva. 
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Séptimo: Ordenar  a las partes, presentar sus alegatos de conclusión, dentro del término 
de diez (10) días, siguientes a la notificación de este auto,  y al Ministerio Público, a fin 
de que se sirva rendir concepto si a bien lo tiene, dentro del mismo término. 
  
Octavo:  Se reconoce personería al abogado JUAN CARLOS JIMÉNEZ TRIANA, 

identificado con cédula de ciudadanía 1.015.407.639 y portador de la Tarjeta Profesional 

No. 213.500 del C. S. de la J., representante legal de la firma JIMÉNEZ Y CALDERÓN 

ABOGADOS S.A.S., y/o JOSÉ GABRIEL CALDERÓN GARCÍA, en calidad de apoderado 

general de la demandada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, y a la abogada 

VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO, identificada con cédula de ciudadanía No. 

1.032.471.577 de Bogotá, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 342.450 del C. S. de 

la J., como apoderada sustituta de la referida entidad, conforme a la documental allegada 

al proceso, de conformidad con los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con el artículo 

160 de la Ley 1437 de 2011. De igual forma, y teniendo en cuenta que presentan renuncia 

al poder conferido, y que ésta cumple con los presupuestos exigidos en el artículo 76 del 

C.G.P., se acepta la misma (archivo10.renuncia). 

 
Link proceso:  11001333500720220039600  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO 

7 
ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ 

POR ANOTACIÓN EN ESTADO ELECTRÓNICO  

NO. 017 

DE FECHA:  31 DE MARZO DE  2023 

SE NOTIFICA A LAS PARTES, LA PROVIDENCIA 

ANTERIOR LA SECRETARIA  

 

 

                                               

Firmado Por:

Guerti  Martinez Olaya

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 007 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 1b8f1403602564c036ac43b99a5eb69a9be40ada49570e902915367b1a85aa9a

Documento generado en 30/03/2023 07:53:26 AM

 

https://etbcsj.sharepoint.com/:f:/s/JUZGADOSPTIMOADTIVOBOGOT/Eu9zgqOKk1xLo9aD-Xp5IgABXAZ9TSX9B9H16OnNeGgakw?e=e1Olp0


Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

1 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, 

D.C., SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No.248 

 

Marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIA:  EXP. N. R. 11001-33-35-007-2022-00410-00 

DEMANDANTE: SONIA LUFI CAMACHO GONZÁLEZ 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO - –DISTRITO    CAPITAL –SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DE BOGOTA 

 
El parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  faculta al Juez de lo Contencioso Administrativo, para decidir las 
excepciones previas, según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso.  
 
La norma en cita, además dispone que las excepciones de cosa juzgada, caducidad, 
transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y prescripción 
extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos 
previstos en el numeral 3º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011. 
 
A su vez, el numeral 1º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, adicionado por la ley 
2080 de 2021, exige que cuando se verifique el cumplimiento de los requisitos necesarios 
para dictar sentencia anticipada, mediante auto motivado se resolverán las excepciones 
previas, fijará el litigio u objeto de la controversia y habrá un pronunciamiento sobre las 
pruebas, cuando a ello hubiere lugar, para finalmente descorrer traslado para alegar de 
conclusión. 

 
ANTECEDENTES 

 
Integrada la litis, se observa que la demandada, BOGOTÁ D.C.- SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DISTRITAL, contestó oportunamente la demanda, como consta en el 
archivo digital “09.ContestacionDemandaSecretariaDeEducacion.pdf” y propuso las 
excepciones que denominó, “NO COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS 
LITISCONSORTES NECESARIOS”,”FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR 
PASIVA”, INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, Y “GENÉRICA O INNOMINADA”.  
 
Por su parte, La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, presentó escrito de 
contestación de la demanda en forma extemporánea, toda vez que ésta fue notificada el 
17 de enero de 2023 y el referido escrito fue presentado el 10 de marzo del mismo año 
(archivo digital 07.NotificaciónEntidadesDemandadas, 12.ContestacionDemanda). 
 
Conforme al parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 
38 de la Ley 2080 de 2021, el 15 de marzo de 2023 
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(“13.ConstanciaTrasladoExcepciones.pdf”), se corrió traslado por Secretaría, a la parte 
actora de dichas excepciones. 
 
Ahora bien, es del caso señalar, que con ocasión de los cambios introducidos por la Ley 
2080 de 2021, al CPACA, particularmente en materia de excepciones, el H. Consejo de 
Estado1, manifestó lo siguiente:  
 

“(…) En primer lugar, es necesario precisar que las excepciones previas se caracterizan 
por su propósito de controvertir el procedimiento, es decir, atacan aquellos elementos que 
constituyen aspectos de forma respecto del trámite procesal, los cuales en el evento de ser 
subsanados en el término de traslado, tal como lo regula en numeral 1.° del artículo 101 
del CGP, permitirán consecuentemente y en la etapa procesal procedente, proferir una 
decisión de fondo (…) 
 
Por su parte, las excepciones perentorias tienen relación directa con las pretensiones 
de la demanda, comoquiera que constituyen herramientas de defensa que atacan 
específicamente la solicitud judicial que propone la parte demandante de la litis y, en esa 
medida controvierten de fondo la reclamación perseguida en el medio de control. Estas 
se clasifican en nominadas e innominadas, las primeras tienen la capacidad de 
poner fin al proceso, aunque no ataquen el derecho propiamente dicho y 
corresponden a cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, según el parágrafo 2.° del artículo 175 del 
CPACA. (…) 
 
Pues bien, antes de la vigencia de la Ley 2080 de 2021, la Ley 1437 consagraba en el 
numeral 6.º del artículo 180 que vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el juez o magistrado ponente convocaría a una audiencia que 
se sujetaría, entre otras reglas, a la decisión de excepciones previas y mixtas. Señalaba 
textualmente: «El Juez o Magistrado Ponente, de oficio o a petición de parte, resolverá 
sobre las excepciones previas y las de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, 
falta de legitimación en la causa y prescripción extintiva» 
 
No obstante, tal posibilidad, esto es, la de pronunciarse sobre las excepciones 
previas y las antes llamadas mixtas, presentó una modificación con la Ley 2080 
de la siguiente manera: «[…] Vencido el término de traslado de la demanda o de la de 
reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una audiencia que 
se sujetará a las siguientes reglas: […] 6. Decisión de excepciones previas 
pendientes de resolver. El juez o magistrado ponente practicará las pruebas 
decretadas en el auto de citación a audiencia y decidirá las excepciones previas 
pendientes de resolver […]». (…) 
 
Así las cosas, se tiene que el parágrafo 2.º del artículo 175 del CPACA, por indicación 
expresa, determinó que los únicos medios exceptivos que se resuelven antes y 
durante el desarrollo de la audiencia inicial son las excepciones previas, al señalar 
que se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código 
General del Proceso. (…) 
 
En ese orden de ideas, la resolución de defensa materializada en las excepciones 
perentorias nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes de la 
audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino que solo se declararán 
fundadas por medio de sentencia anticipada, acorde con los lineamientos 
precisados en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA o, de lo contrario, 
esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o demostradas, el juzgador 
tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria que defina de fondo las 
pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187 del CPACA. (…)” (Negrillas 
y subrayas fuera de texto). 

 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A CONSEJERO PONENTE: 
WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ Bogotá D.C., dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) - Referencia: NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Radicación: 05001-23-33-000-2019-02462-01 (2648-2021) Demandante: MÉLIDA MARINA VILLA 
RENDÓN Demandado: MUNICIPIO DE MEDELLÍN Y OTROS. Tema: Improcedencia de la resolución de la excepción de caducidad en la 
audiencia inicial. Ley 2080 de 2021. 
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En efecto, el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la 
Ley 2080 de 2021,  señala: 
 

«Artículo 175. Contestación de la demanda. […] Parágrafo 2o. De las excepciones 
presentadas se correrá traslado en la forma prevista en el artículo 201A por el término de 
tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá pronunciarse sobre las 
excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados en ellas. En relación 
con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas. Las excepciones previas se 
formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General 
del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo 
del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las decretará en el auto 
que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá las 
excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de decisión. Antes de la 
audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las excepciones previas, se declarará 
la terminación del proceso cuando se advierta el incumplimiento de requisitos de 
procedibilidad. 
 
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
manifiesta de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán 
fundadas mediante sentencia anticipada, en los términos previstos en el 
numeral tercero del artículo 182A.» (Negrillas fuera de texto). 

 

Así entonces,  teniendo en cuenta el marco normativo y jurisprudencial expuesto, procede 
el Despacho a pronunciarse sobre los medios exceptivos formulados por la demandada 
Bogotá-Secretaría de Educación Distrital.  
 
1.- 2.- BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL 
 
2.1.- Formuló la excepción de la FALTA DE LEGITIMACIÓN  EN  LA  CAUSA  POR  
PASIVA”, por lo que precisa el Despacho, que la misma no tiene el carácter de previa, al 
no encontrarse enlistada en el artículo 100 del C.G.P., sino que es considerara una 
excepción perentoria nominada, por tener relación directa con las pretensiones de la 
demanda, porque de alguna manera controvierte de fondo la reclamación perseguida en 
el medio de control.  
 
Recuérdese, que la legitimidad o titularidad para accionar o ser accionado en un proceso, 
es presupuesto o requisito indispensable para la prosperidad de las pretensiones, y como 
tal, su ausencia no impide decidir de fondo el asunto, porque la decisión, precisamente 
será absolutoria si quien carece de interés para actuar es la parte demandada.  
 
Para tener legitimación en la causa, es suficiente con ser vinculado a un juicio, por lo 
tanto, para establecer si entre las partes existe una relación jurídica sustancial, que 
legitime para accionar o ser accionado, debe estudiarse de fondo el restablecimiento del 
derecho pretendido y determinar la configuración de la acción instaurada. 
 
Nótese, que los argumentos presentados por la demandada no se refieren a la 
legitimación en la causa de hecho o procesal, esta es la capacidad para intervenir en el 
proceso y ejercer los derechos de defensa y de contradicción, sino a la legitimación 
material en la causa, esto es sobre la relación jurídica sustancial y la determinación de la 
obligación legal de responder por las pretensiones de la demandada, y por lo tanto al 
fondo del asunto 
 
En consideración de lo anterior, sobre la excepción de Falta de Legitimación en la causa 
por Pasiva, no se pronunciará el Despacho en esta oportunidad, sino en la sentencia que 
ponga fin a la discusión planteada, por lo que teniendo en cuenta que la demanda se 
instauró también en contra de BOGOTA-SECRETARIA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, se 
continuará el proceso con la referida entidad, para  definir  finalmente en la sentencia, si 
le corresponde o no responder por el derecho que se reclama, circunstancia que obliga 
a mantener su vinculación procesal, toda vez que, no existen los elementos de juicio 
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necesarios para declarar probada  dicha excepción, y terminar el proceso por sentencia 
anticipada 
 
2.2.- La entidad encartada también propuso la excepción de, “NO COMPRENDER LA 
DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, por considerar que la 
demanda se debió dirigir contra la Fiduciaria La Previsora S.A., en su calidad de 
administradora de los recursos del Fondo, toda vez que, en virtud del Decreto 2831 de 
2005, por autorización de la Ley 91 de 1989, es quien debe pagar las prestaciones 
sociales reconocidas a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, atendiendo al contrato de fiducia celebrado entre dicha entidad fiduciaria 
y el Ministerio de Educación. 
 
Cita además el comunicado No 008 de fecha 11-02-2020, expedido por Fiduprevisora 
S.A, según el cual,  se precisa que a la luz del acuerdo No 39 de 1998, las Secretarías 
de Educación de la mano del área nominadora, deben liquidar los reportes de las 
cesantías e ingresar la información necesaria para llevar a cabo el proceso 
correspondiente a través de aplicativo Humano, para luego, generar el reporte respectivo, 
el cual debe ser remitido directamente a Fiduprevisora S.A, en las fechas previamente 
establecidas, con el fin de incluir a los docentes en nómina oportunamente.  
 
En aras de resolver la excepción formulada, es menester traer a colación lo señalado en 
la Ley 91 de 1989 (modificada parcialmente por la ley 812 de 2003), mediante la cual, se 
creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta 
especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 
personería jurídica, cuyos recursos son manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 
economía mixta (art. 3)2. Dicho estatuto, en su artículo 5, señaló como uno de los 
objetivos del FOMAG, expresamente: “1.- Efectuar el pago de las prestaciones 
sociales del personal afiliado”; y a su vez, en su artículo 9, dispuso: “Las 
prestaciones sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del 
Magisterio, serán reconocidas por la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional, función que delegará de tal manera que realice en las entidades territoriales 
“(…)”. 
 
También es necesario señalar que el artículo 56 de la ley 962 de 20053, asignó a las 
secretarías de educación de las entidades territoriales la competencia para expedir los 
actos administrativos a través de los cuales se reconozcan las prestaciones a los 
docentes vinculados a sus plantas de personal; y que en virtud del artículo 9º de la ley 29 
de 19894, en esas entidades se depositó la facultad nominadora. 
 

                                                 
2  “Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o 

de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el 

correspondiente contrado (sic) de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de 

la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una 

suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del contrato podrá ser 

delegada en el Ministro de Educación Nacional”. 

 
3 “ARTÍCULO 56. RACIONALIZACION DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el 

cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre 

vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de 

Educación de la entidad territorial “(…)”. 

 
4 “Artículo 9º.- El artículo 54 quedará así: Se asigna al Alcalde Mayor del Distrito Especial de Bogotá, y a los alcaldes 

municipales, las funciones de nombrar, trasladar, remover, controlar y, en general administrar el personal docente y 

administrativo de los establecimientos educativos nacionales o nacionalizados, plazas oficiales de colegios cooperativos, 

privados, jornadas adicionales, teniendo en cuenta las normas del Estatuto Docente y la Carrera Administrativa vigentes y que 

expidan en adelante el Congreso y el Gobierno Nacional, ajustándose a los cargos vacantes de las plantas de personal que 

apruebe el Gobierno Nacional y las disponibilidades presupuestales correspondientes. 
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Por otra parte, el Decreto 2831 de 2005, estableció el procedimiento para reconocer las 
prestaciones económicas a cargo del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, cuyas normas fueron recopiladas por el Decreto 1075 de 
2015, especialmente en los artículos 2.4.4.2.3.2.1, 2.4.4.2.3.2.2, 2.4.4.2.3.2.3 y 
2.4.4.2.3.2.4. 
 
Ahora bien, en virtud de lo señalado en el artículo 3º de la Ley 91 de 1989, la Nación, 
Ministerio de Educación y la Fiduciaria la Previsora Ltda, mediante escritura pública No. 
0083 de 21 de junio de 1990, suscribieron contrato  de fiducia mercantil con el objeto de: 
“constituir una fiducia mercantil sobre los recursos que integran el Fondo Nacional del 
Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de que la Fiduciaria los administre, 
invierta y destine al cumplimento de los objetivos previstos para el fondo, conforme a las 
instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo.” 
 
Lo anterior, para efectos de concluir que, la Nación a través del Ministerio de Educación 
Nacional tiene a su cargo el reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes, 
las que son pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Para 
tales efectos, las Secretarías de Educación de los entes territoriales en las que el docente 
prestó sus servicios, tienen a su cargo la elaboración y suscripción de la resolución de 
reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, previa aprobación de la sociedad 
fiduciaria que administra el patrimonio del FONPREMAG5. 
 
No obstante lo anterior, es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a 
quien le corresponde finalmente definir el reconocimiento y pago de los derechos 
prestacionales de los docentes afiliados, de acuerdo con el procedimiento que para tal 
efecto ha dispuesto el legislador y las normas reglamentarias, con posterioridad a la 
expedición de la Ley 91 de 1989. De lo anterior, se colige, que la entidad responsable de 
la financiación del emolumento objeto de controversia es la Nación – Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio a través 
de Fiduciaria La Previsora S.A. , sin perjuicio de lo señalado en el parágrafo 1º del artículo 
57 de la Ley 1955 de 2019, que en materia de la sanción moratoria, expresamente 
determinó la responsabilidad de las entidades territoriales, cuando el pago extemporáneo 
se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 
radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías a su cargo6. 

                                                 
5 “(“…”) Decreto 2831 de 2005. Artículo 3º. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 3º de la ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones 
sociales que pagará el Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio será efectuada a través de las secretarías de educación 
de las entidades territoriales, o la dependencia que haga sus veces.  
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 
docente, deberá: 
(“…”) 4.- Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del 
Fondo nacional de prestaciones sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que adicionen o 
modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos 
en la ley. (“…”)” 
6 ARTÍCULO 57. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 

de 1989 serán reconocidas y liquidadas por la Secretaria de Educación de la entidad territorial y pagadas por el Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 

mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el 

Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 

administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de 

la entidad territorial. 

Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con 

el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, con excepción de los recursos 

provenientes del Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales - FONPET. En todo caso, el Fondo debe priorizar el 

pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 

Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio sólo podrán destinarse para garantizar el pago de las 

prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el 

pago de indemnizaciones económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. 

PARÁGRAFO . La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías en aquellos 

eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la 

radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de 
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Bajo este supuesto, en ningún caso la Fiduciaria la Previsora S.A., en su condición de 
administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, está llamada a responder por el reconocimiento de una prestación pensional 
en cabeza de un docente oficial, dado que su naturaleza es la de una sociedad de 
economía mixta del orden nacional, sometida al régimen de empresa industrial y 
comercial del estado, cuyo objeto no es el de definir la situación prestacional de un 
servidor público7. 
 
Al respecto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección 
C, con ponencia del Dr. Samuel Rodríguez Poveda, en sentencia del 1º de septiembre 
de 20218, precisó: 
 

“De las disposiciones precitadas y la jurisprudencia reciente del órgano de cierre de esta 
jurisdicción, se colige que aunque en la Ley 244 de 1995 en su artículo 2° parágrafo establece 
que el pago de las sanción por mora del pago tardío de las cesantías reconocidas al beneficiario 
se debe realizar por la entidad con recursos propios, no lo es menos que la obligación de 
reconocer y pagar dichos beneficios económicos, tales como las cesantías y la sanción moratoria 
respectiva a favor de los docentes oficiales, recae como tal en el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con cargo a los recursos del 
FOMAG actuando la Fiduciaria La Previsora como administradora de los mismos. 
 
De otra parte, se debe anotar que en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, por primera vez se 
consagra la responsabilidad del ente territorial del pago de la sanción por mora en el pago de las 
cesantías, en los eventos en que el pago extemporáneo se dé por el incumplimiento de los plazos 
para radicación o entrega de la solicitud por parte de las Secretarías de Educación. Sobre esto 
se debe decir que, como esta normativa entró en vigor el 25 de mayo de 2019, no es posible su 
aplicación retroactiva, sobre todo si se tiene en cuenta que la sanción moratoria en el caso 
concreto corrió en el periodo comprendido entre el 21 de septiembre de 2016 al 23 de abril de 
2017, motivo por el que no puede ser usada en este caso para endilgar responsabilidad alguna 
en las resultas del proceso a la Secretaría de Educación de Bogotá D.C.  
 
En virtud de lo expuesto, queda completamente claro que la competencia para el reconocimiento 
y pago de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías a los docentes oficiales recae 
de manera exclusiva en la Nación – Ministerio de Educación – FOMAG. Siendo esto así, se 
declarará la falta de legitimación en la causa por pasiva de la Secretaría de Educación de Bogotá.  
 
No sucede lo mismo en el caso de la Fiduprevisora S.A., ya que la Nación– Ministerio de 
Educación Nacional paga la sanción objeto de estudio con cargo a los recursos del FOMAG, 
procedimiento en el que actúa la referida Fiduciaria como administradora de los mismo 
(…)(Subraya el Despacho). 

 
La misma tesis reiteró la H. Corporación, en sentencia del 26 de enero de 2022, con 
ponencia de la Dra. Amparo Oviedo Pinto9, en la que señaló: 
 

“Así entonces, si bien es cierto las secretarías de educación de los entes territoriales proyectan y 
suscriben la resolución de reconocimiento de las prestaciones sociales, no lo es menos que, esta 
función la ejercen única y exclusivamente en nombre y representación de la Nación – Ministerio 
de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio17 y con ella 
no comprometen la responsabilidad de la entidad territorial a la que representan.  
 
Con esta precisión reiteramos que en la pasiva de este tipo de procesos no puede estar ausente 
la Nación quien debe garantizar los recursos para esos pagos y la vinculación de las secretarías 
de educación se entiende a lugar como agentes del Fondo.  
 

                                                 
Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable 

únicamente del pago de las cesantías. 

(…)”. 
7 Sobre el particular, consultar SENTENCIA DE 18 DE AGOSTO DE 2011. CONSEJO DE ESTADO, SECCIÓN SEGUNDA, 

SUBSECCIÓN B, CON PONENCIA DEL CONSEJERO DR. GERARDO ARENAS MONSALVE. PROCESO CON RADICADO NO. 

6800-1231-5000-2004-02094-01(1887-08). 

 
8 Proceso con radicado No. 11001-33-35-012-2018-00560-01. DEMANDANTE: ALEJANDRA PATRICIA PEREIRA OSORIO. 
9 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN C. RADICADO NO. 11001-33-42-046-2019-
00235-01. DEMANDANTE: KARINA DEL PILAR SÁNCHEZ ARDILA. 
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De conformidad con lo expuesto en la norma transcrita, la entidad responsable de la financiación 
de este emolumento es la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio a través de Fiduciaria La Previsora S.A. 
 
Lo anterior, fue ratificado por el H. Consejo de Estado18, en sentencia del 1º de febrero de 2018, 
con ponencia del Dr. William Hernández, en la que señaló: (…) 
 
De conformidad con lo expuesto, se colige que la obligación de reconocer y pagar las cesantías 
y la sanción moratoria respectiva a favor de los docentes oficiales recae como tal en el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que debe cancelar tales emolumentos con 
cargo a sus recursos actuando la Fiduciaria La Previsora S.A. como administradora de estos” 
(Subraya el Despacho). 

 
Bajo las anteriores consideraciones, se concluye, que la excepción propuesta por la 
apoderada de Bogotá  - Secretaría de Educación Distrital, denominada, “NO 
COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, no 
está llamada a prosperar.  
 
2.3.- Las demás excepciones que denominó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, y 
“GENÉRICA O INNOMINADA”, considera el Despacho, que son de mérito, y en 
consecuencia, al tener relación directa con el fondo del asunto planteado y hacer parte 
de los argumentos de defensa de la entidad demandada, quedarán decididas en la 
sentencia que ponga fin a esta instancia.  
 
2. La NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como se expuso en precedencia, 
presentó escrito de contestación de la demanda en forma extemporánea. 
 
Ahora bien, precisado lo anterior, considera el Despacho, que en el presente asunto 
resulta procedente dictar Sentencia Anticipada, conforme a las previsiones del artículo 
182A de la Ley 1437 de 2011, previa fijación del litigio, incorporación de las pruebas 
aportadas, decisión sobre las pruebas pedidas y traslado para alegar, al concurrir las 
causales previstas en los literales a) y d) del numeral 1º de la norma en cita, que 
establecen la posibilidad de dictar sentencia anticipada, a) “Cuando se trate de asuntos 
de puro derecho”, d) “Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, 
inconducentes o inútiles”. 
 
Advierte el Despacho, que la parte demandante, solicitó pruebas documentales, como se 
evidencia  en su escrito de demanda archivos 03.Demanda.pdf. La Secretaría de 
Educación Distrital, por su parte, no solicitó la práctica de pruebas, y allegó el expediente 
administrativo correspondiente a la parte actora, archivo 
09.ContestaciónDemandaSecretaríaEducación. 
 
No obstante lo anterior,  se evidencia , que  las documentales allegadas con la demanda 
y su contestación dentro de las que se encuentra el expediente administrativo, y a  las 
que se les dará el valor legal que les corresponda, son suficientes para adoptar de 
manera anticipada la decisión que a esta instancia corresponda, por lo que el recaudo de 
las pruebas solicitadas no resulta necesario. Además, porque como se indicó en 
precedencia, el litigio versa sobre un asunto de puro derecho que no es otro que definir 
si  la parte actora tiene derecho a que las demandadas en forma solidaria le reconozcan 
y paguen la sanción por mora en la consignación de las cesantías, conforme al artículo 
99 de la Ley 50 de 1990, y la indemnización por el pago tardío de los intereses a las 
cesantías, conforme a lo previsto en el artículo 1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 
y Decreto Nacional 1176 de 1991, y como ya se expuso, las pruebas allegadas con la 
demanda y las contestaciones permiten tomar una decisión de fondo. 
 
Así entonces, procede el Despacho a Fijar el Litigio, el cual se circunscribe a determinar 
lo siguiente: 
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Problemas Jurídicos.   
 
- ¿Se presentan los supuestos fácticos y jurídicos para declarar la existencia del silencio 
administrativo negativo y la consecuente nulidad del acto ficto o presunto derivado de la 
petición presentada por la demandante señora SONIA LUFID CAMACHO GONZÁLEZ 
ante la Secretaría de Educación de Bogotá, el  17 de septiembre de 2021, relativa al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 
1990,  por la no consignación oportuna de las cesantías del 2020, desde el 15 de febrero 
de 2021 hasta el momento en que se acredite el pago en la cuenta individual del docente, 
y a la indemnización por pago tardío de los intereses a las cesantías, conforme al artículo 
1º de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto Nacional 1176 de 1991?    

 

- ¿Le asiste derecho a la demandante,  señora SONIA LUFID CAMACHO GONZÁLEZ, 
a que las entidades demandadas,  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
Y BOGOTÁ D.C.- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DISTRITAL, le reconozcan, liquiden 
y paguen la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, equivalente 
a un día de salario por cada día de retardo desde el 15 de febrero de 2021,  por la no 
consignación oportuna de las cesantías del año 2020, y la indemnización por el pago 
tardío de los intereses  a las cesantías, causados durante el año 2020, establecidos en 
el artículo1o de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991? 

Deberá determinarse igualmente, de resultar favorables las pretensiones, si le asiste 
derecho al reconocimiento de intereses moratorios, indexación y condena en costas. 
 
Conforme a lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, SECCIÓN SEGUNDA,  

 

RESUELVE: 

 

Primero: Declarar no probada la excepción de, “NO COMPRENDER LA DEMANDA A 

TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS”, propuesta por la entidad demandada, 

BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, de acuerdo a las 

razones expuestas en esta providencia. 

 

Segundo: Diferir para el fallo la decisión de la excepción “FALTA DE LEGITIMACIÓN 

EN LA CAUSA POR PASIVA”, propuesta por BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN D E BOGOTA, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 
Tercero: Las demás excepciones formuladas por la demandada, al ser de mérito o de 
fondo, quedarán resueltas con la sentencia que ponga fin a  esta instancia, como se indicó 
en la parte motiva de esta providencia 
 
Cuarto: Fijar el Litigio, en los términos señalados en la parte considerativa de esta 
providencia.  
 
Quinto: Incorporar al proceso, las pruebas aportadas por las partes con la demanda y la 
contestación. 
 
Sexto: Negar las pruebas documentales solicitadas por la parte demandante, conforme 
a lo expuesto en la parte motiva. 
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Séptimo: Ordenar  a las partes, presentar sus alegatos de conclusión, dentro del término 
de diez (10) días, siguientes a la notificación de este auto,  y al Ministerio Público, a fin 
de que se sirva rendir concepto si a bien lo tiene, dentro del mismo término. 
  

Octavo: Se reconoce personería a la abogada CATALINA CELEMIN CARDOSO, 

identificada con cédula de ciudadanía No. 1.110.453.991 y portadora de la Tarjeta 

Profesional No. 201.409 del C. S. de la J., en calidad de apoderada general de la 

demandada NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, y al abogado YEISON 

LEONARDO GARZÓN GÓMEZ, identificado con cédula de ciudadanía No. 80.912.758 

de Bogotá, y portador de la Tarjeta Profesional No. 218.185 del C. S. de la J., como 

apoderado sustituto de la referida entidad, de conformidad con los artículos 74 y 75 del 

C.G.P., en armonía con el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011, conforme a la documental 

allegada al proceso para tal fin. 

 

Noveno: Se reconoce personería al abogado JUAN CARLOS JIMÉNEZ TRIANA, 

identificado con cédula de ciudadanía 1.015.407.639 y portador de la Tarjeta Profesional 

No. 213.500 del C. S. de la J., representante legal de la firma JIMÉNEZ Y CALDERÓN 

ABOGADOS S.A.S., y/o JOSÉ GABRIEL CALDERÓN GARCÍA, en calidad de apoderado 

general de la demandada SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTA, y a la abogada 

VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO, identificada con cédula de ciudadanía No. 

1.032.471.577 de Bogotá, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 342.450 del C. S. de 

la J., como apoderada sustituta de la referida entidad, conforme a la documental allegada 

al proceso, de conformidad con los artículos 74 y 75 del C.G.P., en armonía con el artículo 

160 de la Ley 1437 de 2011. De igual forma, y teniendo en cuenta que presentan renuncia 

al poder conferido, y que ésta cumple con los presupuestos exigidos en el artículo 76 del 

C.G.P., se acepta la misma (archivo10.renuncia). 

 
Link proceso: 11001333500720220041000 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
La Juez, 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C., SECCIÓN SEGUNDA  

 
AUTO ORDINARIO INTERLOCUTORIO No. 252 

 
Marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023) 
 

REFERENCIA:  Exp.  N. R. 11001-3335-007-2022-00460-00 

DEMANDANTE: RODRIGO MENZA CÓRDOBA 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 

NACIONAL Y UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE LA 

JUSTICIA PENAL MILITAR Y POLICIAL 

 

 
A través de apoderado judicial, el señor RODRIGO MENZA CÓRDOBA, interpuso 
demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, solicitando, la nulidad de: 
 

 La Resolución No. 000200 del 9 de mayo de 2022, proferida por el Director 
General de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y 
Policial, “Por la cual se termina la designación de un intendente  Jefe en un cargo 
de la planta de personal de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 
Militar y Policial”. Solicitando en consecuencia que se reintegre al demandante 
al empleo de auxiliar judicial del Tribunal Superior Militar y Policial. 

 

 El oficio No. GS-2022-006822 – INGER – COJUP-29.25 del 28 de abril de 
2022, proferido por el Director General de la Policía Nacional de Colombia, en 
el que solicita al Director General de la Unidad Administrativa Especial de la 
Justicia Penal Militar y Policial, que se adelanten los trámites administrativos 
correspondientes para la terminación de la designación del señor Intendente jefe 
Rodrigo Menza Córdoba “(…) quien solicitó el retiro de la institución por voluntad 
propia de acuerdo a la comunicación oficial GE-2022-001345-MENEV.” 

 

 La Resolución No. 3596 del 9 de mayo de 2022, proferida por el Ministro de 
Defensa Nacional, “Por la cual se termina la comisión en la Administración 
Pública a un intendente Jefe de la Policía Nacional” 

 
Solicitando que se declare la inoponibilidad de dicha resolución, pues afirma que 
no le fue notificada. 
 

 Por último, solicita la nulidad de la Resolución No. 01323 del 19 de mayo de 
2.022, proferida por el Director General de la Policía Nacional de Colombia “Por 
la cual se retira del servicio activo por Disminución de la Capacidad Sicofísica a 
un Intendente Jefe de la Policía Nacional”. Solicitando en consecuencia, su 
reintegro como miembro del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, en el grado 
de Intendente Jefe, y del Cuerpo Autónomo de la Justicia Penal Militar y Policial 
o, subsidiariamente, una vez materializado su reintegro, proceder a dar el trámite 
legal a la solicitud de retiro, por voluntad propia del demandante, si este insistiere 
en el mismo. 
 
Solicita así mismo, entre otros, A TÍTULO DE PERJUICIOS MATERIALES por 
concepto de lucro cesante, todos los salarios, prestaciones sociales, primas 
legales y extralegales, bonificaciones, recompensas, subsidios, cesantías e 
intereses sobre cesantías y demás emolumentos dejados de percibir por éste, 
desde su desvinculación ocurrida el día 10 de mayo de 2.022 y hasta cuando se 



produzca materialmente su reintegro al cargo de AUXILIAR JUDICIAL DEL 
TRIBUNAL SUPERIOR MILITAR Y POLICIAL y a partir del 1 de junio de 2022 y 
hasta tanto se produzca su reintegro a la Policía Nacional en el grado de 
intendente jefe, respectivamente. 

 
De conformidad con lo anterior, debe el despacho estudiar sobre la admisión de la 
demanda, inicialmente respecto del Oficio No. GS-2022-006822 – INGER – 
COJUP-29.25 del 28 de abril de 2022. 
 
Así entonces, se tiene que mediante el oficio señalado, el Director General de la 
Policía Nacional de Colombia, solicita al Director General de la Unidad 
Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y Policial, que se adelanten los 
trámites administrativos correspondientes para la terminación de la designación del 
señor Intendente Jefe Rodrigo Menza Córdoba “(…) quien solicitó el retiro de la 
institución por voluntad propia de acuerdo a la comunicación oficial GE-2022-
001345-MENEV.” 
 
Se reitera, que el radicado GS-2022-001345-MENEV, hace referencia a la solicitud 
de retiro voluntario de la Policía Nacional, elevada por el señor Rodrigo Menza 
Córdoba, en fecha 3 de febrero de 2022, ante dicha institución. 

Con el fin de resolver sobre la admisibilidad de la demanda respecto de este oficio, 
se observa el artículo 104 del C.P.A.C.A., que dispone: 

“Artículo 104. De la jurisdicción de lo contencioso administrativo 

La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, 
además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las 
controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y 
operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las 
entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa. (…)” 

Así mismo, se observa el artićulo 43 de la señalada normatividad, que dispone: 

“Artículo 43. Actos definitivos. Son actos definitivos los que decidan directa o 
indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar la actuación. 

Respecto de los actos definitivos, ha señalado el H. Consejo de Estado, que: 

“(…) El acto administrativo es toda manifestación de voluntad de una entidad 
pública, o de un particular en ejercicio de funciones públicas, capaz de 
producir efectos jurídicos. En consonancia con esta definición, se han identificado 
las siguientes características del acto administrativo: i) constituye una declaración 
unilateral de voluntad; ii) se expide en ejercicio de la función administrativa, por 
parte de una autoridad estatal o de particulares; iii) se encamina a producir efectos 
jurídicos «por sí misma, de manera directa sobre el asunto o la situación jurídica de 
que se trate y, por ende, vinculante»; iv) los efectos del acto administrativo consisten 
en la creación, modificación o extinción de una situación jurídica general o particular, 
que impacta los derechos u obligaciones de los asociados, «sean subjetivos, 
personales, reales o de crédito» 
(…) 
La jurisdicción de lo contencioso administrativo únicamente se ocupa del 
estudio de los actos definitivos, expresos o fictos, que culminen un proceso 
administrativo, en la medida en que se presumen legales, gozan de los 
atributos de ejecutividad y ejecutoriedad e impactan en las relaciones de las 
personas naturales y jurídicas, sus derechos y obligaciones. (…)” 1 (Negrillas 
fuera de texto). 

 
“(…) un presupuesto primordial para la admisión de una demanda dentro la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo es que el acto cuya legalidad se 
cuestiona tenga carácter definitivo, es decir, “aquellos que decidan directa o 

                                                 
1 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Subsección “A” - Consejero 

ponente: Rafael Francisco Suárez Vargas - Bogotá, D. C., catorce (14) de mayo de dos mil veinte (2020). - 
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indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar con la actuación 
(…)”2 (Negrillas fuera de texto). 
 

Se tiene entonces que, el acto administrativo es la manifestación unilateral de 
voluntad producida por el Estado, con el fin de producir efectos jurídicos, cómo la 
modificación, extinción o creación de una nueva situación jurídica al destinatario. 
 
Revisado el contenido del oficio demandado, se colige que la entidad demandada 
no resolvió de forma positiva o negativa algún tipo de solicitud elevada por la parte 
demandante, pues se trata de una comunicación signada por el Director General de 
la Policía Nacional, y dirigida al Director General de la Unidad Administrativa 
Especial de la Justicia Penal Militar y Policial, solicitando la realización de los 
trámites para la terminación de la designación del señor Rodrigo Menza en el 
Tribunal Superior Militar y Policial, ante la solicitud de retiro voluntario por parte del 
demandante. 
 
En consecuencia, el referido oficio no tiene el carácter de acto administrativo 
definitivo, pues no resuelve de fondo ninguna situación y con éste no nacen, 
modifican, ni se extinguen derechos, simplemente corresponde a un acto de trámite 
con el fin de efectuar la terminación de la designación del demandante en una planta 
de personal, es por ello, que al no tener la calidad de acto administrativo definitivo, 
no puede ser objeto de control jurisdiccional, pues se reitera, aunque se trata de 
una actuación administrativa, no constituye un acto definitivo de aquellos que son 
enjuiciables, ante esta jurisdicción. 
 
Debe traerse a colación el artículo 169 del C.P.A.C.A., que establece respecto de 
los asuntos no susceptibles de control judicial, lo siguiente: 
 

“Artículo 169. Rechazo de la demanda. 
Se rechazará la demanda y se ordenará la devolución de los anexos en los siguientes 
casos: 
(…) 
3. Cuando el asunto no sea susceptible de control judicial.” 

 
Atendiendo lo expuesto, el Despacho rechazará la demanda instaurada, respecto 
de la petición de nulidad y restablecimiento de derecho del Oficio No. GS-2022-
006822 – INGER – COJUP-29.25 del 28 de abril de 2022, al no ser un asunto 
susceptible de control judicial y, por otra parte, al reunir los requisitos legales, se 
admitirá la demanda, únicamente, respecto de los actos administrativos 
consistentes en la Resolución No. 000200 del 9 de mayo de 2022, Resolución 
No. 3596 del 9 de mayo de 2022 y Resolución No. 01323 del 19 de mayo de 
2022. 
 
En consecuencia, se, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: RECHAZAR la demanda instaurada, respecto de la pretensión de 
nulidad y restablecimiento de derecho del Oficio No. GS-2022-006822 – INGER – 
COJUP-29.25 del 28 de abril de 2022, proferido por el Director General de la 
Policía Nacional de Colombia, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 
providencia. 
 
SEGUNDO: ADMITIR la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 
instaurada por el señor RODRIGO MENZA CÓRDOBA, únicamente respecto de 
los actos administrativos contenidos en: 
 

 La Resolución No. 000200 del 9 de mayo de 2022, proferida por el Director 
General de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal Militar y 

                                                 
2 CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - Consejero ponente: 

ALBERTO YEPES BARREIRO Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil dieciocho (2018) Radicación 

número: 11001-03-28-000-2018-00050-00 Actor: FRANCOIS ROGER CAVARD MARTINEZ 



Policial, “Por la cual se termina la designación de un intendente  Jefe en un cargo 
de la planta de personal de la Unidad Administrativa Especial de la Justicia Penal 
Militar y Policial”. 
 

 La Resolución No. 3596 del 9 de mayo de 2022, proferida por el Ministro de 
Defensa Nacional, “Por la cual se termina la comisión en la Administración 
Pública a un intendente Jefe de la Policía Nacional”. 

 

 La Resolución No. 01323 del 19 de mayo de 2022, proferida por el Director 
General de la Policía Nacional de Colombia, “Por la cual se retira del servicio 
activo por Disminución de la Capacidad Sicofísica a un Intendente Jefe de la 
Policía Nacional”. 

 
 
TERCERO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al Señor Director Ejecutivo de la 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR Y 
POLICIAL, o a su delegado, conforme lo establecido en el artículo 199 del 
C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
 
CUARTO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al Señor MINISTRO DE DEFENSA 
NACIONAL, o sus delegados, conforme a lo establecido en el artículo 199 del 
C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
 
QUINTO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE al Señor Director de la POLICÍA 
NACIONAL, o a su delegado, conforme lo establecido en el artículo 199 del 
C.P.A.C.A., modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
 
SEXTO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la señora Agente del Ministerio 
Público Delegada ante este Juzgado, atendiendo lo preceptuado en los artículos 
198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 
25 de enero de 2021. 
 
 
SÉPTIMO: NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, de conformidad con el inciso final del artículo 199 del CPACA, 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021.  
 
 
OCTAVO: Surtidas las notificaciones en debida forma y vencido el término de dos 
(2) días hábiles siguientes al envío del mensaje, conforme a lo dispuesto en el inciso 
4 del artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 de 2021, CORRERÁ EL TÉRMINO DE TRASLADO DE 30 DÍAS, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 
 
 
NOVENO: La entidad demandada,  deberá allegar junto con la contestación de la 
demanda y dentro del término de traslado de la misma, conforme a lo establecido 
en el numeral 4º y el parágrafo 1° del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo,   todas las pruebas que tenga 
en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, así como EL 
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, que contenga los antecedentes de la 
actuación que se demanda, los cuales deberán ser enviados al correo 
electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, con copia a la parte 
demandante, atendiendo lo ordenado en el artículo  186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones . 
 
DÉCIMO:  Atendiendo lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, 
modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021 –Actuaciones a través de las 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


tecnologías de la información y las comunicaciones -, las partes deberán 
suministrar a la autoridad judicial y a todos los sujetos procesales, los canales 
digitales elegidos para los fines del proceso. Además, deberán remitir los 
memoriales, incluida la contestación de la demanda, solicitudes y demás 
requerimientos con destino al expediente, al siguiente correo electrónico, 
dispuesto para tal fin, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, y de igual 
forma al correo electrónico aportado por la parte demandante. 
 
 

DÉCIMO PRIMERO: Para el cumplimiento de las anteriores notificaciones, no se 
ordenarán gastos procesales, por no considerarse necesarios para el trámite 
procesal. 
 
DÉCIMO SEGUNDO: En los términos y para los efectos del poder conferido en el 
expediente, se reconoce personería adjetiva al abogado DIEGO ABDON TAMAYO 
GÓMEZ, identificado con cédula de ciudadanía No. 79.938.726 y portador de la T.P. 
No. 162.036 del C.S.J., de conformidad con el artículo 75 del C.G.P., para actuar 
en las presentes diligencias como apoderado judicial del demandante. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
La Juez, 

 
GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 
DCRE 
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  REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA  
 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 234 
  

Marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023). 
 

 

REFERENCIA:  Exp. NyR No. 1100133350072023-00019-00 

DEMANDANTE: JUAN MAURICIO OSORIO MORENO 

DEMANDADO: CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES - CREMIL 

 

 
Estando el proceso de la referencia para decidir sobre su admisión, el despacho 

advierte que debe declararse la falta de competencia para continuar con el trámite 

correspondiente. 
 

ANTECEDENTES 

 

El señor Juan Mauricio Osorio Moreno, instauró demanda a través del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho, en la que se elevan las siguientes 

pretensiones: 

“1. Previos los cumplimientos de los rituales procesales se declare la nulidad del 
acto administrativo distinguido así: NULIDAD DEL OFICIO N°2022043862 DEL 3 
DE JUNIO DEL 2022. Proferido por la Caja De Retiro De Las Fuerzas Militares 
“Cremil” en la que se negó el reajuste de la asignación de retiro.  

2. Como consecuencia de las anteriores declaraciones, se ordene a LA CAJA DE 
RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES “CREMIL” A reconocer la asignación de 
retiro de mi poderdante a partir del mes de enero del año 2021 fecha en la que se 
configuró el derecho de la asignación de retiro conforme al decreto 4433 de 2004 
artículo 16. 

3. Se reconozca y pague las mesadas dejadas de cancelar con su respectiva 
indexación en la asignación de retiro, desde el mes de enero de 2021 hasta el mes 
de febrero del 2021.. (…)” 

La demanda correspondió por reparto al Juzgado 11 Administrativo del 

Circuito de Ibagué1, el cual mediante auto de 23 de noviembre de 20222, declaró 

la falta de competencia, ordenando remitir el expediente a los Juzgados 

Administrativos de Bogotá (Reparto).  

En dicho auto, el Despacho manifestó que carece de competencia en atención a 

que: 

“(…) se evidencia que los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Ibagué 
no son los competentes para dirimir la demanda de la referencia, en razón al 
domicilio del demandante, por tratarse de un asunto pensional, toda vez que en el 
artículo 7 de la Resolución No. 2194 de 2020, se indica que el domicilio del actor es 
en el municipio de Soacha - Cundinamarca, de manera que se procederá a declarar 
la falta de competencia para conocer del presente asunto por el factor territorial, en 

                                                 
1 Carpeta 04 – Documento 02 del Expediente Digital. 
2 Carpeta 04 – Documento 06 del Expediente Digital. 
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tanto que se demanda la nulidad y restablecimiento del derecho de acto 
administrativo relativo al reajuste de una asignación de retiro. (…)” 

Remitido el expediente, éste correspondió por reparto de 24 de enero de 2023, al 

Juzgado Séptimo Administrativo de Bogotá – Sección Segunda3. 

 
CONSIDERACIONES 

 
Las reglas de competencia por razón de territorio establecidas por el artículo 156, 

numeral 3 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 

2021, a su tenor literal indican: 

 

“3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 
laboral se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron 
prestarse los servicios. Cuando se trate de derechos pensionales, se 
determinará por el domicilio del demandante, siempre y cuando la entidad 
demandada tenga sede en dicho lugar.” (Negrillas y subrayas del Despacho) 

 

 

Cabe observar, que la norma transcrita es clara al determinar los factores que se 

deben considerar a fin de establecer la competencia del Juzgado Administrativo 

que ha de conocer el asunto, cuando éste sea de carácter laboral, en cuyo caso,  

la competencia se determinará por el último lugar de prestación de servicios, 

distinto es, cuando el asunto a tratar corresponda a derechos pensionales, 

como en el presente caso y que se determinará por el domicilio del 

demandante, siempre y cuando la demandada tenga sede en dicho lugar. 

 
 
En efecto, se revisó el escrito de demanda4 en el que se evidencia , que el lugar de 

domicilio del demandante corresponde al Municipio de Soacha – Departamento de 

Cundinamarca: “(…) JUAN MAURICIO OSORIO MORENO, identificado con la 

cédula de ciudadanía No. 82.391.531, quien se encuentra domiciliado en SOACHA 

CUNDINAMARCA (…)”, lugar en el que la entidad demandada Caja de Retiro 

de las Fuerzas Militares, no tiene sede5, es por ello, que este Despacho considera 

que debe darse cumplimiento a la regla general de competencia señalada en 

la primera parte del numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011, esto es, 

que la competencia deberá determinarse por el último lugar donde se 

prestaron o debieron prestarse los servicios. 

 
 
Lo anterior, también en razón a que, si se da aplicación a lo expuesto por el Juzgado 

11 Administrativo del Circuito de Ibagué, las demandas en las que se persigue el 

reconocimiento o el reajuste de la asignación de retiro, cómo en este caso, serían 

competencia todas del Circuito Judicial Administrativo de Bogotá, lo cual, no estaría 

acorde con la regla general establecida en el artículo 156, numeral 3 de la Ley 1437 

de 2011, antes reseñada. 

 
De conformidad con lo anterior, se revisó el expediente en el que se halló, en la 

demanda, lo siguiente: “Es usted competente señor juez por la cuantía del proceso 

y por el último lugar donde mi representado presto sus servicios: EL BATALLON 

DE INFANTERIA AEROTRANSPORTADO # 28 COLOMBIA – MELGAR 

TOLIMA”6. 

                                                 
3 Documento 06 del Expediente Digital. 
4 Documento 03 del Expediente Digital. 
5 https://www.cremil.gov.co/  
6 Página 8 Documento 03 del Expediente Digital. 

https://www.cremil.gov.co/
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Así mismo, se revisaron los anexos de la demanda, en el que se evidencia la hoja 

de servicios No. 3-82391531, emanada de la Dirección de Personal del Ejército 

Nacional7, el 11 de diciembre de 2019, respecto del señor Juan Mauricio Osorio 

Moreno, en la que se observa causal de retiro “Por tener derecho a la pensión” 

y la dependencia es “Batallón de Infantería Aerotransportado # 28 Colombia 

– Melgar Tolima”. 

 
Dicha hoja de servicios es reseñada en la Resolución 2194 de 4 de marzo de 20208, 

en la cual la entidad demandada ordena el reconocimiento y pago de la asignación 

de retiro al hoy demandante, lo que permite también establecer que el último lugar 

de prestación de los servicios fue en Melgar – Tolima: 

 
“(…) 1. Que, en la Hoja de Servicios Militares, radicada en esta Entidad bajo el No 
20475641 del 31 de enero de 2020, distinguida con el No. 3-82391531 del 11 de 
diciembre de 2019, expedida por la respectiva fuerza, consta que el (la) señor (a) 
JUAN MAURICIO OSORIO MORENO fue retirado (a) de la actividad militar por 
TENER DERECHO A LA PENSION (…)” 

 
Ahora bien, el Acuerdo No. PCSJA20-11653 de 2020, “Por el cual se crean unos 

circuitos judiciales administrativos en el territorio nacional y se ajusta el mapa 

judicial de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, emitido por el Consejo 

Superior de la Judicatura, dispone lo siguiente: 
 

“25. Distrito Judicial Administrativo del Tolima: 
25.1. Circuito Judicial Administrativo de Ibagué, con cabecera en el municipio 
de Ibagué y con comprensión territorial en todos los municipios del departamento 
del Tolima” (resaltado fuera del texto original) 

 

 
De conformidad con lo anterior y contrario a lo expuesto por el Juzgado 11 

Administrativo del Circuito de Ibagué, considera este Despacho que la demanda 

instaurada, sí corresponde en atención al factor territorial, al Circuito Judicial 

Administrativo de Ibagué - Distrito Judicial Administrativo del Tolima, por lo que una 

vez le fue repartida, debió conocer de la misma. 

 

En consecuencia, habrá de declararse la FALTA DE COMPETENCIA para conocer 

de la demanda de la referencia y corolario de lo anterior, se PROPONE 

CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIAS, entre el Juzgado 11 Administrativo 

del Circuito de Ibagué y este Despacho Judicial –Juzgado Séptimo Administrativo 

del Circuito Judicial de Bogotá –Sección Segunda, para que sea dirimido por el H. 

CONSEJO DE ESTADO, de conformidad con lo establecido en el artículo 158 de la 

Ley 1437 de 20119, modificado por el artículo 33 de la Ley 2080 de 2021. 

                                                 
7 Página 3 Documento 02 del Expediente Digital. 
8 Páginas 11-13 Documento 02 del Expediente Digital 
9 “ARTÍCULO 158. CONFLICTOS DE COMPETENCIA. <Artículo modificado por el artículo 33 de la Ley 

2080 de 2021. El nuevo texto es el siguiente:> Los conflictos de competencia entre los tribunales 

administrativos y entre estos y los jueces administrativos, de diferentes distritos judiciales, serán decididos, 

de oficio o a petición de parte, por el magistrado ponente del Consejo de Estado conforme al siguiente 

procedimiento:  

Cuando un tribunal o un juez administrativo declaren su incompetencia para conocer de un proceso, por 

considerar que corresponde a otro tribunal o a un juez administrativo de otro distrito judicial, ordenará 

remitirlo a este. Si el tribunal o juez que recibe el expediente también se declara incompetente, remitirá el 

proceso al Consejo de Estado para que decida el conflicto.  

Recibido el expediente y efectuado el reparto entre las secciones, según la especialidad, el ponente dispondrá 

que se dé traslado a las partes por el término común de tres (3) días para que presenten sus alegatos; vencido 

el traslado, el conflicto se resolverá en un plazo de diez (10) días, mediante auto que ordenará remitir el 

expediente al competente.  

Si el conflicto se presenta entre jueces administrativos de un mismo distrito judicial, este será decidido por el 

magistrado ponente del tribunal administrativo respectivo, de conformidad con el procedimiento establecido 

en este artículo. 
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En consecuencia, de lo expuesto, el Juzgado Séptimo Administrativo del 

Circuito Judicial de Bogotá, D.C., -Sección Segunda, 
 

 

RESUELVE 
 

 

PRIMERO.- Declarar la FALTA DE COMPETENCIA de este Despacho Judicial, 

para conocer y tramitar el proceso de la referencia, conforme a lo expuesto en la 

parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO.- PROPONER CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIAS, con el 

Juzgado 11 Administrativo del Circuito de Ibagué, por las razones expuestas en 

la parte considerativa de esta providencia. 

 

TERCERO.- Una vez ejecutoriado el presente auto, por la Secretaría del Juzgado 

se ordena REMITIR el expediente digitalizado de manera inmediata al H. 

CONSEJO DE ESTADO, para que se sirva dirimir el conflicto de competencias ya 

indicado, de conformidad con el artículo 158 de la Ley 1437 de 2011, modificado 

por el artículo 33 de la Ley 2080 de 2021. 

 

CUARTO.- Por Secretaría, realícense las anotaciones pertinentes. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

DCRE 

 
 
 
 
 

 

 

 

 

 

 

                                                 
La falta de competencia no afectará la validez de la actuación cumplida hasta la decisión del conflicto.” 

(Negrillas fuera de texto). 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 
 

 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL 

BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

 
AUTO INTERLOCUTORIO No. 256 

 
Bogotá D.C., marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023). 

 
 

EXPEDIENTE No. 11001-3335-007-2023-00043-00 

CONVOCANTE:     SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

CONVOCADO:       MARÍA JOSÉ ORTEGA FERNÁNDEZ 

REFERENCIA: CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

 

Procede el Despacho, a efectuar el estudio de la Conciliación Extrajudicial de la 

referencia, la cual fue refrendada ante la Procuraduría 134 Judicial II para Asuntos 

Administrativos, el día 08 de febrero de 2023. 

 
1. ANTECEDENTES 

 

1.1 -Sobre la Solicitud de Conciliación. 

 
La SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, a través de 

apoderado judicial, concurrió ante la Procuraduría Judicial para Asuntos 

Administrativos, para que con citación y audiencia de la señora MARÍA JOSÉ 

ORTEGA FERNÁNDEZ, se celebrara Audiencia de Conciliación Extrajudicial. 

 
1.1.1 Pretensiones: 

 
“Muy respetuosamente me permito solicitarle a la Procuraduría General de la Nación, 
que con el fin de prever demandas de nulidad y restablecimiento del derecho futuras 
contra la Entidad por los hechos que se mencionan en la presente solicitud, permita 
que en audiencia de Conciliación, la CONVOCANTE y los CONVOCADOS celebren 
acuerdo conciliatorio sobre la re liquidación y pago de algunas prestaciones económicas 
contenidos en el Acuerdo 040 de 1991 expedido por la Junta Directiva de la extinta 
Corporanónimas, a saber: PRIMA ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN Y 
PRIMA POR DEPENDIENTES según el caso, incluido el porcentaje correspondiente a la 
RESERVA ESPECIAL DE AHORRO, que también se encuentra contenido en el 
mencionado Acuerdo; lo anterior, por los periodos de tiempo y el monto total señalado 
en las liquidaciones que se adjuntan a la presente solicitud. 
 
Para mayor claridad, incluyo el siguiente Cuadro: 
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FUNCIONARIO Y/O 
EX FUNCIONARIO 

PÚBLICO 

FECHA DE LIQUIDACIÓN-
PERIODO QUE COMPRENDE-

MONTO TOTAL POR 
CONCILIAR 

MARÍA JOSÉ ORTEGA 
FERNÁNDEZ  

C.C. 39.787.581 

26 DE FEBRERO DEL 2020 AL 
26 DE AGOSTO DEL 2022 

$ 13.449.234 

 
1.1.2. Hechos 

 

En la solicitud de conciliación, se adujeron los siguientes hechos: 
 

“3.1.- Los precitados funcionarios y/o ex funcionarios de la Superintendencia de 
Industria y Comercio, prestan y/o prestaron sus servicios ocupando el(los) 
siguiente(s) cargo(s), durante el(los) periodo(s) a re liquidar: 

 
FUNCIONARIO 

Y/O EX FUNCIONARIO 
PÚBLICO 

CARGO ACTUAL O 
ÚLTIMO CARGO 

MARIA JOSE ORTEGA 
FERNANDEZ 

C.C. 39.787.581 

Profesional Universitario 
2044-11 

 
3.2.- Para el pago de las prestaciones económicas y demás, se adoptó mediante el 
Acuerdo 040 de 13 de noviembre de 1991 expedido por las Junta Directiva de la 
Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades (Corporanónimas), el 
Reglamento General de dicha Corporación, cuyo objeto fue el reconocimiento y pago 
de las prestaciones económicas y médico asistenciales y el otorgamiento de servicios 
sociales que consagró a favor de sus afiliados, entre ellos, los empleados de la 
Superintendencia de Industria y Comercio. 
 
3.3.- En el artículo 58 del Acuerdo 040 del 13 de noviembre de 1991, se consagró 
el pago de la RESERVA ESPECIAL DE AHORRO, así: (…) 
 
3.4.- Por el Decreto 1695 de 27 de junio de 1997, el Gobierno Nacional en ejercicio 
de las facultades extraordinarias otorgadas por el artículo 30 de la Ley 344 de 
1998, suprimió la Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades 
(Corporanónimas). 
 
3.5.- En el artículo 12 del Decreto 1695 de 27 de junio de 1997, se estipulo: (…) 
 
3.6.- En atención a lo anterior, en principio la Superintendencia de Industria y 
Comercio excluyó el porcentaje equivalente a la RESERVA ESPECIAL DE AHORRO, 
al momento de realizar los pagos por concepto de PRIMA ACTIVIDAD, 
BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN, HORAS EXTRAS, VIÁTICOS Y PRIMA POR 
DEPENDIENTES. 
 
3.7.- Es así como, por intermedio de diferentes escritos dirigidos a la 
Superintendencia de Industria y Comercio, varios funcionarios de la Entidad 
solicitaron que la PRIMA ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN, HORAS 
EXTRAS, VIÁTICOS Y PRIMA POR DEPENDIENTES., entre otros, se les liquidara 
teniendo en cuenta el porcentaje correspondiente a la RESERVA ESPECIAL DE 
AHORROS como parte del salario, pues según los peticionarios, la Entidad al efectuar 
la liquidación de los citados conceptos no estaba incluyendo la RESERVA y debía 
hacerlo. 
 
Estos peticionarios señalaron que desde que Corporanónimas fue suprimida1 por 
orden del Gobierno Nacional y la Superintendencia asumió el pago correspondiente 
de los referidos conceptos, éstos no se han liquidado incluyendo el porcentaje de la 
denominada RESERVA ESPECIAL DE AHORRO. 
 
Así mismo, en algunas peticiones se solicitaba, el reconocimiento y pago de la PRIMA 
DE 
SERVICIOS y la INDEXACIÓN DE LA PRIMA DE ALIMENTACIÓN. 
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Las anteriores peticiones se fundamentaron en lo establecido en los artículos 12 del 
Decreto 1695 de 1997 y 58 del Acuerdo 040 de 1991, los cuales establecen: (…) 
 
Finalmente, se señalaba en los referidos escritos, que para la reclamación se debía 
aplicar y dar cumplimiento a la norma más favorable de conformidad con el artículo 
21 del Código Sustantivo del Trabajo que señala: (…) 
3.8.- La Superintendencia dando respuesta a los derechos de petición antes 
mencionados, 
inicialmente indicó que no accedía al objeto de los mismos, basada en las siguientes 
consideraciones:  
(…) 
3.9.- No conformes con las respuestas, los peticionarios por la posición asumida por 
la 
Superintendencia, presentaron recursos de reposición y apelación, con los siguientes 
fundamentos:  
(…) 
3.10.- La Superintendencia de Industria y Comercio resolvió entonces los recursos 
de reposición y apelación interpuestos, agotando así la vía gubernativa, basada en 
que no existe lugar a revocar las decisiones objeto de impugnación, puesto que las 
mismas se expidieron conforme a la Ley. 
 
En este sentido, los funcionarios que presentaron derecho de petición con el objeto 
de que se les reconocieran la re liquidación de algunas prestaciones económicas, las 
cuales fueron negadas por esta Entidad, solicitaron audiencia de conciliación 
prejudicial ante la Procuraduría General de la Nación como requisito de 
procedibilidad previo al inicio de la demanda de Nulidad y Restablecimiento del 
Derecho. 
 
Al momento del desarrollo de la audiencia de conciliación, la Superintendencia de 
Industria y Comercio no concilió con los convocantes por cuanto consideró que las 
decisiones adoptadas, en el sentido de no reconocer los derechos alegados por los 
peticionarios en sede administrativa, se encontraban ajustadas a la Ley. 
 
En el certificado expedido por el Secretario Técnico del Comité de Conciliación se 
señaló en ese momento:: (…) 
 
3.11.- Frente a los fallos de primera instancia, que han negado todas o algunas 
pretensiones de los demandantes, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – 
Subsección “D”, al resolver el recurso de alzada, ordenó la revocatoria parcial de 
dichos fallos ordenando la re liquidación y pago de la PRIMA ACTIVIDAD, 
BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN, HORAS EXTRAS, VIÁTICOS Y PRIMA POR 
DEPENDIENTES.” con la inclusión de la Reserva Especial del Ahorro como factor 
base de salario”. 
 
Es de aclarar, que en varios casos, en particular en la misma Subsección, se han 
negado todas las pretensiones de algunas demandas, las cuales por reparto, le 
fueron asignadas a los H. Magistrados Cerveleon Padilla Linares y Yolanda García de 
Carvajalino. 
 
3.12.- La Superintendencia de Industria y Comercio, en la sesión del Comité de 
Conciliación llevada a cabo el día 03 de marzo de 2011, atendiendo lo fallado por el 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Subsección “D” que al resolver los 
recursos de alzada de las demandas presentadas en este sentido, ordenó la re 
liquidación y pago de PRIMA ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN, 
HORAS EXTRAS, VIÁTICOS Y PRIMA POR DEPENDIENTES. “con inclusión de la 
Reserva Especial del Ahorro como factor base de salario”. 
 
Así mismo, en sesión de 22 de septiembre de 2015, el Comité de Conciliación de la 
Superintendencia de Industria y Comercio, teniendo en cuenta los reiterados fallos 
en segunda instancia donde se ha condenado a la Entidad a pagar la reliquidación 
de la Prima de Dependientes, teniendo en cuenta para ello, la Reserva Especial de 
Ahorro como parte del salario que devengan los funcionarios, decidió cambiar su 
posición frente a la posibilidad de presentar propuestas conciliatorias a los 
solicitantes y/o demandantes cuando precisamente, lo pretendido sea la 
reliquidación de la mencionada prima, en consecuencia, adoptó un criterio general 
para presentar fórmula de conciliación respecto de las nuevas solicitudes que se 
hicieran por parte de funcionarios y/o ex funcionarios, criterio que se indica a 
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continuación: (…) 
 
3.13.- Que la Superintendencia de Industria y Comercio extendiendo su ánimo 
conciliatorio, mediante comunicados que se anexan a la presente solicitud, ha 
invitado a algunos funcionarios y/o ex funcionarios, para acogerse a la fórmula 
conciliatoria antes mencionada. 
 
3.14.- Que ante la presentación de la fórmula conciliatoria antes mencionada por 
parte de la Superintendencia de Industria y Comercio, la persona relacionada en 
este escrito de solicitud, aceptaron la misma en su totalidad, quedando todos 
atentos a conciliar ante la Procuraduría General de la Nación.” (Sic) 
 

2. TRÁMITE PROCESAL 

 

La solicitud de Conciliación Extrajudicial, fue presentada el 01 de diciembre de 2022, 

correspondiendo por reparto su conocimiento a la Procuraduría 134 Judicial II para 

Asuntos Administrativos, quien la admitió mediante Auto No. 316-2022 del 28 

de diciembre de 2022. La Audiencia correspondiente, fue realizada el 08 de 

febrero de 2023, con la concurrencia de las partes convocante y convocada, quienes 

llegaron al siguiente acuerdo conciliatorio. 

 
3. ACUERDO CONCILIATORIO 

 
El acuerdo conciliatorio suscrito entre las partes, y contenido en el Acta de 
Conciliación del 08 de febrero de 2023, se transcribe a continuación: 

 
“En Bogotá D.C., 08 de febrero de 2023, siendo las 02:15 p.m., procede el 
Despacho de la Procuraduría 134 Judicial II para Asuntos Administrativos de 
Bogotá a celebrar AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL de la 
referencia. La presente diligencia se hace siguiendo las disposiciones de la 
Procuraduría General de la Nación en materia de conciliaciones extrajudiciales. La 
audiencia se lleva a cabo con la utilización del correo electrónico institucional 
asignado a la Procuraduría 134 Judicial II y con conexión virtual a través de la 
plataforma Teams. Previo al día de la realización de la audiencia se envió un correo 
electrónico en el que se le informó a las partes que la audiencia se celebraría bajo 
la modalidad de no presencial, con indicación de las reglas para su desarrollo y se 
les solicitó a las partes suministrar el número de celular y a la parte convocada que 
con antelación enviara vía correo la Certificación del Comité de Conciliación y los 
documentos que acrediten al apoderado, los cuales hacen parte del respectivo 
expediente. La Procuradora Judicial, con la colaboración del sustanciador, 
extenderá la respectiva acta y constancia, documentos que serán firmados solo por 
ella; copia de estos documentos serán enviados al correo electrónico de los 
intervinientes en la audiencia. A través de videoconferencia en la plataforma Teams, 
participan de la diligencia: El doctor(a) HAROL ANTONIO MORTIGO MORENO, 
identificado(a) con cédula de ciudadanía No. 11.203.114 y portador(a) de la Tarjeta 
Profesional No. 266.120 del Consejo Superior de la Judicatura, en calidad de 
apoderado de la parte convocante, reconocido como tal mediante auto No. 316 del 
26 de diciembre de 2022. El doctor(a) OLGA LILIANA PEÑUELA ALFONSO 
identificado(a) con la Cédula de Ciudadanía No.52933441 y portador(a) de la Tarjeta 
Profesional No.158094, del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en calidad 
de apoderado(a) de la parte convocada MARIA JOSE ORTEGA FERNANDEZ. La 
procuradora le reconoce personería a la parte convocada en los términos del poder 
aportado; Acto seguido la Procuradora declara abierta la audiencia e instruye a las 
partes sobre los objetivos, alcance y límites de la conciliación extrajudicial en materia 
contenciosa administrativa como mecanismo alternativo para la solución de 
conflictos. Igualmente, indica a las partes que esta audiencia de conciliación se 
desarrolla de manera no presencial, bajo el principio de la buena fe de los aquí 
intervinientes. El apoderado(a) de la parte CONVOCANTE se ratifica en sus 
pretensiones, que son: “II. PRETENSIONES. Muy respetuosamente me permito 
solicitarle a la Procuraduría General de la Nación, que con el fin de prever demandas 
de nulidad y restablecimiento del derecho futuras contra la Entidad por los hechos 
que se mencionan en la presente solicitud, permita que en audiencia de 
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Conciliación, la CONVOCANTE y los CONVOCADOS celebren acuerdo conciliatorio 
sobre la re liquidación y pago de algunas prestaciones económicas contenidos en el 
Acuerdo 040 de 1991 expedido por la Junta Directiva de la extinta Corporanónimas, 
a saber: PRIMA ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN Y PRIMA POR 
DEPENDIENTES según el caso, incluido el porcentaje correspondiente a la 
RESERVA ESPECIAL DE AHORRO, que también se encuentra contenido en el 
mencionado Acuerdo; lo anterior, por los periodos de tiempo y el monto total 
señalado en las liquidaciones que se adjuntan a la presente solicitud. Para mayor 
claridad, incluyó el siguiente Cuadro: 
 

Adicionalmente se allegó certificación de la secretaria técnica del comité de 
conciliación de la superintendencia de industria y comercio “LA SECRETARIA 
TÉCNICA DEL COMITÉ DE CONCILIACIÓN DE LA SUPERINTENDENCIA DE 
INDUSTRIA Y COMERCIO De conformidad con lo previsto en el artículo 
2.2.4.3.1.2.4 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015. CERTIFICA: 
PRIMERO: Que en la reunión del Comité de Conciliación de la Superintendencia de 
Industria y Comercio – en adelante SIC- celebrada el pasado 16 de NOVIEMBRE 
de 2022, se efectuó el estudio y adoptó una decisión, respecto a la solicitud No. 22- 
337033 para presentarse ante la PROCURADURÍA JUDICIAL PARA ASUNTOS 
ADMINISTRATIVOS DE BOGOTÁ D.C. SEGUNDO: Que para el estudio y decisión 
adoptada por el Comité de Conciliación, se evaluaron los siguientes aspectos: 2.1. 
ANTECEDENTES 2.1.1. El (La) funcionario(a) MARIA JOSE ORTEGA 
FERNANDEZ, identificado(a) con cédula de ciudadanía número 39787581, presentó 
ante esta Entidad, solicitud para la reliquidación y pago de algunas prestaciones 
económicas, tales como: PRIMA ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN 
Y PRIMA POR DEPENDIENTES , teniendo en cuenta para ello, el porcentaje 
correspondiente a la RESERVA ESPECIAL DEL AHORRO. 2.1.2. Una vez conocida 
la anterior petición, la SIC a través de la Coordinación del Grupo de Administración 
de Personal, comunicó el (la) funcionario(a) la liquidación de las prestaciones 
económicas pretendidas, de la siguiente manera: 
 
PRIMA ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN Y PRIMA POR 
DEPENDIENTES, teniendo en cuenta para ello, el porcentaje correspondiente a la 
RESERVA ESPECIAL DEL AHORRO. 2.1.2. Una vez conocida la anterior petición, 
la SIC a través de la Coordinación del Grupo de Administración de Personal, 
comunicó el (la) funcionario(a) la liquidación de las prestaciones económicas 
pretendidas, de la siguiente manera: Foto anexo expediente 

 

2 2.1.3. El (La) funcionario(a) manifestó por escrito, ESTAR DE ACUERDO CON LA 
LIQUIDACIÓN y su deseo de conciliar sobre la fórmula propuesta por la Entidad. 
2.2. MOTIVOS La SIC atendiendo a lo dispuesto en el artículo 114 de la Ley 1395 
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de 2010 y las determinaciones tomadas por el Comité de Conciliación de esta 
Entidad en sesiones del 3 de marzo de 2011, del 27 de noviembre de 2012 y del 22 
de septiembre de 2015 ha decidido tomar partido frente a algunos asuntos 
considerados merecedores de tal mecanismo alternativo de solución de conflictos. 
Por otro lado la SIC en armonía con su Política de Prevención de Daño Antijurídico, 
los principios de eficacia y economía procesal y los reiterados fallos en segunda 
instancia donde se ha condenado a esta Entidad a pagar la reliquidación de la Prima 
Actividad, Bonificación por Recreación, prima por dependientes, viáticos y horas 
extras, teniendo en cuenta para ello, la Reserva Especial del Ahorro como parte del 
salario que devengan los funcionarios, decidió cambiar su posición frente a la 
posibilidad de presentar propuestas conciliatorias a los solicitantes y/o demandantes 
cuando precisamente, lo pretendido sea la reliquidación del mencionado porcentaje. 
Por lo anterior, el Comité de Conciliación de la Superintendencia de Industria y 
Comercio en uso de sus facultades: 2.3. DECIDE 2.3.1. CONCILIAR la reliquidación 
de algunas de las prestaciones sociales consistentes en: PRIMA ACTIVIDAD, 
BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN Y PRIMA POR DEPENDIENTES, teniendo en 
cuenta para ello, la RESERVA ESPECIAL DE AHORRO, lo anterior, bajo las 
siguientes condiciones: 2.3.1.1. Que el convocado(a) desista de los intereses e 
indexación correspondientes a la prima de actividad, bonificación por recreación y 
prima por dependientes, así como también de los periodos que se relacionan. 
2.3.1.2. Que el convocado(a) renunciará a iniciar acción legal en contra de la SIC 
basada en los mismos hechos que dieron origen a la audiencia de conciliación, las 
anteriores pretensiones y otras que den origen a alguna acción legal, deberán ser 
desistidas por el convocado(a). 2.3.1.3 Que la SIC con base en las diferentes 
sentencias en firme en contra de la misma, donde reconoce que la SIC debe liquidar 
la prima de actividad, bonificación por recreación y prima por dependientes, 
reconoce el valor económico a que tenga derecho el convocado por los últimos tres 
años dejados de percibir, conforme a la liquidación pertinente. 2.3.1.4. Que en el 
evento que se concilie, la Superintendencia de Industria y Comercio pagará los 
factores reconocidos en la presente audiencia de conciliación, dentro de los setenta 
(70) días siguientes a la aprobación del Juez Administrativo y a que la parte 
convocada presente ante la Entidad toda la documentación necesaria para adelantar 
el trámite requerido. 2.4. CONCILIAR la reliquidación de las prestaciones 
enunciadas en el punto anterior, frente al funcionario o exfuncionario quien presentó 
solicitud ante esta Entidad, por el periodo y valor que se liquidó en su oportunidad. 
Las sumas conciliadas al igual que los períodos se encuentran en la imagen de 
liquidación, suscrita por el Coordinador del Grupo de Trabajo de Gestión de 
Personal, visible en el numeral 2.1.2. TERCERO. En consecuencia, se le solicita al 
señor Procurador, tener la presente certificación expedida como base para la 
solicitud presentada por el apoderado designado para los efectos y como base para 
la audiencia de conciliación que programe su Despacho. Se expide esta certificación 
el 18 de noviembre de 2022. Lo anterior en certificación adjunta al expediente en 
(03) folios” Acto seguido se concede el uso de la palabra al apoderado(a) de la parte 
convocada MARIA JOSE ORTEGA FERNANDEZ, con el fin de que se sirva indicar 
la decisión tomada en relación con. la presente solicitud, quien manifiesta: “De 
conformidad con lo manifestado por la entidad convocante y luego de revisar la 
formula conciliatoria, acepto en su totalidad la propuesta que se menciona en el acta 
del Comité de conciliación emitido por la Secretaría Técnica de la Superintendencia 
de Industria y Comercio.” La Procuradora Judicial considera que el anterior acuerdo 
contiene obligaciones claras, expresas y exigibles, en cuanto al tiempo, modo y lugar 
de su cumplimiento y reúne los siguientes requisitos: (i) el eventual medio de control 
que se ha podido llegar a presentar no ha caducado (art. 61, Ley 23 de 1991, 
modificado por el art. 81, Ley 446 de 1998). (ii) el acuerdo conciliatorio versa sobre 
sobre conflictos de carácter particular y contenido patrimonial disponibles por las 
partes (art. 59, Ley 23 de 1991, y 70, Ley 446 de 1998). (iii) Las partes se encuentran 
debidamente representadas y sus representantes tienen capacidad para conciliar. 
(iv) Existen antecedentes jurisprudenciales y obran en el expediente las pruebas 
necesarias que justifican el acuerdo, así como la liquidación hecha por el funcionario 
competente de la entidad convocante. (v) En criterio de esta agencia del Ministerio 
Público, el acuerdo contenido en el acta no es violatorio de la ley y no resulta lesivo 
para el patrimonio público (art. 65 A, Ley 23 de 1.991 y art. 73, Ley 446 de 1998). 
En consecuencia, se dispondrá el envío de la presente acta, junto con los 
documentos pertinentes, a los Juzgados Administrativos de Bogotá para efectos de 
control de legalidad, advirtiendo a los comparecientes que el Auto aprobatorio junto 
con la presente acta del acuerdo, prestarán mérito ejecutivo, y tendrán efecto de 
cosa juzgada razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias 
por los mismos hechos ni demandas ante la jurisdicción de lo contencioso 
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administrativo por las mismas causas (art. 73 Ley 446 de 1998 y 24 Ley 640 de 
2001).” (sic) 

 

3.1. Concepto de la Contraloría General de la República. 

 
De conformidad con lo expuesto en el inciso 3 del artículo 113 de la Ley 2220 

de 2022, este Despacho informó a la Contraloría General de la República sobre 

la conciliación extrajudicial de la referencia1, entidad que no emitió concepto 

sobre el particular. 

4. CONSIDERACIONES 

 
Corresponde al Despacho, pronunciarse sobre la Conciliación Extrajudicial de la 

referencia, conforme al acuerdo logrado entre las partes, para lo cual procederá 

a verificar los requisitos necesarios para tal efecto. 

 
4.1. De la conciliación extrajudicial en asuntos contenciosos 

administrativos. 

 
La Ley define la conciliación como un mecanismo de resolución de conflictos, a 

través del cual dos o más personas gestionan por sí mismas la solución de sus 

diferencias, con la ayuda de un tercero neutral y calificado denominado conciliador. 

 
Es así que mediante la Ley 2220 de 2022, se expidió el estatuto de conciliación y 

se creó el Sistema Nacional de Conciliación, la referida Ley, en el artículo 145, 

establece que: “Esta ley rige íntegramente la materia de conciliación y entra en 

vigencia seis (6) meses después de su promulgación”, se tiene entonces que 

entró en vigencia el de enero de 2023. 

 
La mencionada ley, en su artículo 5, dispone: 

 
“ARTÍCULO 5. Clases. La conciliación podrá ser judicial, si se realiza 
dentro de un proceso judicial, o extrajudicial, sí se realiza antes o por 
fuera de un proceso judicial. 

La conciliación extrajudicial se denominará en derecho, cuando se 
realice a través de centros de conciliación, ante particulares autorizados 
para conciliar que cumplen función pública o ante autoridades en 
cumplimiento de funciones conciliatorias. 

 
La conciliación extrajudicial se denominará en equidad cuando se realice 
ante conciliadores en equidad aplicando principios de justicia 
comunitaria dentro del ámbito establecido por la ley.” 

 
El artículo 67 de la mencionada Ley 2220 de 2022, señala en forma general 

respecto        de la conciliación como requisito de procedibilidad, que: 

 
“ARTÍCULO 67. La conciliación como requisito de 
procedibilidad. En los asuntos susceptibles de conciliación, se 
tendrá como regla general que la conciliación extrajudicial en 

                                           
1 Numeral 5 Expediente Digital.  
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derecho es requisito de procedibilidad para acudir ante las 
jurisdicciones que por norma así lo exijan, salvo cuando la ley 
lo excepcione. 

 
PARÁGRAFO 1. La conciliación en asuntos laborales no 
constituye requisito de procedibilidad. 

 
PARÁGRAFO 2. Podrá interponerse la demanda sin agotar el requisito 
de procedibilidad de la conciliación en los eventos en que el 
demandante bajo juramento declare que no conoce el domicilio, el 
lugar de habitación o el lugar de trabajo del demandado o este se 
encuentra ausente y no se conozca su paradero, o cuando quien 
demande sea una entidad pública. Igualmente, cuando la 
administración demande un acto administrativo que ocurrió por 
medios ilegales o fraudulentos. 

 
PARÁGRAFO 3. En todo proceso y ante cualquier jurisdicción, cuando 
se solicite la práctica de medidas cautelares se podrá acudir 
directamente al juez, sin necesidad de agotar la conciliación prejudicial 
como requisito de procedibilidad. 

 
Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto al respecto para los 
asuntos Contencioso Administrativo.” 

 
Posteriormente, respecto de la conciliación extrajudicial como requisito de 
procedibilidad en asuntos contenciosos administrativos, dispone la referida ley que: 

 
“ARTÍCULO 92. Conciliación extrajudicial como requisito de 
procedibilidad. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la 
conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda 
demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con 
restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias 
contractuales. 

 
En la conciliación extrajudicial en asuntos laborales y de la seguridad 
social, se dará aplicación a lo previsto en los incisos 4 y 5 del artículo 89 
de la presente ley. 

 
La ausencia del agotamiento del requisito de procedibilidad dará lugar 
al rechazo de plano de la demanda por parte del juez de conocimiento. 

 
En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial 
siempre y cuando no se encuentre expresamente prohibida. 

 
Con el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones, 
en el trámite de conciliación extrajudicial contencioso administrativa se 
deberá aumentar, profundizar y hacer eficiente y eficaz el 
aprovechamiento de los datos, con la finalidad de generar valor social y 
económico, en el marco de lo establecido en la Ley 1581 de 2012. 

 
PARÁGRAFO. La conciliación será requisito de procedibilidad en los 
eventos en que ambas partes sean entidades públicas. 

 
ARTÍCULO 93. Asuntos en los cuales es facultativo el 
agotamiento de la conciliación extrajudicial en materia 
contencioso administrativa. Será facultativo agotar la conciliación 
extrajudicial en materia contencioso administrativa, en los procesos 
ejecutivos diferentes a los regulados en la Ley 1551 de 2012, o la norma 
que la modifique o sustituya, en los procesos en que el demandante 
pida medidas cautelares de carácter patrimonial, en relación con el 



Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá  

Expediente No. 11001-3335-007-2023-00043-00 
Convocante: Superintendencia de Industria y Comercio 
Convocado: María José Ortega Fernández 
 

9 
 

medio de control de repetición o cuando quien demande sea una 
entidad pública, salvo cuando sea obligatorio de acuerdo con el 
parágrafo del artículo 92 de la presente Ley. 

 
En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial 
siempre y cuando no se encuentre expresamente prohibida en la Ley. 

 
El trámite de la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso 
administrativos no será necesario para efectos de acudir ante tribunales 
arbitrales encargados de resolver controversias derivadas de contratos 
estatales.” 

 

Respecto de los asuntos susceptibles de conciliación en materia de lo 

contencioso administrativo, consagra: 

 
“ARTÍCULO 89. Asuntos susceptibles de conciliación en materia 
de lo contencioso administrativo. En materia de lo contencioso 
administrativo serán conciliables todos los conflictos que puedan ser 
conocidos por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, siempre 
que la conciliación no esté expresamente prohibida por la ley. 

 
Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las 
personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos 
órganos del Estado, por conducto de apoderado. 

 
Podrá acudirse a la conciliación extrajudicial sin que medie una intención 
de demanda y podrá ser presentada de común acuerdo por las partes 
de un eventual conflicto. 

 
Para la procedencia de la conciliación no será necesaria la renuncia de 
derechos, 

 
En asuntos de naturaleza laboral y de la seguridad social podrá 
conciliarse si con el acuerdo no se afectan derechos ciertos e 
indiscutibles. 

 
Cuando medie acto administrativo de carácter particular, podrá 
conciliarse sobre los efectos económicos del mismo si se da alguna de 
las causales del artículo 93 de la Ley 1437 de 2011, evento en el cual, 
una vez aprobado el acuerdo por el juez contencioso administrativo, se 
entenderá revocado o modificado el acto y sustituido por el acuerdo. 

 
ARTÍCULO 90. Asuntos no conciliables. No son susceptibles de 
conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso 
administrativo: 

 
1. Los que versen sobre conflictos de carácter tributario. 

 
2. Aquellos que deban ventilarse a través de los procesos ejecutivos de 

los contratos estatales. 
 

3. En los que haya caducado la acción. 
 

4. Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, y aún 
procedan recursos en el procedimiento administrativo o este no 
estuviere debidamente agotado. 

 
5. Cuando la Administración cuente con elementos de juicio para 

considerar que el acto administrativo ocurrió por medios fraudulentos.” 
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Resulta, por lo tanto, de conformidad con las normas en cita y la reiterada 

jurisprudencia del Honorable Consejo de Estado2, que a manera de requisitos 

necesarios para la aprobación de los acuerdos conciliatorios, éstos deben 

someterse a los siguientes supuestos de aprobación: 
 

● Que las partes estén debidamente representadas y con la facultad 

expresa para conciliar, según artículo 89 de la Ley 2220 de 2022; 

● La naturaleza económica de las pretensiones, que la conciliación no 

afecte derechos ciertos e indiscutibles en el caso de asuntos de 

naturaleza laboral y de seguridad social, conforme el artículo 89 y 91 de 

la Ley 2220 de 2022; 

● Que el conflicto no verse sobre temas tributarios, ni deba ventilarse a 

través de procesos ejecutivos de los contratos estatales, según los 

numerales 1 y 2 del artículo 90 de la Ley 2220 de 2022; 

● Verificar la caducidad del medio de control, según el numeral 3 del 

artículo 90 de la Ley 2220 de 2022; 

● Que el proceso administrativo se encuentre debidamente agotado, según 

el numeral 4 del artículo 90 de la Ley 2220 de 2022; 

● Que se cuente con elementos de juicio para considerar que el acto 

administrativo ocurrió por medios fraudulentos, según el numeral 5 del 

artículo 90 de la Ley 2220 de 2022; 

● Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público, conforme el 

artículo 91 de la Ley 2220 de 2022; 

● Que el acuerdo cuente con el soporte probatorio necesario, para 

acreditar la existencia de la obligación a cargo de la entidad2. 

 
Conforme a lo anterior, se procede a verificar el cumplimiento de los siguientes 

requisitos: 

 
4.1.1. Representación de las partes y capacidad para conciliar. 

Figuran como partes conciliantes, de un lado, la SUPERINTENDENCIA DE 

INDUSTRIA Y COMERCIO y del otro, la señora MARÍA JOSÉ ORTEGA 

FERNÁNDEZ, quienes actúan por intermedio de apoderados judiciales; 

conciliación que fue realizada ante la Procuraduría 134 Judicial II para Asuntos 

Administrativos, cumpliéndose de esta manera con los presupuestos establecidos 

por los artículos 2º y 6º del Decreto 1716 de 2009, artículo 53 del Código General 

del Proceso y la Ley 2220 de 2022, pues acorde con las pruebas aportadas, las 

partes que acuden en conciliación extrajudicial, son plenamente capaces para 

ejercer derechos y contraer obligaciones, estando debidamente representadas, y 

la conciliación se realizó ante la autoridad competente. 

 

4.1.2. Asunto Conciliado: que verse sobre acciones o derechos 

económicos disponibles por las partes. 

                                           
2 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “A”, CP. Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera, Auto del 24 de julio de 
2018, Exp. Rad. 25000-23-26-000-2012-01062-01 (46768). 
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El Despacho advierte, que las pretensiones objeto del asunto giran en torno al 

reconocimiento y pago de la Prima de Actividad, Bonificación por 

Recreación y Prima por Dependientes, teniendo en cuenta para ello la 

Reserva Especial de Ahorro.  

 

Revisado el acuerdo conciliatorio, se aprecia que el mismo versa sobre derechos 

susceptibles de ser conciliados entre las partes, pues a la luz del artículo 70 de 

la Ley 446 de 1998, son de contenido particular y económico y pueden ser objeto 

de conocimiento por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de 

los medios judiciales previstos para ello, específicamente del señalado en el 

artículo 138 de la Ley 1437 de 2011, referente al Medio de Control de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho. 

 

4.1.3. Que el conflicto no verse sobre temas tributarios, ni deba 

ventilarse a través de procesos ejecutivos de los contratos estatales. 

 
Dado que las pretensiones objeto del asunto giran en torno al reconocimiento y 

pago de la Prima de Actividad, Bonificación por Recreación y Prima por 

Dependientes, teniendo en cuenta para ello la Reserva Especial de Ahorro, 

es claro que, el conflicto no versa sobre temas tributarios, ni debe ventilarse a 

través de los procesos ejecutivos. 

 

4.1.4. Caducidad y Prescripción. 

Se entiende por caducidad de la acción, el fenómeno procesal en virtud del cual se 

pierde la posibilidad de hacer uso de la acción judicial por el transcurso del tiempo 

fijado por la ley, que tiene como objetivo dar seguridad jurídica a las actuaciones 

de la administración. 

 

Para ejercitar el Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de 

carácter laboral, existe un término perentorio de cuatro (4) meses, dispuesto por la 

Ley 1437 de 2011, artículo 164, es así, que dicho término de caducidad debe 

contabilizarse a partir del día siguiente al de la notificación, comunicación, 

publicación o ejecutoria del acto administrativo que se pretenda demandar. Sin 

embargo, el referido artículo también dispone, en su numeral 1, literal d), que la 

demanda puede ser presentada en cualquier tiempo, cuando se dirija 

contra actos producto del silencio administrativo. 

 

Conforme a la certificación, suscrita por el Coordinador del Grupo de Trabajo de 

Administración de Personal de la Superintendencia de Industria y Comercio, que 

reposa en el expediente, la señora MARÍA JOSÉ ORTEGA FERNÁNDEZ, presta sus 

servicios en esa entidad, desde el 10 de septiembre de 2012, y a la fecha de la 

referida certificación, esto es, 24 de octubre de 2022, se encuentra 

desempeñando el cargo de Profesional Universitario (Prov) 2044-11 de la planta 

global, asignado a la Secretaria General.  
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Por tanto, la Prima de Actividad, la Bonificación por Recreación, y la Prima 

por Dependientes solicitada, ostentan el carácter de prestación periódica , razón 

por la cual, el acto que decidió la petición de reconocimiento  y pago de la misma, 

no está sujeto a término de caducidad, puesto que conforme al numeral 1º literal 

c), del artículo 164 del C.P.A.C.A., el medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho contra los actos administrativos que reconocen o niegan prestaciones 

sociales periódicas, puede interponerse  en cualquier tiempo, independientemente 

de la prescripción de los pagos no reclamados en tiempo, aspecto sobre el cual se 

referirá el Despacho más adelante. 

 

El periodo del que se solicita la liquidación, es el comprendido entre el 26 de 

febrero de 2020 y el 26 de agosto de 2022, respecto de la Prima de 

Actividad,  Bonificación por Recreación y Prima por Dependientes, teniendo  

en cuenta que, la Convocada realizó la correspondiente solicitud de reconocimiento 

y pago, el  26 de agosto de 2022,como consta en el expediente digital, no operó el 

fenómeno de la  prescripción, conforme a la certificación expedida por la Secretaria 

Técnica del Comité de Conciliación de la entidad convocante, ya que de conformidad 

con lo preceptuado en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, y siguiendo la 

orientación del H. Consejo de Estado, en estos asuntos debe aplicarse la 

prescripción trienal.  

 

Ahora bien, respecto de la Prima por Dependientes, en atención al requerimiento 

efectuado a la SIC, el despacho, pudo establecer que la liquidación proyectada se 

generó teniendo en cuenta, que mediante Resolución 1992 de 2021, la entidad dio 

cumplimiento a un acuerdo de conciliación por medio del cual re liquidó la Prima de 

Actividad, la Bonificación por Recreación y la prima por dependientes respecto del 

periodo acaecido del 25 de febrero de 2017 al 25 de febrero de 2020.  

 

Con base en lo anterior,  advierte el despacho, que la SIC, precisó que los extremos 

de la liquidación por los conceptos de Prima de Actividad,  Bonificación por 

Recreación y Prima por Dependientes, son los comprendidos desde el 26 de 

febrero de 2020 al 26 de agosto de 2022, los cuales fueron proyectados 

teniendo en cuenta el término de prescripción dispuesto en el artículo 151 

del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, y para el 

presente asunto, dicho término fue interrumpido con la reclamación 

radicada por la peticionaria el 26 de agosto de 2022 bajo el radicado No 

22-337033. 

 

En ese sentido, y revisados los anexos allegados por la SIC, efectivamente se 

advierte que el 26 de agosto de 2022, la convocada radicó petición solicitando el 

reconocimiento y pago de las diferencias generadas al omitir la Reserva Especial de 

Ahorro en la liquidación correspondiente a los conceptos de Prima de actividad, 

Bonificación por Recreación y Prima por Dependientes.  
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Así las cosas, es claro para el despacho, que el reconocimiento de los factores 

conciliados resulta pertinente, toda vez, que en el caso concreto se produjo la 

interrupción de la prescripción trienal el 26 de agosto de 2022, por tanto, no operó 

el fenómeno de la prescripción, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 

41 del Decreto 3135 de 1968, siguiendo la orientación del H. Consejo de Estado. 

 

4.1.5. Sobre la revisión de existencia de lesividad del erario. 

 
En criterio del H. Consejo de Estado, la verificación de legalidad de la conciliación a 

cargo del Juez Administrativo, implica que las causales aplicadas al proceso 

conciliatorio, tienen todas, el carácter de juicio de legalidad, por lo que la exigencia 

de alta probabilidad de condena también resulta aplicable a estos casos. Esa 

Corporación remite al artículo 73 de la Ley 446 de 1998 (que incorporó el artículo 

65 A, a la Ley 23 de 1991, compilado por el artículo 60 del Decreto 1818 de 1998), 

precisando que el acuerdo conciliatorio debe estar fundado en “las pruebas 

necesarias”, exigencia cuyo alcance jurisprudencial ha sido, que las mismas 

permitan deducir una condena contra el Estado -en el evento de que el interesado 

decidiese ejercitar las acciones judiciales pertinentes-, de modo tal que lo acordado 

no resulte lesivo del patrimonio público o violatorio de la ley3. 

Así mismo, el H. Consejo de Estado4 tiene por sentado, que: 

 
“Las normas sobre conciliación como formas de solución alternativa de los conflictos 
pretenden la descongestión de los despachos judiciales, con el fin de lograr un eficaz 
acceso a la administración de justicia y el consecuente cumplimiento de los principios 
que inspiran el ordenamiento y los fines esenciales del Estado, contenidos en el 
Preámbulo y en el artículo 2 de la Carta, en particular de la justicia, la paz y la 
convivencia. No obstante, el inciso tercero del artículo 73 de la ley 446 de 1998 que 
adicionó el artículo 65 de la ley 23 de 1991 establece límites a la autonomía de la 
voluntad de los entes públicos, lo cual encuentra su justificación en la menor capacidad 
dispositiva de tales entidades en relación con el sector privado, en razón de que aquellas 
comprometen los bienes estatales. El reconocimiento voluntario de las deudas por parte 
de las entidades estatales debe estar fundamentado en las normas jurídicas que prevén 
la obligación, las elaboraciones jurisprudenciales y en pruebas suficientes acerca de 
todos los extremos del proceso, de manera tal que la transacción jurídica beneficie a la 
administración.” 

 
Ahora bien, con el fin de verificar que el acuerdo conciliatorio sometido a la 

aprobación judicial, se ajuste a la ley, y no sea lesivo para el patrimonio público, 
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se estima pertinente hacer una breve alusión al derecho concertado, y para ello 

se debe tener en cuenta, que el caso sometido  al presente estudio, y que fue 

objeto de conciliación extrajudicial ante la Procuraduría 134 Judicial II para 

Asuntos Administrativos, versa sobre la reliquidación y pago de las prestaciones 

económicas, Prima de Actividad,  Bonificación por Recreación, y Prima 

por Dependientes, teniendo en cuenta, el porcentaje correspondiente 

a la Reserva Especial de Ahorro.  

 

4.1.6. Sobre la naturaleza económica de las pretensiones 

 
El Despacho advierte, que las pretensiones objeto del asunto, se circunscriben a la 

incidencia económica de la Prima de Actividad, de la Bonificación por 

Recreación, y de la prima por dependientes, incluido el porcentaje 

correspondiente a la Reserva Especial de Ahorro, que devengan los Servidores 

Públicos de la Superintendencia de Industria y Comercio, entre ellos la Convocada. 

El Acuerdo 040 del 13 de noviembre de 1991, de la Junta Directiva de 

CORPORANÓNIMAS, en el artículo 44 contempló la Prima de Actividad Anual, 

como aquella que se causa cada vez que el servidor cumple un año de 

servicios, y que es equivalente a 15 días de sueldo básico mensual. En 

cuanto a la Bonificación Especial por Recreación, se dispone en el Decreto 

451 de 1984, artículo 3º, que ésta equivale a 2 días de asignación básica 

mensual. 

Así las cosas, y revisado el acuerdo conciliatorio, se aprecia que el mismo, versa 

sobre derechos susceptibles de ser conciliados entre las partes, pues a la luz del 

artículo 70 de la Ley 446 de 1998, son de contenido particular y económico, y 

pueden ser objeto de conocimiento por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, a través de los medios judiciales previstos para ello, específicamente 

del señalado en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011, referente al Medio de Control 

de Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 

 
4.2 Sobre la Reserva Especial del Ahorro, en la Prima de Actividad y la 

Bonificación por Recreación.  

 
El Decreto 2153 de diciembre 30 de 1992, por el cual se reestructura la 

Superintendencia de Industria y Comercio, en su artículo 1º, determina la naturaleza 

de la entidad demandada, así: 

 

“ARTICULO 1o. NATURALEZA. La Superintendencia de Industria y 
Comercio es un organismo de carácter técnico adscrito al Ministerio de 
Desarrollo Económico, que goza de autonomía administrativa, financiera y 
presupuestal.” 

 
Y el artículo 39 ibídem, estableció: 

 

 “FACTOR SALARIAL. Las indemnizaciones y bonificaciones no constituyen 
factor de salario para ningún efecto legal y se liquidarán con base en el salario 
promedio causado durante el último año de servicios. Para efectos de su 
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reconocimiento y pago se tendrán en cuenta exclusivamente los siguientes 
factores salariales: 
 
1. La asignación básica mensual. 
2. La prima técnica. 
3. Los dominicales y festivos. 
4. Los auxilios de alimentación y transporte. 
5. La prima de navidad. 
6. La bonificación por servicios prestados. 
7. La prima de servicios. 
8. La prima de antigüedad. 
9. La prima de vacaciones, y 
10. Los incrementos por jornada nocturna o en días de descanso obligatorio.” 
 

De otro lado, el Decreto 2156 de diciembre 31 de 1992, por medio del cual se 

reestructuró la Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades, 

CORPORANÓNIMAS, consagró en sus artículos 2º y 3º, lo siguiente: 

 
“ARTICULO 2o. OBJETO. La Corporación Social de la Superintendencia de 
Sociedades, CORPORANONIMAS, como entidad de previsión social, tendrá a 
su cargo el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, económicas 
y médico asistenciales consagradas en las normas vigentes para los 
empleados públicos de las Superintendencias de Industria y Comercio, de 
Sociedades y Valores, de la misma Corporación, en la forma que disponga sus 
estatutos y reglamentos internos, de acuerdo con las normas legales y 
reglamentarias.”. 
 
“ARTICULO 3o. FUNCIONES. Además de las funciones que la ley le señala y 
de las atribuidas a los organismos de previsión social, la Corporación Social 
de la Superintendencia de Sociedades, CORPORANONIMAS, cumplirá las 
siguientes actividades: 
 
 
1. Organizar, dirigir y administrar el reconocimiento y pago de las prestaciones 
sociales, económicas y médico asistenciales de los empleados públicos de las 
Superintendencias de Industria y Comercio, de Sociedades de Valores y de la misma 
Corporación. 

 
2. Atender las prestaciones a que se obligue en favor de sus afiliados beneficiarios, 
pensionados y adscritos especiales. 

 
3. Expedir, con la aprobación del Gobierno, reglamentos generales para la atención 
de las prestaciones a su cargo, de conformidad con las normas legales y 
reglamentarias. 

 
4. Realizar las inversiones que le permitan servir oportunamente los objetivos 
propios de la institución y le garanticen seguridad, rentabilidad y liquidez. 

 
5. Determinar la estructura de los sistemas de atención médico asistencial 
adecuados para los fines propios de la medicina social y de acuerdo con los principios 
y normas de esta.” (Negrilla y subrayas por fuera del texto original). 

 
De igual manera, mediante el Acuerdo 040 de noviembre 13 de 1991, expedido por 

la Junta Directiva de CORPORANÓNIMAS, se creó la denominada “Reserva 

Especial de Ahorro”, fue así como en su artículo 58, al efecto dispuso: 

 
“ARTÍCULO 58.- CONTRIBUCIÓN AL FONDO DE EMPLEADOS. - 

RESERVA ESPECIAL DE AHORRO. - Corporanónimas contribuirá con sus 

aportes al fondo de empleados de la Superintendencia y Corporanónimas, 
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entidad con personería jurídica reconocida por la Superintendencia Nacional 

de Cooperativas. Para tal fin pagará mensualmente a sus afiliados 

forzosos una suma equivalente al sesenta y cinco (65%) del sueldo 

básico, prima de antigüedad, prima técnica, y gastos de 

representación; de éste porcentaje entregará Corporanónimas directamente 

al Fondo el quince por ciento (15%), previa deducción de la cotización que sea 

del caso por concepto de la afiliación de los beneficiarios. Los afiliados forzosos 

contribuirán mensualmente al Fondo con el 5% de las asignaciones básicas 

mensuales fijadas por la Ley. 

(PARÁGRAFO…)” (Subrayas y negrillas por fuera del texto original) 

 

Por su parte, el Decreto 1695 de 1997, expedido por el Gobierno Nacional, por 
medio del cual se suprimió la Corporación Social de la Superintendencia de 
Sociedades "Corporanónimas" y se ordenó su liquidación, en su artículo 12 
consagró: 

 
“ART.12 PAGO DE BENEFICIOS ECONÓMICOS. El pago de los beneficios 

económicos del régimen especial de prestaciones económicas de los 

empleados de las Superintendencias afiliadas a Corporanonimas, contenido en 

los Decretos 2739 de 1991, 2156 de 1992, 2621 de 1993, 1080 de 1996 y el 

Acuerdo 040 de 1991 de la Junta Directiva de Corporanónimas, en adelante 

estará a cargo de dichas superintendencias, respecto de sus 

empleados, para lo cual en cada vigencia fiscal se apropiarán las 

partidas presupuestales necesarias en cada una de ellas, en los 

mismos términos establecidos en las disposiciones mencionadas en 

el presente artículo.” (Subrayas y negrilla del Despacho). 

 

Ahora bien, analizado el texto del Acuerdo 040 de 1991, expedido por 

Corporanónimas, el Despacho no observa dentro de su normatividad, disposición 

alguna que haya atribuido a la “Reserva Especial de Ahorro”, el carácter de salario, 

sin embargo, tal vacío fue llenado por la Jurisprudencia emitida por el H. Consejo 

de Estado6, al resolver asuntos donde se debatió la inclusión del mencionado 

emolumento como factor salarial, para efectos de la reliquidación de las pensiones 

de los empleados de las Superintendencias que estuvieron afiliadas a 

Corporanónimas, veamos: 

 
“…En diversas oportunidades ha dicho la sala que tal como lo precisa el 
artículo 127 del CST “constituye salario no solo la remuneración fija u 
ordinaria, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en especie y que 
implique la retribución de servicios, sea cualquiera la denominación que se 
adopte”. 

 
Implica lo anterior que, aunque el 65% del salario se haya denominado 
Reserva Especial de Ahorro, como no se ha demostrado aquí que el pago de 
ésta suma tenga causa distinta a la del servicios que presta el empleado, e 
indudablemente es factor salarial, forzoso es concluir que se trata 
de salario y no de una prestación social a título de complemento para 
satisfacer las necesidades del empleado o su familia, es decir, forma 
parte de la asignación mensual que devenga la actora…” –Resaltado 
fuera del texto. 
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En la Sentencia citada, el Órgano de Cierre de la Jurisdicción Contenciosa 

Administrativa, se refirió igualmente a lo dicho por la Sala de Casación Laboral de 

la H. Corte Suprema de Justicia, en Sentencia del 12 de febrero de 1993, que 

dispuso: 

“…En efecto ni siquiera al legislador le está permitido contrariar la naturaleza 
de las cosas, y por lo mismo no podría disponer que un pago que retribuye a 
la actividad del trabajador ya no sea salario… 

…Este entendimiento de la norma es el único que racionalmente cabe hacer, 
ya que aún cuando habitualmente se ha tomado el salario como la medida 
para calcular las prestaciones sociales y las indemnizaciones que legalmente 
se establecen a favor trabajador, no existe ningún motivo fundado en los 
preceptos constitucionales que rigen la materia o en la recta razón, que impida 
al legislador disponer que determinada prestación social o indemnización se 
liquide sin consideración al monto total del salario del trabajador, esto es que 
se excluyan determinados factores no obstante su naturaleza salarial y sin 
que pierdan por ello tal carácter…” 

 
El anterior criterio, fue igualmente adoptado por el Alto Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo, en providencia del 26 de marzo de 19987, en la que señaló: 

 
“Como lo ha planteado la Corporación en numerosas oportunidades, tal como 
lo precisa el artículo 127 del C.S.T. “Constituye salario no solo la 
remuneración fija u ordinaria, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero 
o en especie y que implique retribución de servicios, sea cualquiera la 
denominación que se adopte…” 

 
Significa lo anterior que no obstante el 65% del salario se haya denominado 
reserva especial de ahorro, como no se ha probado que el pago de esta suma 
tenga causa distinta a la del servicio que presta el funcionario e 
indudablemente es factor salarial , “forzoso es concluir que se trata de salario 
y no de una prestación social a título de complemento para satisfacer las 
necesidades del empleado o su familia; es decir, forma parte de la asignación 
mensual que devengaba la actora”, como se sostuvo en la aludida 
providencia del 31 de julio de 1997. 

 
En consecuencia, constituyendo salario ese 65% pagado 
mensualmente al funcionario por CORPORANOMINAS, ha debido 
tenérsele en cuenta para liquidarle la bonificación, ya que equivale 
a asignación básica mensual. 

 
No de otra manera debe entenderse dicho pago, pues de no ser así, 
significaría que se está recibiendo a título de mera liberalidad y ello no puede 
efectuarse con fondos del tesoro público. 
 
Considera la Sala que la circunstancia de que ese porcentaje de la asignación 
básica fuera cancelado por “CORPORANOMINAS”, entidad diferente de la 
Superintendencia de Sociedades, no constituye un obstáculo legal para su 
inclusión en la liquidación de la bonificación, ya que las mismas disposiciones 
que establecieron que el salario de los funcionarios de la Superintendencia 
estuviera a cargo de dos entidades diferentes, permiten también esa 
liquidación. No tendría razón de ser que fuera legal el pago mensual del 
salario en dicha forma e ilegal el tomar la asignación mensual básica completa 
para efectos de la bonificación por retiro.” (Negrilla y subrayas son del 
Despacho). 

 

Y así, de manera reiterada el H. Consejo de Estado, conservó su posición, como se 

puede verificar en Providencia de marzo 14 del 2000, Sala Plena de lo Contencioso 
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Administrativo, C.P. Dra. Olga Inés Navarrete Barrero, Rad. No. S-822, Actor: 

Alfonso Luis Pinto, Demandado: Superintendencia de Sociedades3. 

 
En cuanto a la legalidad del Acuerdo creador de la Reserva Especial de Ahorro, la 

Alta Corporación, en providencia del 6 de febrero de 20044, sostuvo: 

 

“Si bien es cierto en la Constitución anterior la facultad para fijar el régimen 

salarial y prestacional correspondía al Congreso (art. 76-9) y que tal facultad 

fue otorgada por la Constitución de 1991 al Gobierno Nacional en los términos 

del artículo 150 numeral 19 letra e), existió un momento de transición 

entre las dos Cartas Supremas en el cual el Constituyente Primario 

otorgó al Gobierno la facultad de adecuar la Comisión Nacional de 

Valores a la naturaleza de Superintendencia, lo cual de suyo 

comporta la fijación del régimen salarial y prestacional. El Gobierno 

ejerció tal facultad al proferir el Decreto 2739 de 1991 en el cual, entre otras 

cosas, estableció (art. 23) que los empleados de la Superintendencia de 

Valores tendrían derecho a los servicios y beneficios extralegales que 

Corporanónimas presta a sus afiliados, con lo cual legitimó tales beneficios, 

dado que hasta el momento éstos habían sido previstos en el Acuerdo 040 de 

1991 expedido por la Junta Directiva de la Comisión de Valores, la cual, 

arrogándose una facultad que no le correspondía, dispuso otorgar a sus 

afiliados, entre otras, las siguientes prestaciones: una prima mensual de 

alimentación, una prima de matrimonio pagadera por una sola vez, una prima 

de nacimiento por cada uno de los hijos del afiliado y una prima semestral 

equivalente a un mes de sueldo que tuvieren a 30 de junio y a 31 de diciembre 

(arts. 32, 41, 42 y 59 parágrafo 1º ibídem). 

 

Además, la Sala considera que cualquier ilegalidad en que hubiesen podido 

estar incursas las prestaciones antes mencionadas se saneó mediante Decreto 

1695 de 27 de junio de 1997 (art. 12), expedido por el Presidente luego de 

entrar a regir la ley 4ª de 1992 (ley marco en materia de salarios y 

prestaciones); decreto en el cual se señaló expresamente que el pago de los 

beneficios económicos de los empleados de la Superintendencia de Valores a 

que se refieren el Decreto 2739 de 1991 y el acuerdo 040 de 1991 del mismo 

año, en adelante estaría a cargo de la propia Superintendencia. 
 

Es del caso anotar que aunque el mencionado Decreto 1695 fue dictado con 
fundamento en el artículo 30 de la ley 344 de 1996, el Gobierno tenía 
la facultad constitucional para expedirlo en los términos del artículo 
150, numeral 19, letra e), amén de que para la fecha de su expedición 
regía la Ley 4ª de 1992. 
 
Así las cosas, existe sustento legal para el pago de las prestaciones objeto de 
la conciliación, razón por la cual el acuerdo no es violatorio de la ley.”. (Negrilla 
y subrayas fuera del texto). 

 

                                           
3
 La Sala en diversas oportunidades ha dicho que tal y como lo precisa el artículo 127 del C.S.T., “Constituye 

salario no sólo la remuneración fija u ordinaria, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en especie y que 
implique retribución de servicios, sea cualquiera la denominación que se adopte…” (resalta la Sala). 

 
4
 Consejo de Estado -Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda - Subsección "A", C. P. Dr. Nicolás 

Pájaro Peñaranda, Rad. No. 3483-02; Actor: Claudia Esperanza Cifuentes Velásquez, Demandado: 
Superintendencia de Valores. 

 



Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá  

Expediente No. 11001-3335-007-2023-00043-00 
Convocante: Superintendencia de Industria y Comercio 
Convocado: María José Ortega Fernández 
 

19 
 

Este criterio, fue reiterado por esa Corporación, en providencia de 11 de 

septiembre de 20035. 

 
Por su parte, el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, 
Subsección “C”, M. P. Dr. Samuel José Ramírez Poveda, en Sentencia del 14 de 
junio de 2012, radicado No. 11001-33-31-012-2008-00206-01, Demandante, Isabel 
Cristina Díaz Villacob, Demandado, Superintendencia de Industria y Comercio, al 
respecto, señaló: 

 
“(…) Así las cosas, siguiendo la orientación efectuada en los 
pronunciamientos del H. Consejo de Estado, es claro para la Sala, que la 
reserva especial del ahorro, constituye factor salarial y forma parte 
de la asignación básica devengada por los empleados de las 
superintendencias que estuvieron afiliadas a CORPORANONIMAS. 

 
En consecuencia, atendiendo la naturaleza de salario de la reserva especial 
del ahorro como parte de la asignación básica mensual, y las pruebas 
allegadas al expediente, ésta debe tenerse en cuenta en la liquidación 
de las prestaciones sociales que se sirven del concepto de salario 
para calcular su monto, en el presente caso, para liquidar la prima 
de actividad y la bonificación por recreación, toda vez que fueron 
los factores devengados por la demandante. Estos valores deben ser 
reconocidos con efectos fiscales a partir del 05 de julio de 2004, por 
prescripción trienal como lo señaló el a quo (…)”. Resaltado fuera del texto- 

 

En igual sentido se pronunció la Sección Segunda, Subsección “D”, de esa 

Corporación, con Ponencia del H. Magistrado Dr. Israel Soler Pedroza, en Sentencia 

del 21 de abril de 2016, radicado No. 11001-33-31-028-2013-00139-01, 

Demandante, Fernando Augusto Rodríguez Rodríguez, Demandado, 

Superintendencia de Industria y Comercio, en la que dispuso: 

“Conforme a lo anterior, se puede concluir que la reserva especial de 
ahorro es de naturaleza salarial, y por ende es parte de la asignación 
básica mensual, por lo tanto debe tenerse en cuenta en la liquidación 
de todas las prestaciones que se sirven del concepto de salario para 
calcular su monto, independientemente del porcentaje salarial del 
cual se sustentan (…)” - Resaltado fuera del texto-. 

 
Ahora bien, este Despacho con el objeto de dirimir el presente asunto, acogerá de 

manera integral los criterios expuestos, tanto por el H. Consejo de Estado, como 

por el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en las Sentencias cuyos 

apartes fueron transcritos en precedencia, en donde se determinó que la 

denominada, “Reserva Especial de Ahorro”, constituye factor salarial. 

Corolario de lo dispuesto en las normas anteriormente extractadas, resulta claro 

para el Despacho, que la desaparecida CORPORANÓNIMAS, tenía a su cargo el 

reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, económicas y médico 

asistenciales consagradas en las normas vigentes para los empleados públicos de 

las Superintendencias de Industria y Comercio, y de Sociedades, obligaciones que 

                                           
5
 Sala de lo Contencioso Administrativo -Sección Segunda- C.P. Nicolás Pájaro Peñaranda, Rad. No. 3331-02, 

Actor: Francisco Espinosa Rodríguez, Demandado: Superintendencia de Valores. 
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fueron trasladadas a la Superintendencia de Industria y Comercio, al momento de 

decretarse la extinción aquella. 

Con base en las anteriores consideraciones, se evidencia, el carácter de factor 

salarial que por vía jurisprudencial se le ha venido otorgando, a la Reserva Especial 

de Ahorro, creada por CORPORANÓNIMAS mediante el Acuerdo 040 de 1991, 

artículo 58, conforme a lo transcrito en acápites anteriores. 

En relación con, la Prima de Actividad y Bonificación por Recreación, se encuentran 

consagradas, como quedó expuesto, respectivamente, en el artículo 44 del 

Acuerdo 040 de 1991 y artículo 16 del Decreto 304 de 2020 normas en las que se 

determina su forma de liquidación y pago. 

4.3 Sobre el Caso Concreto. 

 
4.3.1 Respaldo Probatorio del Acuerdo Conciliatorio. 

 
En el expediente digital, 02. Demanda. pdf, se encuentra probado, lo siguiente: 
 

- Se acreditó, la presentación de petición radicada el 26 de agosto de 20226, 

por la señora MARÍA JOSÉ ORTEGA FERNÁNDEZ, ante la Superintendencia 

de Industria y Comercio, por medio del cual solicitó el reconocimiento y pago 

de las diferencias generadas al omitir la Reserva Especial del Ahorro en la 

liquidación correspondiente a los conceptos de Prima de Actividad, 

Bonificación por Recreación y Prima por Dependientes, con la cual se 

interrumpió la prescripción trienal.  

 

- La Superintendencia de Industria y Comercio, a través del Oficio 

Radicado 22-337033-2 del 05 de septiembre de 20227, dio respuesta 

al referido requerimiento, invitando a la solicitante a conciliar, si era de su 

interés, en relación con el reconocimiento y pago de  la Prima de Actividad, 

Bonificación por Recreación y Prima por Dependientes, evento en el 

cual debía informar si estaba en disposición de conciliar, dentro del término 

máximo de 1 mes, a partir del día siguiente a la recepción de esa 

comunicación. 

 

- La convocada el 07 de septiembre de 2022, manifestó su interés en 

conciliar, y posteriormente aceptó la liquidación remitida por la entidad8.  

 

- Reposa la liquidación básica de la conciliación, correspondiente a los años 

2020, 2021 y 2022, en cuanto a la Prima de Actividad, Bonificación por 

Recreación y Prima por Dependientes, con el reconocimiento de la 

reserva especial de ahorro, respecto de la cual la Convocada manifestó su 

aceptación.  

 

                                           
6
 Folio 38 Numeral 02 expediente digital. 

7
 Folios 39-41 Numeral 02 expediente digital.  

8 Folios 42-43 Numeral 02 expediente digital. 
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- Certificación suscrita por la Coordinadora del Grupo de Trabajo de 

Administración de Personal de la Entidad Convocante, de fecha 24 de 

octubre de 2022, en donde hace constar sobre, tiempo de servicio, cargo 

desempeñado, asignación básica y reserva especial de ahorro, entre otros 

asuntos, relacionados con la Convocada.9  

 

- Solicitud de conciliación administrativa dirigida a la Procuraduría Delegada 

ante los Jueces de lo Contencioso Administrativo, por la Superintendencia de 

Industria y Comercio. Acreditación de envío a la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado. Auto Admisorio de la solicitud de conciliación. Acta de 

Conciliación, de fecha 08 de febrero de 2023. 

 

- Poderes otorgados a los apoderados, cédula y tarjeta profesional. 

 

- Se encuentra acreditada la Certificación suscrita por la Coordinadora del 

Grupo de Trabajo de Administración de Personal de la entidad Convocante, 

calendada 08 de marzo de 2023, en la que informa sobre la liquidación 

realizada por esa entidad, relacionada con la Prima de Actividad, 

Bonificación por Recreación y Prima por Dependientes, 

correspondientes a la Convocada, estableciendo cada uno de los valores que 

justifica las sumas conciliadas, así:  

 
 
 

                                           
9
 Folio 53 Numeral 02 expediente digital. 
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La convocada señora MARÍA JOSÉ ORTEGA FERNÁNDEZ, como quedó 

expuesto, presta sus servicios a la Superintendencia de Industria y Comercio, desde 

el 10 de  septiembre de 2012, por lo que considera tiene derecho a que el Ente 

Convocante, le incluya la denominada Reserva Especial de Ahorro, como parte de 

su asignación básica para efectos de liquidar los referidos factores, correspondientes 

a la Prima de Actividad, Bonificación por Recreación y Prima por 

Dependientes, conforme a lo solicitado.  

 

De otra parte, el Coordinador del Grupo de Trabajo de Administración de Personal, 

el 24 de octubre de 2022, hizo constar lo siguiente:  
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Ahora bien, conforme a lo perseguido por la Convocada, el Comité de Conciliación 

y Defensa Judicial de la Superintendencia de Industria y Comercio, consignó en 

reunión celebrada el 16 de noviembre de 2022, lo siguiente: 
 
“ PRIMERO: Que en la reunión del Comité de Conciliación de la Superintendencia 
de Industria y Comercio – en adelante SIC- celebrada el pasado 16 de NOVIEMBRE 
de 2022, se efectuó el estudio y adoptó una decisión, respecto a la solicitud No. 22-
337033 para presentarse ante la PROCURADURÍA JUDICIAL PARA ASUNTOS 
ADMINISTRATIVOS DE BOGOTÁ D.C. 
 
SEGUNDO: Que para el estudio y decisión adoptada por el Comité de Conciliación, 
se evaluaron los siguientes aspectos: 
 
2.1. ANTECEDENTES 
2.1.1. El (La) funcionario(a) MARIA JOSE ORTEGA FERNANDEZ, identificado(a) 
con cédula de ciudadanía número 39787581, presentó ante esta Entidad, solicitud 
para la reliquidación y pago de algunas prestaciones económicas, tales como: 
PRIMA ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN Y PRIMA POR 
DEPENDIENTES, teniendo en cuenta para ello, el porcentaje correspondiente a la 
RESERVA ESPECIAL DEL AHORRO. 
 
2.1.2. Una vez conocida la anterior petición, la SIC a través de la Coordinación del 
Grupo de Administración de Personal, comunicó el (la) funcionario(a) la liquidación 
de las prestaciones económicas pretendidas, de la siguiente manera: 

 
2.3. DECIDE 

 
2.3.1. CONCILIAR la reliquidación de algunas de las prestaciones 2.3.1. 
CONCILIAR la reliquidación de algunas de las prestaciones sociales 
consistentes en: PRIMA ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR 
RECREACIÓN Y PRIMA POR DEPENDIENTES, teniendo en cuenta para 
ello, la RESERVA ESPECIAL DE AHORRO, lo anterior, bajo las siguientes 
condiciones:  
 
2.3.1.1. Que el convocado(a) desista de los intereses e indexación 
correspondientes a la prima de actividad, bonificación por recreación 
y prima por dependientes, así como también de los periodos que se 
relacionan.  
 
2.3.1.2. Que el convocado(a) renunciará a iniciar acción legal en contra 
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de la SIC basada en los mismos hechos que dieron origen a la audiencia 
de conciliación, las anteriores pretensiones y otras que den origen a 
alguna acción legal, deberán ser desistidas por el convocado(a). 
 
2.3.1.3. Que la SIC con base en las diferentes sentencias en firme en 
contra de la misma, donde reconoce que la SIC debe liquidar la prima 
de actividad, bonificación por recreación y prima por dependientes, 
reconoce el valor económico a que tenga derecho el convocado por los 
últimos tres años dejados de percibir, conforme a la liquidación 
pertinente. 
 
2.3.1.4. Que en el evento que se concilie, la Superintendencia de 
Industria y Comercio pagará los factores reconocidos en la presente 
audiencia de conciliación, dentro de los setenta (70) días siguientes a 
la aprobación del Juez Administrativo y a que la parte convocada 
presente ante la Entidad toda la documentación necesaria para 
adelantar el trámite requerido. 
 
2.4. CONCILIAR la reliquidación de las prestaciones enunciadas en el 
punto anterior, frente al funcionario o exfuncionario quien presentó 
solicitud ante esta Entidad, por el periodo y valor que se liquidó en su 
oportunidad. Las sumas conciliadas al igual que los períodos se 
encuentran en la imagen de liquidación, suscrita por el Coordinador 
del Grupo de Trabajo de Gestión de Personal, visible en el numeral 
2.1.2. 
 
TERCERO. En consecuencia, se le solicita al señor Procurador, tener la presente 
certificación expedida como base para la solicitud presentada por el apoderado 
designado para los efectos y como base para la audiencia de conciliación que 
programe su Despacho. Se expide esta certificación el 18 de noviembre de 2022” 
(sic) 
 

En consecuencia, la Entidad Convocante, ofreció reconocer a la Convocada, como 

allí consta, la suma de TRECE MILLONES CUATROCIENTOS CUARENTA Y 

NUEVE MIL DOSCIENTOS TREINTA Y CUATRO PESOS M/CTE 

($13.449.234.oo), por los conceptos señalados, propuesta que fue realizada en 

sede de conciliación ante la Procuradora 134 Judicial II para Asuntos 

Administrativos, y aceptada por la señora MARÍA JOSÉ ORTEGA FERNÁNDEZ, en 

los términos señalados en el Acta de Conciliación Extrajudicial, suscrita el 08 de 

febrero de 2023. 

 

En lo que respecta a la naturaleza económica de las pretensiones, como ya quedó 

señalado, el Acuerdo 040 del 13 de noviembre de 1991, de la Junta Directiva de 

CORPORANÓNIMAS, en el artículo 44, contempló la Prima de Actividad, como 

aquella equivalente a 15 días de sueldo básico mensual, percibido a la 

fecha en la que se cumpla el año de servicios. Así entonces, esta prestación 

se causa cada vez que el servidor público cumple un año de servicio, y se paga 

cuando acredite que se ha autorizado el disfrute de vacaciones o su 

compensación en dinero. 

 

En cuanto a la Bonificación Especial de Recreación, el artículo 16 del Decreto 

304 de 2020, determinó que, “los empleados públicos tendrán derecho a una 

bonificación especial de recreación, por cada período de vacaciones, en cuantía 

equivalente a dos (2) días de la asignación básica mensual que les corresponda 
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en el momento de iniciar el disfrute del respectivo período vacacional”,  es decir, 

se tiene derecho a la misma, por cada periodo de vacaciones, en cuantía 

equivalente a dos (2) días de la asignación básica mensual, que 

corresponda en el momento de causarlas. 

 

Por su parte la Prima por Dependientes, conforme a lo establecido por el 

artículo 12 del Decreto 1695 del 27 de junio de 1997, la Superintendencia de 

Industria y Comercio, debe dar cumplimiento a lo establecido en el Acuerdo 40 

de 1991, por lo tanto, la liquidación de la Prima por dependientes corresponde al 

15% de la Asignación Básica, que devengaba el servidor calculando el 65%, que 

corresponde a la Reserva Especial de Ahorro.  

 

De acuerdo con lo expuesto, y verificada la liquidación presentada por la Entidad 

Convocante y los valores conciliados, el Despacho observa, que éstos arrojaron 

las siguientes sumas, teniendo en cuenta la Asignación Básica y la Reserva 

Especial de Ahorro, previstos para cada uno de los correspondientes años: 

 

Conceptos 2020 2021 2022 

Asignación 
Básica 

 $     3.211.673   $        3.295.498   $    3.534.752  

Reserva de 
Ahorro 

 $       2.087.587   $          2.142.074   $     2.297.589  

 

Teniendo en cuenta lo expuesto y lo informado por la entidad convocante mediante 

memorial adiado 08 de marzo de 2023, visible a numeral 11 del expediente digital, se 

procede hacer el siguiente análisis:  
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FACTORES DE RELIQUIDACIÓN EN PESOS 
 

 

PRIMA DE ACTIVIDAD 
(Equivalente a 15 días de salario) 

AÑO 

Salario básico 
y Reserva 

Especial de 
Ahorro 

Valor por 15 
días 

Suma del 
salario más la 

Reserva 
Especial de 

Ahorro  

Valor por 15 
días 

Diferencia a 
Pagar 

Valor 
Conciliado 

2020 
$ 3.211.673 

$    1.605.836  $   5.299.260  $ 2.649.630   $ 1.043.794  $ 1.043.794  
$ 2.087.587 

2021 
$ 3.295.498 

$    1.647.749  $  5.437.572  $ 2.718.786  $  1.071.037  $ 1.071.037  
$ 2.142.074 

2022 

$ 3.534.752 
$    1.767.376  $  5.832.341  $ 2.916.171  $  1.148.795  $ 1.148.795  

$ 2.297.589 

                                                                                                                                                                                             TOTAL $ 3.263.626  

 

 

BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN                                                                                                                                                                                                                     
(Equivalente a 2 días de la asignación básica mensual) 

AÑO 

Salario 
básico y 
Reserva 

Especial de 
Ahorro 

Valor por 2 
días 

Suma del 
salario más 
la Reserva 
Especial de 

Ahorro  

Valor de 
30 días 
dividido 

por 2 días 

Diferencia 
a Pagar 

Valor 
Conciliado 

2020 

$ 3.211.673 
$       214.112  $   5.299.260  $ 353.284  $ 139.172  $      139.172  

$ 2.087.587 

2021 

$ 3.295.498 
$       219.700  $   5.437.572  $ 362.505  $ 142.805  $      142.805  

$ 2.142.074 

2022 

$ 3.534.752 
$       235.650  $   5.832.341  $ 388.823  $  153.173  $      153.173  

$ 2.297.589 

        TOTAL $    435.150  

 

PRIMA POR DEPENDIENTES                                                                                                                                                                                                                   
(Equivalente a 15% de la asignación básica mensual) 

AÑO 
Salario básico y 

Reserva 
Especial de Ahorro 

Valor R.E.A x 
15% / 30 

x Días laborados  Valor Conciliado 

 

 

 

 

 

2020 
$ 3.211.673 

$       313.138,05  305 $            3.183.570  
 

$ 2.087.587  

2021 

$ 3.295.498 
$         321.311,1  360  $           3.855.733  

 

$ 2.142.074  

2022 

$ 3.534.752 
$       344.638,35  236  $           2.711.155  

 

$ 2.297.589  

                                                                                                                                                                                             TOTAL  $        9.750.458   
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En consecuencia, se tiene que, el Valor Total Conciliado, es de, $13.449.234 

que corresponde, a $3.263.626,oo por concepto de Prima de Actividad                        

$ 435.150.oo, por concepto de Bonificación Recreación, y                                             

$ 9.750.458.oo, por concepto de Prima por Dependientes y como quedó 

expuesto, la propuesta objeto de estudio, fue aceptada por la Convocada, señora MARÍA 

JOSÉ ORTEGA FERNÁNDEZ, y avalada por la señora Procuradora 134 Judicial II para 

Asuntos Administrativos, en Audiencia de Conciliación celebrada el día 08 de febrero de 

2023, quien la encontró ajustada a derecho, de conformidad con las normas que regulan 

la materia. 

En este orden de ideas, el Acuerdo Conciliatorio sobre el reconocimiento y pago de las 

diferencias generadas al omitir la Reserva Especial de Ahorro en la liquidación de la 

Prima de Actividad, Bonificación por Recreación y Prima por Dependientes, 

de la Convocada, garantiza su derecho a percibir dichos emolumentos como quedó 

demostrado con las documentales aportadas, y los  derechos de la Entidad Convocante 

no se ven vulnerados, por cuanto la conciliación radica en el reconocimiento que ella 

misma hace sobre el derecho al pago de las diferencias generadas al omitir la Reserva 

Especial de Ahorro, en la liquidación de los referidos factores,  por lo que no resulta 

lesivo para el Patrimonio Público. 

 

Por lo expuesto, el Acuerdo Conciliatorio celebrado entre la SUPERINTENDENCIA DE 

INDUSTRIA Y COMERCIO, como Convocante y la señora MARÍA JOSÉ ORTEGA 

FERNÁNDEZ, como Convocada, ante la señora PROCURADORA 134 JUDICIAL II 

PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS, debe ser APROBADO, por este Despacho. 

 
Con fundamento en lo anteriormente expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO 

ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ. D.C. –SECCIÓN 

SEGUNDA, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio, celebrado el 08 de febrero del 2023, 

entre la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO y la señora MARÍA 

JOSÉ ORTEGA FERNÁNDEZ, identificada con cédula de ciudadanía No.39.787.581, 

ante la Procuraduría 134 Judicial II para Asuntos Administrativos, por la suma de 

TRECE MILLONES CUATROCIENTOS CUARENTA Y NUEVE MIL DOSCIENTOS 

TREINTA Y CUATRO PESOS M/CTE ($13.449.234), conforme a lo expuesto en la 

parte motiva. 

 

SEGUNDO: Esta Providencia y el Acuerdo Conciliatorio, contenido en el Acta de 

Conciliación del 08 de febrero de 2023, prestan mérito ejecutivo y hacen tránsito a 

cosa juzgada material, de conformidad con la Ley. 

 

TERCERO: Por Secretaría, a costa de las partes, expídanse copias del Acta de 

Conciliación y de la presente providencia, conforme a lo previsto en el artículo 114 del 

Código General del Proceso, con las constancias que sean del caso 
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CUARTO: En firme este Auto, por Secretaría ARCHÍVESE el expediente dejando las 

constancias a que haya lugar. 

 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

La Juez,  
  

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 
MLPG 

 
 

JUZGADO 

7 
ADMINISTRATIV

O DEL 
CIRCUITO 

JUDICIAL DE 
BOGOTÁ 

 

POR ANOTACIÓN EN ESTADO No.  17   

FECHA: 31 DE MARZO DE 2023 

SE NOTIFICA A LAS PARTES, LA PROVIDENCIA ANTERIOR 

LA SECRETARÍA 
 

 

 

 

Firmado Por:

Guerti  Martinez Olaya

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 007 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 86c5065f0e0bab539697ec239764803eaf390d6eff17c5d7f9d8db966781a232

Documento generado en 30/03/2023 07:53:35 AM
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  REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA  
 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 234 

  

Marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023) 
 

REFERENCIA:  Exp. NyR No. 1100133350072023-00049-00 

DEMANDANTE: JAIRO ERNESTO LIZARAZO CUESTAS 

DEMANDADO: NACION – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL - 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO 
 
 

 

Procede el Despacho a estudiar la competencia para conocer del asunto de la 
referencia. 

I. ANTECEDENTES 

 
El demandante, por conducto de apoderado judicial, promovió demanda de nulidad y 
restablecimiento del derecho en la que pretende: 

 
“PRIMERA: Declarar, la NULIDAD del ACTO FICTO o PRESUNTO por el 
Silencio Administrativo Negativo que operó frente a la solicitud de PAGO de 
la Mesada Pensional CATORCE (14) de los AÑOS 2020 y 2021 radicada 
ante la NACION - FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO por intermedio de la SECRETARIA DE EDUCACION DE 
BOYACÁ, el día Cinco (05) de Septiembre de Dos mil Veintidós (2022), y 
pasados tres (3) meses NO ha sido resuelta la solicitud. 
 
SEGUNDA: Declarar que, mi mandante JAIRO ERNESTO LIZARAZO 
CUESTAS tiene derecho A TITULO DE RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO, a que la NACION – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL 
- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
le PAGUE su Mesada Pensional CATORCE (14) de los AÑOS Dos mil Veinte 
(2020) y Dos mil Veintiuno (2021).  
 
TERCERA: Condenar a la NACION – MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL - FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO a que PAGUE los Intereses Moratorios establecidos en el 
artículo 141 de la Ley 100 de 1993 desde la fecha de exigibilidad de cada 
mesada pensional CATORCE (14) adeudada a la fecha y hasta el día en que 
se haga efectivo el Pago (…)” 

 
La demanda correspondió por reparto a este Despacho, conforme acta individual de 
reparto de 15 de febrero de 2023.  
 

II. CONSIDERACIONES 
 

Las reglas de competencia por razón de territorio, establecidas por el artículo 156, 
numeral 3 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 31 de la Ley 2080 de 
2021, a su tenor literal indican: 
 



 

“3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter 
laboral se determinará por el último lugar donde se prestaron o 
debieron prestarse los servicios. Cuando se trate de derechos 
pensionales, se determinará por el domicilio del demandante, siempre 
y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho lugar.” (Negrillas y 
subrayas del Despacho) 

 

Cabe observar que la norma transcrita es clara al determinar los factores que se deben 
considerar a fin de establecer la competencia del Juzgado Administrativo que ha de 
conocer el asunto, cuando el asunto sea de carácter laboral, la competencia se 
determinará por el último lugar de prestación de servicios, distinto es, cuando el 
asunto a tratar corresponda a derechos pensionales, como en el presente caso 
y que se determinará por el domicilio del demandante, siempre y cuando la 
demandada tenga sede en dicho lugar. 
 
En los hechos de la demanda, se señala que mediante la Resolución No. 1717 del 25 
de septiembre de 2003, se reconoció una pensión por invalidez a la docente NOHORA 
ALICIA CUESTAS RODRIGUEZ (Q.E.P.D.), efectiva a partir del 27 de Mayo de 2003, 
así mismo se informa que la causante NOHORA ALICIA CUESTAS RODRIGUEZ 
(QEPD) falleció el 16 de marzo de 2020 y que posteriormente la demandada por 
intermedio de la SECRETARIA DE EDUCACION DE BOYACÁ mediante la 
Resolución No. 005557 del 20 de 2021 reconoció al hoy demandante JAIRO 
ERNESTO LIZARAZO CUESTAS, la sustitución de la pensión de invalidez reconocida 
según Resolución No. 1717 del 25 de septiembre de 2003, con ocasión del 
fallecimiento de la docente NOHORA ALICIA CUESTAS RODRIGUEZ (QEPD), y 
efectiva a partir del 17 de marzo de 2020. 
 
De conformidad con lo anterior, se revisó la demanda en la que se evidenció en el 
acápite de notificaciones, que el demandante tiene su domicilio en la Vereda Poravita 
Kilometro 10 Vía Paipa (Boyacá), lugar en el que la demandada no tiene sede, en 
consecuencia, este Despacho debe seguir la regla general de competencia, 
señalada en la primera parte del numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 
2011, esto es, que la competencia se determinará por el último lugar donde se 
prestaron o debieron prestarse los servicios. 
 
Por lo anterior, se revisaron los anexos de la demanda, especialmente la Resolución 
1717 de 25 de septiembre de 2003, expedida por la demandada, en la que se señala 
que la señora Nohora Cecilia Cuestas Rodríguez (qepd), causante y a quien le fue 
reconocida pensión de invalidez, prestó sus servicios como docente nacionalizado en 
el Colegio Ignacio Gil Sanabria del municipio de Siachoque en el Departamento de 
Boyacá1.  

 

Ahora bien, el Acuerdo No. PCSJA20-11653 de 2020, “Por el cual se crean unos 
circuitos judiciales administrativos en el territorio nacional y se ajusta el mapa judicial 
de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, emitido por el Consejo Superior 
de la Judicatura, dispone lo siguiente: 

 

“6. Distrito Judicial Administrativo de Boyacá: 
6.3. Circuito Judicial Administrativo de Tunja, con cabecera en el 
municipio de Tunja y con comprensión territorial en los siguientes municipios 
(…) 
- Siachoque (…)” (resaltado fuera del texto original) 

 

 
De conformidad con lo anterior, la demanda instaurada, corresponde en atención al 
factor territorial, al Circuito Judicial Administrativo de Tunja - Distrito Judicial 
Administrativo de Boyacá. 

                                                           
1 Pág. 6-8 Documento 02 del Expediente Digital. 



 

 
En consecuencia, se declarará la falta de competencia de este Juzgado para conocer 
del presente medio de control y se ordenará remitir el expediente, de manera 
inmediata, a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Tunja (Reparto). 
 

En consecuencia, de lo expuesto, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito 
Judicial de Bogotá, D.C., -Sección Segunda, 

 

 

RESUELVE 
 

PRIMERO: DECLARAR la FALTA DE COMPETENCIA, de este Despacho, para 
conocer de la demanda instaurada por el señor JAIRO ERNESTO LIZARAZO 
CUESTAS, contra la NACION – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL - FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme a las 
razones expuestas, en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: REMITIR el presente proceso a los Juzgados Administrativos del Circuito 
Judicial de Tunja (Reparto), para lo de su competencia, previas las anotaciones a que 
haya lugar. 
 

TERCERO: Por Secretaría, efectúese la remisión del expediente, de manera 
inmediata. 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
 

La Juez,  
 
 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
 

 
DCRE 
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  REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ -

SECCIÓN SEGUNDA  
 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 251 
  

Marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023). 
 

 

REFERENCIA:  Exp. NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO No. 

1100133350072023-00055-00 

DEMANDANTE: CARLOS TORRES ARDILA 

DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DEL TRABAJO  

 

 

Estando el proceso de la referencia para decidir sobre su admisión, este despacho 

advierte, que debe declarar la Falta de Jurisdicción y Competencia para conocer del 

mismo, por las siguientes razones: 

 

El señor Carlos Torres Ardila, a través de apoderada judicial, interpone demanda de 

nulidad y restablecimiento del derecho, en la que eleva las siguientes pretensiones: 

 

“PRIMERO: Que se DECLARE NULA la Resolución 3578 del 23 de 
noviembre del 2021 mediante la cual se autorizó a la empresa 
TRANSMASIVO S.A con NIT 830106 777-1 el despido de trabajadores 
con fuero ocupacional, así como las Resoluciones 1616 del 7 de mayo 
del 2022 y 3202 del 4 de agosto del 2022, de conformidad con el 
artículo 93 “causales de revocación” de la ley 1437 de 2011 que 
establece que los Actos Administrativos deben ser revocados …1. 
Cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la ley  
y 3. Cuando con ellos se cause agravio injustificado a una persona 
 
SEGUNDO: Cómo consecuencia de lo anterior y a título de 
restablecimiento del derecho se le comunique a TRANSMASIVO S.A 
que la terminación del contrato del señor CARLOS TORRES ARDILA 
es ineficaz y violatorio del artículo 405 del Código Sustantivo del 
Trabajo. 
 
TERCERO: Que se condene al MINISTERIO DE TRABAJO a pagar 
los salarios y prestaciones dejados de percibir, toda vez que la relación 
laboral fue terminada por TRANSMASIVO S.A en base de la 
autorización del MINISTERIO DE TRABAJO, en los términos de los 
artículos 192 y 195 del CPACA, debiendo aplicar la formula aún 
utilizada por la jurisdicción Contenciosa Administrativa, teniendo en 
cuenta la fecha de causación o pago efectivo de los valores. (…)” 

 

 

En la demanda instaurada se solicita entonces la nulidad de los siguientes actos 

administrativos: 
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 Resolución 3578 del 23 de noviembre del 2021  

 Resolución 1616 del 7 de mayo del 2022  

 Resolución 3202 del 4 de agosto del 2022 

 

Mediante el primer acto administrativo, el Ministerio de Trabajo resolvió autorizar a 

la empresa Transmasivo S.A., el despido de determinados trabajadores, entre los 

que se observa  se encuentra el demandante; en el segundo acto administrativo, el 

Ministerio de Trabajo resolvió el recurso de reposición en contra de la mencionada 

resolución, confirmándola en todas sus partes; por último, no se observa que 

hubiese sido allegado el acto administrativo consistente en la Resolución 3202 del 

4 de agosto del 2022, sin embargo, conforme los hechos de la demanda, se advierte 

que mediante éste se resolvió el recurso de apelación, confirmando, así mismo, la 

decisión. 

 

A título de restablecimiento del derecho solicita, cómo se indicó, que se declare 

que la terminación del contrato del señor Carlos Torres Ardila es ineficaz y en 

consecuencia, pide que le sean pagados los salarios y prestaciones dejados 

de percibir.  

 

CONSIDERACIONES 

 

El numeral 4 del artículo 104 del C.P.A.C.A., dispone lo siguiente:  

 

“ARTÍCULO 104. DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO. La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está 

instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y 

en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, 

contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho 

administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los 

particulares cuando ejerzan función administrativa. 

 

Igualmente conocerá de los siguientes procesos: (…) 

 

4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores 

públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho 

régimen esté administrado por una persona de derecho público. 

(…).” (Negrilla fuera de texto). 

En ese sentido, el artículo 155 (numeral 2.º) del C.P.A.C.A., establece que los 

jueces administrativos conocerán de las demandas “de nulidad y 

restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no provengan de un 

contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos administrativos de 

cualquier autoridad (…)” (negrillas fuera del texto).  

Por su parte, el artículo 105 (numeral 4°) de la misma normatividad, expresamente 

exceptuó los asuntos que no conoce la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, entre los cuales se destacan “los conflictos de carácter laboral 

surgidos entre las entidades públicas y sus trabajadores oficiales.” 
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Es dable concluir, que la jurisdicción de lo contencioso administrativo, por regla 

general y en materia laboral, es competente para conocer de los litigios que se 

derivan de conflictos entre el Estado y los servidores públicos1, salvo en los asuntos 

en que una de las partes sea un trabajador oficial, ya que su vinculación laboral se 

da a través de un contrato de trabajo2. 

Por su parte, la Ley 712 de 2001, por medio de la cual se reforma el Código Procesal 

del Trabajo, señala la competencia de la jurisdicción ordinaria en su especialidad 

laboral y de seguridad social, así: 
 

“ARTÍCULO 2o. El artículo 2º del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social quedará así: “Artículo 2o. Competencia general. La 

jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laborales y de seguridad 

social conoce de: 

  

1. Los conflictos jurídicos que se originen directa o 

indirectamente en el contrato de trabajo. (…)” (Negrilla fuera de 

texto). 

En atención a lo expuesto, y conforme lo narrado en los hechos de la demanda se 

tiene que3: 

 El demandante, señor CARLOS TORRES ARDILA, ingresó a trabajar a la 

empresa TRANSMASIVO S.A desde el 23 de marzo de 2004, mediante un 

contrato individual de trabajo a término indefinido. 

 La resolución que confirmó la autorización de despido, fue proferida el 04 de 

agosto de 2022, y en consecuencia, al señor CARLOS TORRES ARDILA la 

empresa TRANSMASIVO S.A lo despidió el día 05 de agosto de 2022. 

 El despido fue autorizado por el Ministerio de Trabajo, a través de los actos 

administrativos señalados en precedencia. 

De conformidad con lo anterior, se evidencia, que esta jurisdicción no es la 

competente para conocer del presente asunto, por lo siguiente: 

 

i) el demandante no ostentaba la calidad de servidor público; y se encontraba 

vinculado a la Empresa Transmasivo S.A, mediante contrato de trabajo a término 

indefinido,  ii) la empresa empleadora, Transmasivo S.A., es una sociedad anónima 

regida por el derecho privado; iii) la autorización del despido por justa causa, 

expedida por el Ministerio del Trabajo, a través de los actos administrativos 

demandados, corresponde a un deber legal establecido en el artículo 3 de la 

convención 81 de 1947, el Código Sustantivo del Trabajo, el artículo 26 de la Ley 

361 de 1997, y demás normas concordantes, en el entendido de que debe mediar 

autorización del Ministerio de Trabajo, para terminar el contrato de trabajo. 

 

                                                 

1 Artículo 123 de la Constitución Política, «son servidores públicos los miembros de las corporaciones 

públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por 

servicios». 

2 En cuanto a los trabajadores oficiales, si bien es cierto deben ser considerados como funcionarios públicos, 

para su vinculación debe mediar un contrato de trabajo.  
3 Hechos 1 y 18 de la demanda. 
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Es por ello,  que aunque se observa la intervención del Ministerio de Trabajo, como 

autoridad pública, lo cierto es, que el asunto tiene su origen en una relación laboral 

de origen privado, de modo que la situación jurídica, se encuentra regida por el 

Código Sustantivo del Trabajo. 

 

En un caso similar al que nos ocupa, la H. Corte Constitucional al dirimir un conflicto 

de jurisdicciones entre el Consejo de Estado y el Juzgado 10 Laboral del Circuito de 

Barranquilla, expuso que: 

 

“(…)27. Por consiguiente, esta Corporación determina que, en garantía del 

derecho al acceso a la Administración de Justicia, el asunto debe ser de 

conocimiento de la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral. 

Dado que el sustento del conflicto tiene origen en un contrato laboral 

del sector privado, su conocimiento está en cabeza del juez ordinario 

laboral, quién tiene la competencia para analizar la presunción de despido 

justo otorgado por el Inspector de Trabajo y Seguridad Social, y confirmado 

por el Coordinador del Grupo de Atención al Ciudadano y Trámites del 

Ministerio del Trabajo; así como un posible reintegro laboral en el evento que 

se demuestre la configuración de despido sin justa causa. (…) 

 

Regla de decisión. La Corte Constitucional determinó que las autorizaciones 

que otorguen los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, y los 

Coordinadores de los Grupos de Atención al Ciudadano y Trámites del 

Ministerio de Trabajo, sobre la terminación de contratos laborales en la que 

los trabajadores privados estén en condición de discapacidad, constituyen 

una presunción de despido justo. En consecuencia, las controversias que 

susciten estas decisiones son de competencia del juez de conocimiento, 

dependiendo la vinculación laboral que tenga el trabajador privado. (…) 

 

PRIMERO. – DIRIMIR el conflicto de jurisdicciones entre el Consejo de 

Estado y el Juzgado 10 Laboral del Circuito de Barranquilla, en el sentido de 

DECLARAR que el Juzgado 10 Laboral del Circuito de Barranquilla es la 

autoridad competente para conocer del proceso promovido por la señora 

Katerine del Mar Velasco Aguilar. (…)”4 (Negrillas del texto original). 

 

En consecuencia, el Despacho estima, que el caso bajo estudio debe ser resuelto 

por la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad laboral, por lo tanto se abstendrá de 

avocar su conocimiento,  y en consecuencia, de conformidad con el artículo 168 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo5, 

dispondrá la remisión del expediente, por competencia, a los Juzgados 

Laborales del Circuito Judicial de Bogotá (Reparto) para los fines a que haya 

lugar. 

 

En caso de que no se compartan los planteamientos consignados en la presente 

providencia, se propone conflicto por falta de jurisdicción. 

 

                                                 
4 Auto 600/22 de 27 de abril de 2022 – M.P. Jorge Enrique Ibáñez Najar. 

5 Artículo 168. Falta de jurisdicción o de competencia. En caso de falta de jurisdicción o de competencia, 

mediante decisión motivada el Juez ordenará remitir el expediente al competente, en caso de que existiere, a 

la mayor brevedad posible. Para todos los efectos legales se tendrá en cuenta la presentación inicial hecha 

ante la corporación o juzgado que ordena la remisión. 
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En consecuencia de lo expuesto, el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito 

Judicial de Bogotá, D.C.,- Sección Segunda, 

 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR la falta de jurisdicción y de competencia de este Juzgado, 

para conocer del proceso de la referencia, con fundamento en las razones antes 

expuestas. 

 

SEGUNDO: Ejecutoriada la presente decisión, por la secretaría de este despacho, 

de manera inmediata, remítase el expediente de la referencia a los Juzgados 

Laborales del Circuito Judicial de Bogotá (Reparto), para lo pertinente. 

 

TERCERO: En el evento de que los Juzgados Laborales del Circuito Judicial de 

Bogotá, no avoquen su conocimiento, se propone conflicto negativo por falta de 

jurisdicción. 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 

 

La Juez,                              

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 

 

 
DCRE 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 

 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO CONSTITUCIONAL No. 122 

 

Bogotá D.C., marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023). 

 

REFERENCIAS 
 

 

EXPEDIENTE:      No. 110013335007-2023-00077-00 

ACCIONANTES:        MIGUEL ANGEL SÁENZ MORENO Y OTROS 

ACCIONADOS: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA 

NACIONAL - DIRECCIÓN NACIONAL DE ESCUELAS -

INSTITUTO COLOMBIANO PARA LA EVALUACIÓN DE 

EDUCACIÓN- ICFES - MINISTERIO DE HACIENDA Y 

CRÉDITO PÚBLICO 

MEDIO DE 

CONTROL     : 

REPARACIÓN DE LOS PERJUICIOS CAUSADOS A UN 

GRUPO 

  

 

 

 

Encontrándose el expediente al Despacho para decidir sobre la admisión de la demanda 

de la referencia, previa subsanación de la misma por orden que se impartiera a la parte 

actora, en auto del 17 de marzo de los corrientes, se advierte lo siguiente: 

 

1.- La demanda fue inicialmente presentada el 17 de febrero de 2023 ante el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, en donde correspondió su conocimiento por reparto al 

Despacho del H. Magistrado Dr. Oscar Armando Dimaté Cárdenas, de la Sección Primera- 

Subsección “B”, según acta de reparto fechada el mismo día. 

 

2.- Mediante auto del 24 de febrero del año en curso, el H. Magistrado decidió remitir por 

competencia la acción de la referencia a los Juzgados Administrativos del Circuito de 

Bogotá (reparto), al considerar que: 

 

“En ese orden, el Despacho concluye que la demanda presentada por los señores Aníbal Vélez 
Murcia y las 97 personas identificadas en los folios 2 a 6 del documento 01 del expediente 
electrónico, por intermedio de apoderado judicial en ejercicio del medio de control de reparación 
de perjuicios causado a un grupo en contra del Ministerio de Defensa – Policía Nacional, la Dirección 
Nacional de Escuelas; el Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación – ICFES y el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, corresponde a los Juzgados Administrativos, teniendo 
en cuenta que la parte actora determinó la cuantía en la suma de cuatrocientos dos 
millones cuatrocientos un mil setecientos sesenta pesos ($402.401.760=). 
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Conforme a lo anteriormente expuesto, toda vez que la competencia para el conocimiento de 
asuntos como el que se estudia está asignada expresamente por el numeral 11 del artículo 155 de 
la Ley 1437 de 2011 (CPACA), modificado por el artículo 30 de la Ley 2080 de 2021, a los Jueces 
Administrativos del Circuito de Bogotá, se ordenará la remisión del expediente a estos, para lo de 
su competencia y para que se proceda al estudio de la admisión de la demanda, teniendo en cuenta 
la naturaleza del acto y los demás requisitos previstos en la Ley 1437 de 2011 (CPACA), dispuestos 
para tal fin”. 

 

Según acta de reparto del 7 de marzo de 2023, correspondió su conocimiento a esta 

judicatura. 

 

3.- En atención a lo anterior, mediante auto del 17 de marzo de 2023, este Despacho, no 

obstante evidenciar que la cuantía estimada por la parte actora, era de  $402.401.760, 

por cada uno de los accionantes, en total 98, atendió lo ordenado por el  H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, en providencia del 24 de febrero de 2023, y dispuso la 

inadmisión del libelo inicial, ordenando su corrección en algunos aspectos allí 

determinados. 

 

4.- En escrito de subsanación, presentado oportunamente, el apoderado de la parte 

actora, se pronunció sobre los aspectos acotados por el Despacho y adicional a ello, 

reparó sobre la competencia en cabeza de este Juzgado para conocer el asunto 

de la referencia, e insistió en que su conocimiento corresponde al H. Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, como él claramente lo había determinado en 

la demanda presentada. 

 

En efecto, luego de referir puntualmente los argumentos esbozados en la providencia del 

24 de febrero de 2023, proferida por el  H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 

Sección Primera, Subsección “B”, MP. Dr. Oscar Armando Dimaté Cárdenas, señaló: 

 
 
“(…) 
Equivocándose el honorable magistrado en tanto que la pretensión es clara como lo redacta 
el Honorable Magistrado Ponente: OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS Revisada la 
demanda y sus anexos advierte el Despacho que la parte demandante estableció la cuantía 
de la siguiente manera: 1) Revisada la demanda y sus anexos advierte el Despacho que la 
parte demandante estableció la cuantía de la siguiente manera: “XVI. ESTIMACIÓN DE LA 
CUANTÍA DE LAS PRETENSIONES Para efectos de determinar la cuantía se deberá tener en 
cuenta lo devengado la tasación de los perjuicios pretendidos que corresponde a la pretensión 
tercera por el número de personas identificadas en el grupo homogéneo TERCERA: Que “LA 
NACIÓN –MINISTERIO DE DEFENSA; POLICÍA NACIONAL - DIRECCIÓN NACIONAL DE 
ESCUELAS; INSTITUTO COLOMBIANO PARA LA EVALUACIÓN DE LA EDUCACIÓN – ICFES; 
MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO reconocer a cada accionante del Grupo de 
Patrulleros para este grupo inicialmente contemplados y posteriormente excluidos, se le 
reconozca, se liquide y le pague los correspondientes a la diferencia de salario, primas y 
prestaciones sociales, diferencia entre patrullero, subintendente, intendente e intendente 
jefe, según sea el caso de conformidad con la proyecciones de ascensos en la Policía Nacional, 
con el escalafones y antigüedad en la institución Policial al cargo y grado que ostenten sus 
compañeros de curso al momento en que quede en firme el correspondiente fallo 
contencioso. (negrillas fuera texto). 
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Por lo que yerra el honorable magistrado, generando un traumatismo y un retraso en los 
términos del proceso exponiendo al grupo de accionante a un re vulneración de sus derechos 
fundamentales, por lo que se plantea un conflicto de competencia, pues considero 
que la competencia no corresponde al Honorable Juzgado Séptimo Administrativo 
Del Circuito Judicial de Bogotá, D.C., Sección Segunda (Negrilla fuera de texto).  
 
Pues no se puede interpretar que el Despacho concluye que la demanda presentada por los 
señores Aníbal Vélez Murcia y las 97 personas identificadas en los folios 2 a 6 del documento 
01 del expediente electrónico, por intermedio de apoderado judicial en ejercicio del medio de 
control de reparación de perjuicios causado a un grupo en contra del Ministerio de Defensa 
– Policía Nacional, la Dirección Nacional de Escuelas; el Instituto Colombiano para la 
Evaluación de la Educación – ICFES y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, corresponde 
a los Juzgados Administrativos, teniendo en cuenta que la parte actora determinó la cuantía 
en la suma de cuatrocientos dos millones cuatrocientos un mil setecientos sesenta pesos 
($402.401.760=), cuando se hace presión que “Perdida Poder adquisitivo Millones x cada 
Persona en grupo homogéneo de cuatrocientos dos millones cuatrocientos un mil setecientos 
sesenta pesos ($402.401.760=), es decir que se precisó la cuantía en capitulo XVI., en la que 
referí: 
 
ESTIMACIÓN DE LA CUANTÍA DE LAS PRETENSIONES 
 
Para efectos de determinar la cuantía se deberá tener en cuenta lo devengado la tasación de los 
perjuicios pretendidos que corresponde a la pretensión tercera por el número de personas 
identificadas en l grupo homogéneo: 
 
TERCERO: Que “LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA; POLICÍA NACIONAL - 
DIRECCIÓN NACIONAL DE ESCUELAS; INSTITUTO COLOMBIANO PARA LA 
EVALUACIÓN DE LA EDUCACIÓN – ICFES; MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO 
PÚBLICO reconocer a cada accionante del Grupo de Patrulleros para este grupo 
inicialmente contemplados y posteriormente excluidos, se le reconozca, se liquide y le 
pague los correspondientes a la diferencia de salario, primas y prestaciones sociales, diferencia 
entre patrullero, subintendente, intendente e intendente jefe, según sea el caso de conformidad 
con la proyecciones de ascensos en la Policía Nacional, con el escalafones y antigüedad en la 
institución Policial al cargo y grado que ostenten sus compañeros de curso al momento en que 
quede en firme el correspondiente fallo contencioso. (negrillas cursiva fuera de texto original); 
por lo que de acuerdo a lo planeado incluso por el mismo Magistrado, se persigue la 
indemnización colectiva de por lo menos los señores Aníbal Vélez  Murcia y las 97 
personas identificadas en los folios 2 a 6 del documento 01 del expediente electrónico, 
por intermedio de apoderado judicial en ejercicio del medio de control de reparación 
de perjuicios causado a un grupo en contra del Ministerio de Defensa – Policía 
Nacional, la Dirección Nacional de Escuelas; el Instituto Colombiano para la 
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Evaluación de la Educación – ICFES y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
teniendo en cuenta que la parte actora determinó la cuantía en la suma de 
cuatrocientos dos millones cuatrocientos un mil setecientos sesenta pesos 
($402.401.760=), es decir treinta y nueve mil cuatrocientos treinta y cinco millones 
trecientos setenta y dos mil cuatrocientos ochenta pesos ($39.435.372.480), por lo 
cual se supera la competencia de los Juzgados Administrativos, correspondiendo la 
competencia del Tribunal Administrativo por factor cuantía está establecida en el 
numeral 15 del artículo 152 de la Ley 1437 de 2011 (CPACA), modificado por el artículo 
28 de la Ley 2080 de 2021, cuyo texto es el que sigue: (Resalta el Despacho) 
 

“ARTÍCULO 152. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS EN 
PRIMERA INSTANCIA. (…) Los tribunales administrativos conocerán en primera 
instancia de los siguientes asuntos: (…) 
  
15. Del medio de control de reparación de perjuicios causados a un grupo, cuando la 
cuantía exceda de mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. Si el daño 
proviene de un acto administrativo de carácter particular, cuando la cuantía exceda de 
quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.”  

 
Bajo el anterior marco normativo, se tiene, que la competencia del Tribunal Administrativo para 
conocer del medio de control de reparación de perjuicios causados a un grupo se presenta cuando 
la cuantía exceda de mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, cuantía que para 
el año 2023, corresponde a la suma de mil millones ciento sesenta y un mil pesos 
($1.161.000.000.oo). 

 

De conformidad con lo anterior, con el debido respeto, y sin ánimo de desobedecer lo 

ordenado por el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Primera, Subsección 

“B”, M.P. Dr. Oscar Armando Dimaté Cárdenas,  en providencia del 24 de febrero del año 

en curso, esta judicatura estima pertinente poner en conocimiento y en consideración del 

Superior, lo manifestado por el apoderado del grupo actor, a fin de evitar que a  la postre, 

eventualmente, se genere una posible nulidad procesal por falta de competencia 

funcional, la cual, resulta insaneable teniendo en cuenta la improrrogabilidad de la 

competencia por el factor funcional, a la luz del artículo  16 del C.G.P., en concordancia 

con el artículo 138 ibídem. 

 

Lo anterior, con el fin de garantizar el debido proceso, así como dar cumplimiento al 

objeto de los procesos que se adelantan ante esta Jurisdicción, que no es otro que la 

efectividad de los derechos reconocidos en la Constitución Política y la Ley y la 

preservación del orden jurídico, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 103 del 

C.P.A.C.A. 

 

En consecuencia, por Secretaría remítase el proceso de la referencia al Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, Sección Primera, Subsección “B”, Despacho del H. 

Magistrado Dr. OSCAR ARMANDO DIMATÉ CÁRDENAS, con el fin de poner en su 

conocimiento lo acontecido dentro del presente medio de control. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La Juez, 

 
MMG 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
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REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 232 
 

Marzo treinta (30) de dos mil veintitrés (2023). 
 

REFERENCIA:  Exp. NyR No. 11001-3335-007-2023-00093-00 

DEMANDANTE: ADRIANA RODRÍGUEZ JIMÉNEZ 

DEMANDADA:  NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN  

ASUNTO: DECLARACIÓN DE IMPEDIMENTO 

 

La señora ADRIANA RODRÍGUEZ JIMÉNEZ, identificada con la C.C. 31.998.355, 

en ejercicio del Medio de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, 

impetró demanda en contra de la NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, 

pretendiendo que se declare la nulidad del acto administrativo que niega la solicitud 

consistente en que la bonificación judicial sea tenida en cuenta como parte integral 

del salario. 

A título de restablecimiento del derecho, solicita, entre otros, que se ordene a la 

Nación –Fiscalía General de la Nación a reconocer como factor salarial y prestación 

la BONIFICACION JUDICIAL creada mediante el Decreto 0382 de 6 de marzo de 

2013, modificada por el decreto 022 del 9 de enero de 2014. 

Teniendo en cuenta las pretensiones de la demanda, debo advertir que me 

encuentro incursa en una inhabilidad que me impide conocer del asunto de la 

referencia, en los términos de la causal prevista en el numeral 1o del artículo 141 

del Código General del Proceso, por cuanto, me encuentro adelantando demanda 

en contra de la Fiscalía General de la Nación, con el fin de obtener el reconocimiento 

de la Bonificación Judicial del Decreto 382 de 2013, como factor salarial, dado que 

antes de ocupar el cargo de Juez Administrativo, laboré en esa entidad, razón por 

la que me asiste un interés directo en las resultas del proceso. 

Además, resulta preciso señalar que la mencionada bonificación judicial, prevista 

tanto en el Decreto 382 de 2013, como en los Decretos 383 y 384 del mismo año, 

tiene como fundamento jurídico el artículo 14 de la Ley 4a de 1992 y constituye 

factor salarial únicamente para la base de cotización al Sistema General de 

Pensiones y Salud, conllevando a que me asista interés directo en que a dicha 

prestación se le asigne naturaleza salarial, lo cual compromete la imparcialidad en 

el manejo de los casos relacionados con este asunto.  

El artículo  130  del  Código  de  Procedimiento  Administrativo  y  de  lo Contencioso 

Administrativo, dispone: 



 

 

“Artículo  130. Causales. Los  magistrados  y  jueces  deberán  declararse  

impedidos,  o  serán recusables,  en  los  casos  señalados  en  el  artículo  

141  del  Código  General  del  Proceso y, además, en los siguientes eventos:(...)” 

(Negrilla fuera de texto) 

 

A su turno, el artículo 141 del Código General del Proceso, señala: 
 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las 

siguientes: 

 

1. Tener  el  juez,  su  cónyuge  o  alguno  de  sus  parientes  dentro  del  

cuarto  grado  de consanguinidad,  segundo  de  afinidad  o  primero  civil,  

interés  directo  o  indirecto  en  el proceso (…) ” (Negrilla fuera de texto) 

 

Bajo el anterior marco normativo, la suscrita considera que se encuentra incursa en 

la causal de impedimento establecida en el numeral 1° del artículo 141 del C. G. P., 

toda vez que el asunto a dilucidar, versa sobre el pago de la bonificación judicial, 

establecida en el Decreto 382 de 2013, cuyo fundamento jurídico, como se anotó, 

también lo constituye la Ley 4a de 1992, y su alcance es el mismo, esto es, que 

actualmente solo constituye factor salarial para la base de cotización al Sistema 

General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud, por lo 

que me asiste un interés en que a dicha bonificación se le asigne el carácter de 

factor salarial para efectos de liquidar salarios y prestaciones sociales.  

Ahora bien, a través del CPACA, se estableció un trámite especial para los 

impedimentos de los Jueces Administrativos, de la siguiente forma:  

 

“Artículo 131. Trámite de los impedimentos. Para el trámite de los impedimentos 

se observarán las siguientes reglas: 

 

1.  El  juez  administrativo  en  quien  concurra  alguna  de  las  causales  de  que  

trata  el  artículo  anterior  deberá  declararse  impedido cuando advierta su 

existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito dirigido al 

juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no fundado y, de 

aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo devolverá para que aquel 

continúe  con  el trámite.  Si se  trata  de juez  único,  ordenará  remitir el  expediente  

al  correspondiente tribunal  para  que  decida si  el impedimento  es fundado, caso  

en  el cual  designará  el  juez  ad  hoc  que  lo  reemplace. En caso contrario,  

devolverá  el  expediente para que el mismo juez continúe con el asunto. 

 

2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a 

todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los 

hechos en que se fundamenta. De aceptarse el impedimento el tribunal designará 

conjuez para el conocimiento del asunto. (…)”. 

 

Conforme las normas antes señaladas, el proceso debe ser enviado a quien sigue 

en turno, con el fin de que éste decida si asume el conocimiento o lo devuelve, sin 

embargo, atendiendo las disposiciones del Acuerdo PCSJA23-12034 de 17 de 

enero de 20231, el Consejo Superior de la Judicatura, creó tres juzgados de carácter 

                                                           
1 “Por el cual se crean unos cargos con carácter transitorio para tribunales y juzgados,  a nivel nacional, en 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”. 



 

transitorio2 para la sección segunda de los Juzgados Administrativos de Bogotá que 

conocen este tipo de controversias, por lo que el expediente se enviará al Juzgado 

Primero Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá D.C.3, para que 

se sirva decidir lo pertinente frente al impedimento manifestado y lo de su 

competencia. 

Así las cosas, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTÁD.C., SECCIÓN SEGUNDA, 

RESUELVE 

PRIMERO: Declarar el impedimento individual del Juzgado 7 Administrativo del 

Circuito Judicial de Bogotá, para conocer y tramitar el presente asunto, por las 

razones expuestas. 

SEGUNDO: Por Secretaría, remítanse las presentes diligencias al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio del Circuito Judicial de Bogotá D.C., para que decida 

sobre el impedimento manifestado en esta providencia. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La Juez, 

 

GUERTI MARTÍNEZ OLAYA 
DCRE 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
2 ARTÍCULO 4°. Creación de juzgados transitorios en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Crear 

con carácter transitorio, a partir del primero de febrero y hasta el treinta (30) de abril de 2023, los siguientes 

juzgados: 

1. Tres (3) juzgados administrativos transitorios en Bogotá, cada uno conformado por un juez, un 

sustanciador de circuito y un profesional universitario grado 16, los cuales tendrán la siguiente 

competencia:  

 Dos (2) juzgados administrativos transitorios tendrán la competencia para conocer de los procesos 

que se encuentran en el circuito administrativo de Bogotá.  

 Un juzgado administrativo transitorio tendrá la competencia para conocer de los procesos que se 

encuentren en los circuitos administrativos de Bogotá, Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. (…)” 
3 Conforme lo dispuesto en el Oficio CSJBTO23-483 Bogotá, D.C., 6 de febrero de 2023, proferido por el 

Consejo Superior de la Judicatura – Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá. 
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